
4 NORMAS LEGALES Jueves 13 de setiembre de 2018 /  El Peruano

PODER EJECUTIVO

DECRETOS LEGISLATIVOS

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1412

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley Nº 30823, el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de gestión económica y 
competitividad, de integridad y lucha contra la corrupción, 
de prevención y protección de personas en situación de 
violencia y vulnerabilidad y de modernización de la gestión 
del Estado, por el plazo de sesenta (60) días calendario;

Que, el literal d) numeral 5 del artículo 2, de la citada 
Ley faculta al Poder Ejecutivo para legislar en materia de 
modernización del Estado, a fi n de implementar servicios y 
espacios compartidos por parte de las entidades públicas, 
así como establecer disposiciones para el gobierno 
digital y las plataformas multiservicios y de trámites 
que faculten a las entidades públicas para delegar la 
gestión y resolución de actos administrativos a otras 
entidades públicas bajo criterios que prioricen efi ciencia, 
productividad, oportunidad y mejora de servicios para 
el ciudadano y la empresa; o a terceros, en las etapas 
previas a la emisión de la resolución que contenga la 
decisión fi nal de la entidad;

Que, el ítem d.3) del literal d) del numeral 5 del artículo 
2 de la citada norma establece la facultad de legislar 
para establecer el marco normativo para promover el 
despliegue transversal de las tecnologías digitales en 
las entidades del Estado; a fi n de mejorar el alcance, 
condiciones, la prestación y el acceso de los ciudadanos 
a los servicios que presta el Estado;

Que, la Política 35 del Acuerdo Nacional, sobre 
Sociedad de la Información y Sociedad del Conocimiento, 
señala en el literal e) que el Estado fomentará la 
modernización del Estado, mediante el uso de las 
Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC), 
con un enfoque descentralista, planifi cador e integral;

Que, mediante el Decreto Supremo N° 086-2015-
PCM, se declara de interés nacional las acciones, 
actividades e iniciativas desarrolladas en el marco del 
proceso de vinculación del Perú con la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) e 
implementación del Programa País, y crea la Comisión 
Multisectorial de naturaleza permanente para promover 
las acciones de seguimiento del referido proceso, y 
comprende la participación del Estado peruano en las 
actividades previstas en el Acuerdo y Memorando de 
Entendimiento suscritos entre la OCDE y el Gobierno del 
Perú, así como todas las demás actividades relacionadas 
con la organización, promoción, impulso y apoyo al 
referido proceso;

Que, las tecnologías digitales y el gobierno digital 
son conceptos integrados en las actividades, lenguaje 
y estructuras de la sociedad actual, y hacen parte del 
proceso de vinculación del Perú con la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE), organización que entiende su uso estratégico 
como parte integral del diseño de políticas y estrategias 
de modernización del gobierno, con la fi nalidad de 
crear servicios digitales de valor, seguros, confi ables y 
accesibles para los ciudadanos y sociedad en general, lo 
cual se sustenta en un ecosistema compuesto por actores 
del sector público, sector privado, academia y otros 
interesados, quienes apoyan en la implementación de 
iniciativas y acciones para diseño, creación, producción 
de datos, servicios y contenidos, asegurando el pleno 
respeto los derechos de las personas en el entorno digital;

Que mediante Decreto Legislativo N° 604, se aprueba 
la Ley de Organización y Funciones del Instituto Nacional 
de Estadística e Informática - INEI, que crea el Sistema 

Nacional de Informática el cual tiene como objetivos 
normar las actividades de informática; coordinar, integrar 
y racionalizar las actividades de informática; y promover la 
capacitación, investigación y desarrollo de las actividades 
de informática;

Que, conforme lo establecido en el artículo 47 del 
Reglamento de Organización y Funciones de la Presidencia 
del Consejo de Ministros, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 022-2017-PCM, la Secretaría de Gobierno 
Digital - SEGDI es el órgano de línea, con autoridad 
técnico normativa a nivel nacional, responsable de formular 
y proponer políticas nacionales y sectoriales, planes 
nacionales, normas, lineamientos y estrategias en materia 
de informática y de Gobierno Electrónico. Asimismo, es el 
órgano rector del Sistema Nacional de Informática; 

Que, dentro de este contexto, es necesario adecuar 
la gobernanza y gestión del gobierno digital en el Estado 
Peruano y mejorar la articulación en los tres niveles de 
gobierno, para lo cual resulta indispensable establecer 
el marco normativo que regule y habilite a las entidades 
del Estado integrar de manera intensiva las tecnologías 
digitales para la prestación de servicios digitales 
en condiciones seguras, confi ables, transparentes, 
interoperables en un entorno de gobierno digital;

De conformidad con lo establecido en el literal d) del 
numeral 5 del artículo 2 de la Ley N° 30823 y el artículo 
104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE APRUEBA LA LEY DE 
GOBIERNO DIGITAL

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto 
La presente Ley tiene por objeto establecer el marco 

de gobernanza del gobierno digital para la adecuada 
gestión de la identidad digital, servicios digitales, 
arquitectura digital, interoperabilidad, seguridad digital 
y datos, así como el régimen jurídico aplicable al uso 
transversal de tecnologías digitales en la digitalización 
de procesos y prestación de servicios digitales por parte 
de las entidades de la Administración Pública en los tres 
niveles de gobierno.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación

2.1. La presente Ley es de aplicación a toda entidad 
que forma parte de la Administración Pública a que se 
refi ere el artículo I del Título Preliminar del Texto Único 
Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General. Sus regulaciones también 
alcanzan a las personas jurídicas o naturales que, por 
mandato legal, encargo o relación contractual ejercen 
potestades administrativas, y por tanto su accionar se 
encuentra sujeto a normas de derecho público, en los 
términos dispuestos por la Presidencia del Consejo de 
Ministros.

2.2. En el caso de las empresas que conforman la 
actividad empresarial del Estado, su aplicación se da en 
todo aquello que le resulte aplicable.

Artículo 3.- Defi niciones
Para efectos de la presente Ley, se adoptan las 

siguientes defi niciones:

1. Tecnologías Digitales.- Se refi eren a las 
Tecnologías de la Información y la Comunicación - TIC, 
incluidos Internet, las tecnologías y dispositivos móviles, 
así como la analítica de datos utilizados para mejorar 
la generación, recopilación, intercambio, agregación, 
combinación, análisis, acceso, búsqueda y presentación 
de contenido digital, incluido el desarrollo de servicios y 
aplicaciones aplicables a la materia de gobierno digital.

2. Entorno Digital.- Es el dominio o ámbito 
habilitado por las tecnologías y dispositivos digitales, 
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generalmente interconectados a través de redes de datos 
o comunicación, incluyendo el Internet, que soportan los 
procesos, servicios, infraestructuras y la interacción entre 
personas.

3. Servicio Digital.- Es aquel provisto de forma total 
o parcial a través de Internet u otra red equivalente, que 
se caracteriza por ser automático, no presencial y utilizar 
de manera intensiva las tecnologías digitales, para la 
producción y acceso a datos y contenidos que generen 
valor público para los ciudadanos y personas en general.

4. Canal Digital.- Es el medio de contacto digital que 
disponen las entidades de la Administración Pública a los 
ciudadanos y personas en general para facilitar el acceso 
a toda la información institucional y de trámites, realizar 
y hacer seguimiento a servicios digitales, entre otros. 
Este canal puede comprender páginas y sitios web, redes 
sociales, mensajería electrónica, aplicaciones móviles u 
otros.

5. Ciudadano Digital.- Es aquel que hace uso de las 
tecnologías digitales y ejerce sus deberes y derechos en 
un entorno digital seguro.

6. Gobernanza Digital.- Es el conjunto de procesos, 
estructuras, herramientas y normas que nos permiten 
dirigir, evaluar y supervisar el uso y adopción de las 
tecnologías digitales en la organización.

7. Arquitectura Digital.- Es el conjunto de 
componentes, lineamientos y estándares, que desde una 
perspectiva integral de la organización permiten alinear los 
sistemas de información, datos, seguridad e infraestructura 
tecnológica con la misión y objetivos estratégicos de la 
entidad, de tal manera que se promuevan la colaboración, 
interoperabilidad, escalabilidad, seguridad y el uso 
optimizado de las tecnologías digitales en un entorno de 
gobierno digital.

Artículo 4.- Finalidad
La presente Ley tiene por fi nalidad:

4.1 Mejorar la prestación y acceso de servicios 
digitales en condiciones interoperables, seguras, 
disponibles, escalables, ágiles, accesibles, y que faciliten 
la transparencia para el ciudadano y personas en general.

4.2 Promover la colaboración entre las entidades de 
la Administración Pública, así como la participación de 
ciudadanos y otros interesados para el desarrollo del 
gobierno digital y sociedad del conocimiento.

Artículo 5.- Principios rectores 
Las disposiciones contenidas en la presente Ley, así 

como su aplicación se rigen por los siguientes principios 
rectores:

5.1 Especialidad.- La presente norma es aplicable 
a los servicios digitales prestados por las entidades de la 
Administración Pública en un entorno de gobierno digital, sin 
perjuicio de lo regulado para los procedimientos administrativos 
u otros que se rigen por su propia normatividad.

5.2 Equivalencia Funcional.- El ejercicio de la 
identidad digital para el uso y prestación de servicios 
digitales confi ere y reconoce a las personas las mismas 
garantías que otorgan los modos tradicionales de 
relacionarse entre privados y/o en la relación con las 
entidades de la Administración Pública.

5.3 Privacidad desde el Diseño.- En el diseño y 
confi guración de los servicios digitales se adoptan las 
medidas preventivas de tipo tecnológico, organizacional, 
humano y procedimental.

5.4 Igualdad de Responsabilidades.- Las entidades 
de la Administración Pública responden por los actos 
realizados a través de canales digitales de la misma 
manera y con iguales responsabilidades que por los 
realizados a través de medios presenciales. 

5.5 Usabilidad.- En el diseño y confi guración de los 
servicios digitales se propenderá a que su uso resulte de 
fácil manejo para los ciudadanos y personas en general.

5.6 Cooperación Digital.- Prima el intercambio de 
datos e información, la interoperabilidad de los sistemas 
y soluciones para la prestación conjunta de servicios 
digitales.

5.7 Digital desde el Diseño.- Los servicios, de 
manera preferente, progresiva y cuando corresponda, se 

diseñan y modelan para que sean digitales de principio 
a fi n.

5.8 Proporcionalidad.- Los requerimientos de 
seguridad y autenticación de los servicios digitales 
prestados por las entidades de la Administración Pública 
deben ser proporcionales al nivel de riesgo asumido en la 
prestación del mismo. 

5.9 Datos Abiertos por Defecto.- Los datos se 
encuentran abiertos y disponibles de manera inmediata, 
sin comprometer el derecho a la protección de los datos 
personales de los ciudadanos. Ante la duda corresponde 
a la Autoridad de Transparencia defi nirlo.

5.10 Nivel de protección adecuado para los datos 
personales.- El tratamiento de los datos personales 
debe realizarse conforme a lo establecido en la Ley de 
Protección de Datos Personales y su Reglamento.

TÍTULO II

GOBIERNO DIGITAL

CAPÍTULO I

GOBIERNO DIGITAL

Artículo 6.- Gobierno Digital

6.1. El gobierno digital es el uso estratégico de las 
tecnologías digitales y datos en la Administración Pública 
para la creación de valor público. Se sustenta en un 
ecosistema compuesto por actores del sector público, 
ciudadanos y otros interesados, quienes apoyan en la 
implementación de iniciativas y acciones de diseño, 
creación de servicios digitales y contenidos, asegurando 
el pleno respeto de los derechos de los ciudadanos y 
personas en general en el entorno digital.

6.2. Comprende el conjunto de principios, políticas, 
normas, procedimientos, técnicas e instrumentos utilizados 
por las entidades de la Administración Pública en la 
gobernanza, gestión e implementación de tecnologías 
digitales para la digitalización de procesos, datos, contenidos 
y servicios digitales de valor para los ciudadanos.

Artículo 7.- Objetivos del Gobierno Digital
Los objetivos del gobierno digital son:

7.1 Normar las actividades de gobernanza, gestión 
e implementación en materia de tecnologías digitales, 
identidad digital, servicios digitales, arquitectura digital, 
interoperabilidad, seguridad digital y datos.

7.2 Coordinar, integrar y promover la colaboración 
entre las entidades de la Administración Pública.

7.3 Promover la investigación y desarrollo en la 
implementación de tecnologías digitales, identidad digital, 
servicios digitales, interoperabilidad, seguridad digital y datos.

7.4 Promover y orientar la formación y capacitación 
en materia de gobierno digital y tecnologías digitales en 
todos los niveles de gobierno.

Artículo 8.- Ente Rector en materia de Gobierno 
Digital

La Presidencia del Consejo de Ministros, a través de 
la Secretaría de Gobierno Digital, es el ente rector en 
materia de gobierno digital que comprende tecnologías 
digitales, identidad digital, interoperabilidad, servicio 
digital, datos, seguridad digital y arquitectura digital. Dicta 
las normas y establece los procedimientos en materia 
de gobierno digital y, es responsable de su operación y 
correcto funcionamiento.

Artículo 9.- Funciones del ente rector en materia 
de gobierno digital 

La Presidencia del Consejo de Ministros, a través de 
la Secretaría de Gobierno Digital, en su calidad de ente 
rector tiene las siguientes atribuciones:

9.1 Programar, dirigir, coordinar, supervisar y evaluar 
la aplicación de la materia de gobierno digital.

9.2 Elaborar y proponer normas reglamentarias y 
complementarias que regulan la materia de gobierno 
digital.
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9.3 Elaborar lineamientos, procedimientos, 
metodologías, modelos, directivas u otros estándares de 
obligatorio cumplimiento para la implementación de las 
materias de gobierno digital.

9.4 Emitir opinión vinculante sobre el alcance, 
interpretación e integración de normas que regulan la 
materia de gobierno digital.

9.5 Emitir opinión previa a fi n de validar técnicamente 
proyectos de tecnologías digitales de carácter transversal 
en materia de interoperabilidad, seguridad digital, 
identidad digital, datos, arquitectura digital o aquellos 
destinados a mejorar la prestación de servicios digitales.

9.6 Brindar apoyo técnico a las entidades públicas en 
la gestión e implementación de tecnologías digitales.

9.7 Defi nir los alcances del marco normativo en 
materia de gobierno digital.

9.8 Supervisar y fi scalizar, cuando corresponda, el 
cumplimiento del marco normativo en materia de gobierno 
digital.

9.9 Promover mecanismos que aseguren la identidad 
digital como pilar fundamental para la inclusión digital y la 
ciudadanía digital.

9.10 Promover y gestionar la implementación de 
proyectos de implementación de tecnologías digitales 
u otros mecanismos destinados a mejorar la prestación 
de servicios digitales, en coordinación con las entidades 
públicas, según corresponda.

9.11 Promover la digitalización de los procesos y 
servicios a partir del uso e implementación de tecnologías 
digitales.

9.12 Realizar acciones de coordinación y articulación 
con representantes de la administración pública, 
ciudadanos u otros interesados con la fi nalidad de 
optimizar el uso de tecnologías digitales para el desarrollo 
del gobierno digital y tecnologías digitales. 

CAPÍTULO II

IDENTIDAD DIGITAL

Artículo 10.- De la Identidad Digital

10.1 La identidad digital es aquel conjunto de atributos 
que individualiza y permite identifi car a una persona en 
entornos digitales. 

10.2 Los atributos de la identidad digital son otorgados 
por distintas entidades de la Administración Pública que, 
en su conjunto, caracterizan al individuo.

Artículo 11.- Marco de Identidad Digital del Estado 
Peruano

El Marco de Identidad Digital del Estado Peruano está 
constituido por lineamientos, especifi caciones, guías, 
directivas, estándares e infraestructura de tecnologías 
digitales, que permiten de manera efectiva la identifi cación 
y autenticación de los ciudadanos y personas en general 
cuando acceden a los servicios digitales. 

Artículo 12.- Credencial de Identidad Digital 
Es la representación de una identidad digital que 

comprende los atributos inherentes a la persona defi nidos 
en el Marco de Identidad Digital del Estado Peruano, a fi n 
de facilitar la autenticación digital.

Artículo 13.- Identifi cación Digital
La identifi cación digital es el procedimiento de 

reconocimiento de una persona como distinta de otras, 
en el entorno digital. Las entidades de la Administración 
Pública deben establecer los procedimientos para 
identifi car a las personas que accedan a los servicios 
digitales.

Artículo 14.- Autenticación Digital 
La autenticación digital es el procedimiento de 

verifi cación de la identidad digital de una persona, 
mediante el cual se puede afi rmar que es quien dice ser. 

Para el acceso a un servicio digital las entidades de 
la Administración Pública deben adoptar los mecanismos 
o procedimientos de autenticación digital, considerando 
los niveles de seguridad a establecerse en la norma 
reglamentaria. 

Artículo 15.- Inclusión digital
La inclusión digital es el acceso y uso de los servicios 

digitales por parte de los ciudadanos a través de su 
identidad digital, promoviendo la ciudadanía digital. 
Para tal fi n las entidades de la Administración Pública 
adoptan las disposiciones que emite el ente rector para la 
prestación de dichos servicios.

Artículo 16.- Documento Nacional de Identidad 
electrónico (DNIe)

El Documento Nacional de Identidad Electrónico 
(DNIe) es una credencial de identidad digital, emitida 
por el Registro Nacional de Identifi cación y Estado Civil - 
RENIEC, que acredita presencial y no presencialmente la 
identidad de las personas.

Artículo 17.- Uso del Documento Nacional de 
Identidad electrónico

Los funcionarios y servidores públicos al servicio de 
las entidades de la Administración Pública pueden hacer 
uso del Documento Nacional de Identidad Electrónico 
(DNIe) para el ejercicio de sus funciones en los actos 
de administración, actos administrativos, procedimientos 
administrativos y servicios digitales.

El DNIe sólo otorga garantía sobre la identifi cación de 
la persona natural, mas no en el cargo, rol, atribuciones o 
facultades que ostenta un funcionario o servidor de una 
entidad de la Administración Pública; dicho funcionario 
o servidor público es el responsable de gestionar en 
su entidad las autorizaciones de acceso y asignación 
de roles, atribuciones o facultades para hacer uso del 
indicado DNIe en los sistemas de información que hagan 
uso del mismo.

CAPÍTULO III

PRESTACIÓN DE SERVICIOS DIGITALES

Artículo 18.- Garantías para la prestación de 
servicios digitales 

Las entidades de la Administración Pública, de manera 
progresiva y cuando corresponda, deben garantizar a las 
personas el establecimiento y la prestación de los servicios 
digitales, comprendidos en el ámbito de aplicación de la 
presente Ley, debiendo para tal efecto:

18.1 Reconocer y aceptar el uso de la identidad digital 
de todas las personas según lo regulado en la presente 
Ley.

18.2 Garantizar la disponibilidad, integridad y 
confi dencialidad de la información de los servicios 
digitales con la aplicación de los controles de seguridad 
que correspondan en la prestación de dichos servicios 
conforme a las disposiciones contenidas en la presente 
Ley y en la normatividad vigente sobre la materia.

18.3 Capacitar en temas en materia de fi rmas 
electrónicas, fi rmas y certifi cados digitales, protección de 
datos personales, interoperabilidad, arquitectura digital, 
seguridad digital, datos abiertos y gobierno digital.

18.4 Facilitar el acceso a la información requerida por 
otra entidad de la Administración Pública, sobre los datos 
de las personas que obren en su poder y se encuentren 
en soporte electrónico, únicamente para el ejercicio 
de sus funciones en el ámbito de sus competencias. 
Queda excluida del intercambio la información que pueda 
afectar la seguridad nacional o aquella relacionada con la 
legislación sobre Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, o la que expresamente sea excluida por Ley.

18.5 Implementar servicios digitales haciendo un 
análisis de la arquitectura digital y rediseño funcional.

18.6 Considerar la implementación de pagos a través 
de canales digitales. 

18.7 Facilitar a las personas información detallada, 
concisa y entendible sobre las condiciones de tratamiento 
de sus datos personales.

18.8 Garantizar la conservación de las comunicaciones 
y documentos generados a través de canales digitales en 
las mismas o mejores condiciones que aquellas utilizadas 
por los medios tradicionales.

18.9 Garantizar que en el diseño y confi guración de 
los servicios digitales se adoptan las medidas técnicas, 
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organizativas y legales para la debida protección de datos 
personales y la confi dencialidad de las comunicaciones.

Artículo 19.- Conservación de los documentos 
electrónicos fi rmados digitalmente

Para conservar documentos electrónicos y garantizar 
la perdurabilidad en el tiempo de la fi rma digital 
incorporada en aquellos se emplean sellos de tiempo y 
mecanismos basados en estándares internacionalmente 
aceptados que permitan verifi car el estado del certifi cado 
digital asociado.

Cuando dicho tipo de documentos electrónicos, y sus 
respectivos formatos que aseguran la característica de 
perdurabilidad de la fi rma digital, deban ser conservados 
de modo permanente, éstos se archivarán observando 
las disposiciones legales sobre la materia.

Artículo 20.- Sede Digital
La sede digital es un tipo de canal digital, a través 

del cual pueden acceder los ciudadanos y personas 
en general a un catálogo de servicios digitales, realizar 
trámites, hacer seguimiento de los mismos, recepcionar 
y enviar documentos electrónicos, y cuya titularidad, 
gestión y administración corresponde a cada entidad de 
la Administración Pública en los tres niveles de gobierno.

Artículo 21.- Registro Digital
Las sedes digitales de las entidades de la 

Administración Pública cuentan con un registro 
digital para recibir documentos, solicitudes, escritos y 
comunicaciones electrónicas dirigidas a dicha entidad. 

Artículo 22.- Domicilio Digital
Es uno de los atributos de la identidad digital que se 

constituye en el domicilio habitual de un ciudadano en el 
entorno digital, el cual es utilizado por las entidades de 
la Administración Pública para efectuar comunicaciones 
o notifi caciones.

CAPÍTULO IV

GOBERNANZA DE DATOS

Artículo 23.- Datos

23.1 Los datos son la representación dimensionada 
y descifrable de hechos, información o concepto, 
expresada en cualquier forma apropiada para su 
procesamiento, almacenamiento, comunicación e 
interpretación.

23.2 Las entidades de la Administración Pública 
administran sus datos como un activo estratégico, 
garantizando que estos se recopilen, procesen, 
publiquen, almacenen y pongan a disposición durante 
el tiempo que sea necesario y cuando sea apropiado, 
considerando las necesidades de información, riesgos y 
la normatividad vigente en materia de gobierno digital, 
seguridad digital, transparencia, protección de datos 
personales y cualquier otra vinculante.

Artículo 24.- Infraestructura Nacional de Datos 
La Infraestructura Nacional de Datos se defi ne como 

el conjunto articulado de políticas, normas, medidas, 
procesos, tecnologías digitales, repositorios y bases de 
datos destinadas a promover la adecuada recopilación, 
procesamiento, publicación, almacenamiento y puesta a 
disposición de los datos que gestionan las entidades de 
la Administración Pública.

Artículo 25.- Marco de Gobernanza y Gestión de 
Datos del Estado Peruano

El Marco de Gobernanza y Gestión de Datos del 
Estado Peruano está constituido por instrumentos 
técnicos y normativos que establecen los requisitos 
mínimos que las entidades de la Administración 
Pública deben implementar conforme a su contexto 
legal, tecnológico y estratégico para asegurar un nivel 
básico y aceptable para la recopilación, procesamiento, 
publicación, almacenamiento y apertura de los datos que 
administre.

CAPÍTULO V

INTEROPERABILIDAD 

Artículo 26.- Interoperabilidad 
La Interoperabilidad es la capacidad de interactuar 

que tienen las organizaciones diversas y dispares para 
alcanzar objetivos que hayan acordado conjuntamente, 
recurriendo a la puesta en común de información y 
conocimientos, a través de los procesos y el intercambio 
de datos entre sus respectivos sistemas de información.

Artículo 27.- Marco de Interoperabilidad del Estado 
Peruano

El Marco de Interoperabilidad del Estado Peruano está 
constituido por políticas, lineamientos, especifi caciones, 
estándares e infraestructura de tecnologías digitales, 
que permiten de manera efectiva la colaboración entre 
entidades de la Administración Pública para el intercambio 
de información y conocimiento, para el ejercicio de 
sus funciones en el ámbito de sus competencias, en la 
prestación de servicios digitales inter-administrativos 
de valor para el ciudadano provisto a través de canales 
digitales.

Artículo 28.- Gestión del Marco de Interoperabilidad 
del Estado Peruano

El Marco de Interoperabilidad del Estado Peruano se 
gestiona a través de los siguientes niveles:

28.1. Interoperabilidad a nivel organizacional: 
Se ocupa del alineamiento de objetivos, procesos, 
responsabilidades y relaciones entre las entidades de 
la Administración Pública para intercambiar datos e 
información para el ejercicio de sus funciones en el ámbito 
de sus competencias.

28.2 Interoperabilidad a nivel semántico: Se ocupa 
del uso de los datos y la información de una entidad 
garantizando que el formato y signifi cado preciso de 
dichos datos e información a ser intercambiada pueda 
ser entendido por cualquier aplicación de otra entidad 
de la Administración Pública. Dichas entidades deben 
adoptar los estándares defi nidos por el ente rector para el 
intercambio de datos e información. 

28.3. Interoperabilidad a nivel técnico: Se ocupa 
de los aspectos técnicos relacionados con las interfaces, 
la interconexión, integración, intercambio y presentación 
de datos e información, así como defi nir los protocolos 
de comunicación y seguridad. Es ejecutado por personal 
de las Ofi cinas de Informática o las que hagan sus veces 
de las entidades de la Administración Pública, de acuerdo 
con los estándares defi nidos por el ente rector.

28.4. Interoperabilidad a nivel legal: Se ocupa de 
la adecuada observancia de la legislación y lineamientos 
técnicos con la fi nalidad de facilitar el intercambio de 
datos e información entre las diferentes entidades de la 
Administración Pública, así como el cumplimiento de los 
temas concernientes con el tratamiento de la información 
que se intercambia. 

Artículo 29.- Reutilización de Software 
Las entidades de la Administración Pública titulares 

de Software Público Peruano, desarrollado mediante la 
contratación de terceros o por personal de la entidad para 
soportar sus procesos o servicios, adoptan las medidas 
necesarias a fi n de obtener la titularidad exclusiva sobre 
los derechos patrimoniales del referido Software Público 
Peruano.

Todas las entidades de la Administración Pública 
deben compartir Software Público Peruano bajo licencias 
libres o abiertas que permitan (i) usarlo o ejecutarlo, (ii) 
copiarlo o reproducirlo, (iii) acceder al código fuente, 
código objeto, documentación técnica y manuales de uso, 
(iv) modifi carlo o transformarlo en forma colaborativa, y (v) 
distribuirlo, en benefi cio del Estado Peruano.

CAPÍTULO VI

SEGURIDAD DIGITAL

Artículo 30.- De la Seguridad Digital 
La seguridad digital es el estado de confi anza en el 

entorno digital que resulta de la gestión y aplicación de 
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un conjunto de medidas proactivas y reactivas frente a 
los riesgos que afectan la seguridad de las personas, la 
prosperidad económica y social, la seguridad nacional y 
los objetivos nacionales en dicho entorno. Se sustenta 
en la articulación con actores del sector público, sector 
privado y otros quienes apoyan en la implementación de 
controles, acciones y medidas.

Artículo 31.- Marco de Seguridad Digital del Estado 
Peruano

El Marco de Seguridad Digital del Estado Peruano se 
constituye en el conjunto de principios, modelos, políticas, 
normas, procesos, roles, tecnología y estándares 
mínimos que permitan preservar la confi dencialidad, 
integridad, disponibilidad de la información en el entorno 
digital administrado por las entidades de la Administración 
Pública.

Artículo 32.- Gestión del Marco de Seguridad 
Digital del Estado Peruano

El Marco de Seguridad Digital del Estado Peruano 
tiene los siguientes ámbitos:

a. Defensa: El Ministerio de Defensa (MINDEF) en el 
marco de sus funciones y competencias dirige, supervisa 
y evalúa las normas en materia de ciberdefensa.

b. Inteligencia: La Dirección Nacional de Inteligencia 
(DINI) como autoridad técnica normativa en el marco de 
sus funciones emite, supervisa y evalúa las normas en 
materia de inteligencia, contrainteligencia y seguridad 
digital en el ámbito de esta competencia.

c. Justicia: El Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos (MINJUS), el Ministerio del Interior (MININTER), 
la Policía Nacional del Perú (PNP), el Ministerio Público 
y el Poder Judicial (PJ) en el marco de sus funciones y 
competencias dirigen, supervisan y evalúan las normas 
en materia de ciberdelincuencia.

d. Institucional: Las entidades de la Administración 
Pública deben establecer, mantener y documentar un 
Sistema de Gestión de la Seguridad de la Información 
(SGSI).

Artículo 33.- Articulación de la Seguridad Digital 
con la Seguridad de la Información

El Marco de Seguridad Digital del Estado Peruano 
se articula y sustenta en las normas, procesos, 
roles, responsabilidades y mecanismos regulados e 
implementados a nivel nacional en materia de Seguridad 
de la Información.

La Seguridad de la Información se enfoca en la 
información, de manera independiente de su formato y 
soporte. La seguridad digital se ocupa de las medidas 
de la seguridad de la información procesada, transmitida, 
almacenada o contenida en el entorno digital, procurando 
generar confi anza, gestionando los riesgos que afecten la 
seguridad de las personas y la prosperidad económica y 
social en dicho entorno.

Artículo 34.- Financiamiento
La implementación de lo establecido en el presente 

Decreto Legislativo se fi nancia con cargo al presupuesto 
institucional de las entidades involucradas, sin demandar 
recursos adicionales al Tesoro Público.

Artículo 35.- Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Reglamentación
La Presidencia del Consejo de Ministros, mediante 

Decreto Supremo, aprueba el Reglamento del presente 
Decreto Legislativo en un plazo máximo de ciento ochenta 
(180) días, contados a partir del día siguiente de su 
publicación en el Diario Ofi cial El Peruano.

Segunda.- Normas sobre Identidad Digital Nacional
El Registro Nacional de Identifi cación y Estado Civil 

(RENIEC) en el ámbito de sus funciones y competencias 
emitirá las normas que resulten pertinentes para el 
otorgamiento, registro y acreditación de la identidad 
digital nacional. La Identidad Digital Nacional proporciona 
el mismo valor legal que el Documento Nacional de 
Identidad. 

Tercera.- Fortalecimiento de capacidades
La Autoridad Nacional del Servicio Civil (SERVIR) 

en el ámbito de sus funciones y competencias, en 
coordinación con la Secretaría de Gobierno Digital, 
promueve el fortalecimiento de capacidades en 
materia de gobierno digital y tecnologías digitales a 
los funcionarios y servidores de las entidades de la 
Administración Pública.

Cuarta.- Registro de Centros de Acceso Público
Las entidades de la Administración Pública que 

implementan progresivamente, en función a sus 
recursos y capacidades, espacios o centros de acceso 
público, previstos en la Ley de Promoción de Banda 
Ancha y Construcción de la Red Dorsal Nacional de 
Fibra Óptica, con miras a fortalecer capacidades y 
facilitar el proceso de inclusión digital de los ciudadanos 
y personas en general el acceso a los servicios digitales 
deben comunicarlo a la Secretaría de Gobierno Digital 
para el registro respectivo.

Entiéndase que toda referencia a los Centros de 
Acceso Ciudadano previstos en el Reglamento de la Ley 
de Firmas y Certifi cados Digitales se entenderá hecha al 
Centro de Acceso Público previsto en la presente norma.

Quinta.- Vigencia
El presente Decreto Legislativo entra en vigencia a 

partir del día siguiente de su publicación, con excepción 
de lo previsto en los artículos 11, 12, 14, 15, 19, 20, 
21, 22, 25, 27, 31 y numerales 18.1, 18.5, 18.6 y 18.8 
del artículo 18, que entrarán en vigor con la norma 
reglamentaria correspondiente. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Primera.- Credencial de Identidad Digital
Las entidades de la Administración Pública pueden 

hacer uso de los mecanismos existentes para la 
autenticación de las personas en entornos digitales 
dentro de un contexto determinado, conforme a los 
lineamientos, progresividad y plazos a establecerse en 
el reglamento del presente Decreto Legislativo.

Segunda.- Servicios Digitales
Las entidades de la Administración Pública que a 

la fecha de entrada en vigencia del presente Decreto 
Legislativo hayan implementado y brinden servicios 
digitales adoptan y adecuan las disposiciones de los 
mismos de manera progresiva conforme a sus recursos, 
capacidades, lineamientos y plazos a establecerse en 
el reglamento de la presente Ley, sin perjuicio de lo 
establecido en el numeral 5.1 del artículo 5 del presente 
Decreto Legislativo.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1691026-1
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DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1413

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante la Ley Nº 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, por el plazo de 
sesenta (60) días calendario, en los términos a que hace 
referencia el artículo 104 de la Constitución Política del 
Perú y el artículo 90 del Reglamento del Congreso de la 
República;

Que, el literal h) del inciso 2) del artículo 2 de la citada 
Ley N° 30823, establece que el Poder Ejecutivo está 
facultado para legislar en materia de gestión económica y 
competitividad a fi n de, entre otros, optimizar la regulación 
del transporte en todas sus modalidades facilitando el 
cabotaje nacional e internacional de carga y pasajeros 
mediante la aprobación de una norma que regule 
íntegramente el fomento del cabotaje;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas en el literal h) del inciso 2) del 
artículo 2 de la Ley N° 30823; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO PARA 
PROMOVER Y FACILITAR EL 

TRANSPORTE MARITIMO EN TRÁFICO DE 
CABOTAJE DE PASAJEROS Y DE CARGA 

Artículo 1. Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

promover y facilitar el transporte marítimo en tráfi co de 
cabotaje a fi n de generar una alternativa competitiva de 
transporte de pasajeros y carga en la costa peruana.

Artículo 2. Ámbito de aplicación 

2.1. El presente Decreto Legislativo se aplica a todas 
las personas naturales o jurídicas, de derecho público 
o privado y entidades de la Administración Pública 
vinculadas al transporte marítimo de pasajeros y de carga 
en la costa peruana.

2.2. Se excluye de los efectos de este Decreto 
Legislativo al transporte marítimo de líquidos a granel, 
distintos al gas natural licuefactado. 

Artículo 3. Declaración de necesidad e interés 
público 

3.1. Declárese de necesidad e interés público el 
transporte marítimo regular de pasajeros y carga general, 
así como el transporte de gas natural licuefactado 
en naves metaneras en la costa marítima peruana y 
autorícese al Ministerio de Transportes y Comunicaciones 
y al Ministerio de Energía y Minas, a promover dichos 
transportes en el ámbito de sus competencias.

3.2. Declárese de necesidad e interés público el uso de 
Unidades Flotantes de Almacenamiento (UFA) y Unidades 
Flotantes de Almacenamiento y Regasifi cación (UFAR) 
en puertos marítimos nacionales, para la recepción y 
regasifi cación de GNL y posterior entrega de Gas Natural 
a los usuarios. 

Artículo 4. Acceso al cabotaje marítimo de 
pasajeros y de carga

El tráfi co de cabotaje marítimo de pasajeros y de 
carga es realizado por persona natural o persona jurídica 
constituida en el Perú, con capital social de origen nacional 

o extranjero y que haya obtenido el correspondiente 
Permiso de Operación de la Dirección General de 
Transporte Acuático del Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones, exceptuándosele de lo dispuesto en 
el numeral 1 del artículo 4, en los numerales 7.1, 7.2 y 
7.3 del artículo 7, en el numeral 13.6 del artículo 13 y 
en la Segunda Disposición Transitoria y Final de la Ley                             
Nº 28583, Ley de Reactivación y Promoción de la Marina 
Mercante Nacional.

Artículo 5. Naves para el cabotaje marítimo y 
prestación del servicio

5.1. Para realizar el cabotaje marítimo las naves 
deben contar con la certifi cación de clase otorgada 
por una clasifi cadora, miembro de la Asociación 
Internacional de Sociedades de Clasifi cación (IACS), y 
contar con coberturas de protección e indemnización o 
responsabilidad civil. 

5.2. Asimismo, las naves y la prestación del servicio 
cumplen con las disposiciones de seguridad, protección y 
de conservación del medio ambiente acuático, de acuerdo 
a la normativa nacional y los convenios internacionales.

Artículo 6. Infraestructura portuaria
Los operadores de infraestructura portuaria de 

uso público podrán considerar un espacio para sus 
actividades logísticas complementarias para la carga 
de cabotaje, diferenciado de la carga internacional; así 
como las facilidades necesarias para el embarque y 
desembarque de pasajeros, cuando las condiciones 
económicas lo ameriten y/o se alcance el mutuo acuerdo 
con el concesionario, según corresponda, de acuerdo a 
la Ley N° 30809, Ley que modifi ca la Ley 28977, Ley de 
Facilitación del Comercio Exterior, y la Ley N° 30264, Ley 
que Establece Medidas para Promover el Crecimiento 
Económico, Decreto Legislativo N° 1224, Decreto 
Legislativo del Marco de Promoción de la Inversión Privada 
mediante Asociaciones Público Privadas y Proyectos en 
Activos, así como cualquier otra normativa de la materia.

 
Artículo 7. Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de 
Transportes y Comunicaciones y el Ministro de Energía 
y Minas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS
FINALES

PRIMERA. Reglamentación
El presente Decreto Legislativo es reglamentado 

mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministro de 
Transportes y Comunicaciones, el Ministro de Energía 
y Minas y el Ministro de Defensa, en un plazo máximo 
de ciento veinte (120) días calendario contados a partir 
del día siguiente de su publicación en el Diario Ofi cial El 
Peruano.

SEGUNDA. Vigencia
El presente Decreto Legislativo entra en vigencia a 

partir del día siguiente de la publicación de su Reglamento.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA
TRANSITORIA

ÚNICA. Excepción temporal para las empresas 
navieras nacionales y extranjeras 

Exceptúese a la persona natural o persona jurídica, 
con capital social de origen nacional o extranjero 
vinculada al transporte marítimo de pasajeros y de carga 
en la costa peruana, por un plazo de tres (3) años a 
partir de la vigencia del presente Decreto Legislativo, de 
la obligación de contar con el requisito de constitución 
en el país y de obtener el correspondiente permiso 
de operación de la Dirección General de Transporte 
Acuático del Ministerio de Transporte y Comunicaciones, 
con el propósito de generar una mayor oferta de naves 
para cubrir las necesidades del transporte marítimo por 
tráfi co de cabotaje, en benefi cio de los usuarios y la 
competitividad del país. 
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El Ministerio de Transportes y Comunicaciones debe 
evaluar la continuidad de esta disposición según los 
benefi cios que se registren luego de transcurrido el plazo 
de tres (3) años contados a partir de la vigencia de la 
presente norma. 

De corresponder, la ampliación del plazo es 
establecida mediante decreto supremo refrendado por el 
Ministro de Transportes y Comunicaciones.

POR TANTO: 

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

EDMER TRUJILLO MORI
Ministro de Transportes y Comunicaciones

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1691026-2

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1414

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que mediante Ley N° 30823, Ley que delega en el 
Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de gestión 
económica y competitividad, de integridad y lucha contra 
la corrupción, de prevención y protección de personas en 
situación de violencia y vulnerabilidad y de modernización 
de la gestión del Estado, el Congreso de la República ha 
delegado en el Poder Ejecutivo, por el término de sesenta 
(60) días calendario, la facultad de legislar para, entre 
otros, impulsar el desarrollo productivo y empresarial de 
las Micro, Pequeña y Mediana Empresas – MIPYME, 
estableciendo una nueva regulación, entre otras materias, 
del régimen de contrataciones, en el marco de lo previsto 
en el literal c) del numeral 2 del artículo 2 de la citada Ley; 

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal c) del 
numeral 2 del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el decreto legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE AUTORIZA AL 
MINISTERIO DE LA PRODUCCIÓN A CONFORMAR 

NÚCLEOS EJECUTORES DE COMPRAS 
PARA PROMOVER Y FACILITAR EL ACCESO DE 

LAS MICRO Y PEQUEÑAS EMPRESAS A LAS 
COMPRAS PÚBLICAS

Artículo 1.- Objeto
La norma tiene por objeto impulsar el desarrollo 

productivo y empresarial de las micro y pequeñas 
empresas (MYPE) mediante la conformación de núcleos 
ejecutores de compras que se desarrolla en el presente 
Decreto Legislativo, a través del cual se canalizarán los 
procesos de adquisición de los bienes manufacturados 
especializados detallados en el artículo 4, por parte de 
las entidades demandantes, garantizando en los referidos 
procesos los principios establecidos en la Ley N° 30225, 
Ley de Contrataciones del Estado.

Artículo 2.- Finalidad

2.1 La fi nalidad es promover la participación de 
las MYPE en las compras públicas, buscando generar 
condiciones que posibiliten el incremento sostenible de 
sus niveles de productividad, calidad, gestión comercial 
y formalización empresarial; y con ello su mejor acceso 
a los mercados y un escalonamiento productivo 
progresivo. 

2.2 El Reglamento del presente Decreto Legislativo 
defi ne las condiciones de transitabilidad, compromisos y 
demás condiciones de participación de las MYPE en el 
régimen que se establece en la presente norma. 

Artículo 3.- Núcleos ejecutores de compras

3.1 Los núcleos ejecutores de compras son entes 
colectivos constituidos que gozan de capacidad 
jurídica para contratar e intervenir en procedimientos 
administrativos y judiciales. Se sujetan al presente 
Decreto Legislativo, su Reglamento, demás disposiciones 
que emita el Ministerio de la Producción y supletoriamente 
a las normas que regulan las actividades del ámbito del 
derecho privado.

3.2 Los núcleos ejecutores están conformados por un 
Directorio, que adopta acuerdos de forma colegiada y por 
una Secretaría Ejecutiva que conduce la gestión técnica, 
operacional y administrativa. 

3.3 Los núcleos ejecutores de compras son 
permanentes y tienen a su cargo el proceso de adquisición 
de los bienes de los sectores que se indican en el 
numeral 4.1 del artículo 4, solicitados por las entidades 
demandantes y producidos por las MYPE. El proceso de 
adquisición debe cumplir con los principios que rigen las 
contrataciones establecidos en el artículo 2 de la Ley N° 
30225, Ley de Contrataciones del Estado, así como con 
las demás normas que regulen su actuación. 

3.4 Los núcleos ejecutores de compras no forman 
parte de la estructura orgánica del Ministerio de la 
Producción ni son entidades públicas. 

Artículo 4.- Bienes manufacturados especializados 
y entidades demandantes

4.1. Bienes manufacturados especializados
Son bienes manufacturados especializados a ser 

adquiridos a través de núcleos ejecutores de compras, 
aquellos que corresponden a las actividades económicas 
de la Cuarta Revisión de la Clasifi cación Industrial 
Internacional Uniforme - CIIU, aprobada por Resolución 
Jefatural N° 024-2010-INEI, en uno o más de los 
siguientes Sectores:

a) Sector Textil-confecciones: Actividades económicas 
de las Clases que conforman las Divisiones 13 y 14.

b) Sector Muebles, bienes de madera, bienes de 
materias primas no maderables y/o bienes de plástico: 
Actividades económicas de las Clases que conforman las 
Divisiones 16, 17, 22 y 31.

c) Sector Cuero y calzado: Actividades económicas de 
las Clases que conforman la División 15.

d) Sector Metalmecánica: Actividades económicas de 
las Clases que conforman las Divisiones 25, 28, 29 y 30.

Mediante Decreto Supremo con refrendo del Ministro 
de la Producción y del Ministro de Economía y Finanzas 
se actualizan o incluyen otros sectores o actividades 
similares a las contempladas en los literales precedentes. 

4.2. Entidades Demandantes

4.2.1 Pueden ser entidades demandantes aquellas 
entidades del Gobierno Nacional que cuenten con 
recursos programados o asignados en su presupuesto 
institucional, según corresponda, para la adquisición de 
los bienes a que se refi ere el numeral precedente. 

4.2.2 Los Gobiernos Regionales pueden ser entidades 
demandantes siempre que opten por comunicar al 
Ministerio de la Producción su requerimiento de bienes 
manufacturados especializados, de acuerdo a lo 
estipulado en el numeral 9.1. 
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4.2.3 Las entidades demandantes son autónomas 
en la determinación de las especifi caciones técnicas, 
cantidad, oportunidad de entrega y demás características 
de los bienes manufacturados especializados que serán 
objeto de adquisición.

Artículo 5.- Constitución y funcionamiento del 
núcleo ejecutor de compras

5.1. El Ministerio de la Producción, a través de sus 
órganos de línea, programas o proyectos, constituye un 
núcleo ejecutor de compras por cada uno de los sectores 
que se indican en el numeral 4.1 del artículo 4, cuyo 
Directorio está integrado por los siguientes miembros:

a) Un/una (1) representante del Ministerio de la 
Producción.; 

b) Un/una (1) representante del Instituto Nacional de 
Calidad (INACAL);

c) Dos (2) representantes de los gremios de MYPE 
vinculados con el sector productivo de los bienes materia 
de la adquisición; y,

d) Un/una (1) representante de la entidad demandante.

5.2 Los miembros indicados en los literales a), b) y c) del 
numeral 5.1 precedente participan en todos los procesos 
de adquisiciones a cargo del respectivo núcleo ejecutor de 
compras. El miembro indicado en el literal d) solo participa 
durante el proceso específi co de adquisición de los bienes 
manufacturados especializados requeridos por la entidad 
demandante a la que representa, integrándose al núcleo 
respectivo en la oportunidad que la entidad solicite al 
Ministerio de la Producción el inicio de la elaboración del 
expediente de adquisición defi nitivo acompañando a su 
solicitud la acreditación de la transferencia de recursos. 

5.3 Los representantes de los gremios de MYPE 
participan de las decisiones del núcleo ejecutor de 
compras con voz, pero sin voto.

5.4 El Reglamento defi ne el procedimiento y el plazo 
para la designación de los miembros del Directorio de cada 
núcleo ejecutor de compras, así como los mecanismos 
para la toma de acuerdos, su estructura orgánica, los 
mecanismos de control y supervisión y demás aspectos 
relevantes para su adecuado funcionamiento. 

Artículo 6.- Funciones de los Núcleos Ejecutores 
de Compras

6.1 Las funciones de los núcleos ejecutores de 
compras son las siguientes:

a) Realizar procesos de selección, contratación y 
adquisición de bienes manufacturados especializados por 
las MYPE, conforme a las especifi caciones previamente 
recogidas en el expediente de adquisición defi nitivo.

b) Realizar el acompañamiento técnico-productivo a 
las MYPE adjudicadas en los procesos de adquisición.

c) Liquidar los procesos de adquisición de dichos 
bienes y emitir el informe de cierre correspondiente.

d) Suscribir convenios y contratos distintos a los 
previstos en el literal a), que sean necesarios para el 
cumplimiento de sus fi nes. 

e) Realizar la distribución y/o eventual instalación de 
los bienes adquiridos, cuando sea requerida.

f) Otras funciones que se establezcan en el 
Reglamento.

6.2 Las funciones específi cas del Directorio y la 
Secretaría Ejecutiva de los núcleos ejecutores de compras 
son defi nidas en el Reglamento. 

Para el cumplimiento de las funciones señaladas 
en el presente artículo el Ministerio de la Producción 
asigna al núcleo ejecutor de compras personal técnico 
y administrativo, cuyo costo es fi nanciado con su 
presupuesto institucional sin demandar mayores recursos 
del Tesoro Público.

Artículo 7.- Obligaciones del Ministerio de la 
Producción

En el marco del presente Decreto Legislativo, el 
Ministerio de la Producción, a través de sus órganos 

de línea, programas o proyectos, tiene las siguientes 
obligaciones:

a) Identifi car y coordinar la demanda potencial de 
bienes manufacturados especializados requeridos por las 
diversas entidades demandantes.

b) Elaborar los expedientes de adquisición de los 
bienes demandados, sobre la base de las especifi caciones 
técnicas, estructura de costos y demás condiciones 
requeridas por la entidad demandante.

c) Conducir las actividades necesarias para la 
conformación y funcionamiento de los núcleos ejecutores 
de compras.

d) Supervisar los procesos de adquisición y ejecución 
contractual a cargo de los referidos núcleos, incluida la 
supervisión de la calidad de los productos que adquieren 
a las MYPE. 

e) Establecer el régimen de penalidades por 
incumplimiento contractual por parte de las MYPE, que 
los núcleos ejecutores de compras incorporan en sus 
procesos de adquisición. 

f) Transferir recursos a los núcleos ejecutores de 
compra y realizar el monitoreo de dichos recursos.

g) Publicar, en su Portal Institucional, información 
sobre el avance en la ejecución de los procesos de 
adquisición a cargo de los núcleos ejecutores de compras.

h) Publicar en el Sistema Electrónico de Contrataciones 
del Estado (SEACE) las contrataciones que se realicen. 

i) Supervisar a los núcleos ejecutores de compras 
y evaluar los impactos de la implementación de este 
modelo. 

j) Elaborar y publicar trimestralmente en su Portal 
Institucional (www.produce.gob.pe), un informe sobre las 
acciones realizadas con cargo a los recursos transferidos 
a favor de los núcleos ejecutores de compras, lo que 
incluye el avance en el cronograma de actividades. 
La copia de este informe es remitida al Ministerio de 
Economía y Finanzas.

k) Dar cuenta a la Contraloría General de la República 
sobre los convenios celebrados con los núcleos ejecutores 
de compras. 

l) Implementar otros mecanismos que garanticen la 
transparencia y la rendición de cuentas en la ejecución 
de los respectivos procesos de adquisición, distribución 
y liquidación.

Artículo 8.- Responsabilidades 

8.1 Todos los contratos que celebren los núcleos 
ejecutores de compras al amparo del presente Decreto 
Legislativo y sus normas de desarrollo, contienen una 
cláusula anticorrupción cuyo incumplimiento conlleva 
a la imposibilidad permanente de la MYPE y, de los 
administradores y personas naturales que sean socios de 
aquélla, para participar en los procesos a cargo de los 
núcleos ejecutores de compras.

8.2 La presentación de información falsa por parte de 
la MYPE en el procedimiento de selección de postores 
que lleva a cabo un núcleo ejecutor de compras, entre 
otras conductas que se establezcan en el Reglamento, 
ocasionan la imposibilidad temporal de la MYPE y, en su 
caso, de sus administradores y personas naturales que 
sean socios de aquélla, para participar en los procesos a 
cargo de los núcleos ejecutores de compras. La referida 
imposibilidad será por el tiempo que se determine 
reglamentariamente. 

8.3 Las limitaciones a la participación de las MYPE, 
sus administradores y de las personas naturales que 
sean socios de aquélla, se inscriben en el registro interno 
que para tales efectos implementa el Ministerio de la 
Producción.

8.4 Los miembros del Directorio y demás actores 
intervinientes en las compras a cargo del núcleo ejecutor 
de compras son responsables civil y penalmente, según 
corresponda, por la gestión de los recursos transferidos 
por el Ministerio de la Producción. 

Los miembros del Directorio y de la Secretaría 
Ejecutiva del núcleo ejecutor de compras que 
sean servidores públicos asumen responsabilidad 
administrativa, adicionalmente a las responsabilidades 
civil y penal señaladas en párrafo precedente.
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Artículo 9.- Evaluación de demandas de 
adquisición 

9.1 La evaluación de la demanda de adquisición de 
bienes manufacturados es realizada por el Ministerio de 
la Producción, para lo cual las entidades demandantes 
pondrán a su disposición la información sobre sus 
requerimientos. El Ministerio de la Producción identifi ca la 
oferta productiva de las MYPE para atender la demanda. 

9.2 Los procedimientos y plazos para el desarrollo 
de los actos preparatorios serán establecidos en el 
reglamento.

9.3 La gestión realizada en la fase de evaluación de 
la demanda concluye en cada caso, con la elaboración 
de un expediente de adquisición preliminar a cargo del 
Ministerio de la Producción, el cual las características y 
condiciones esenciales de los bienes y la validación por 
parte de la entidad demandante.

Artículo 10.- Inicio del proceso de compra a través 
de los núcleos ejecutores de compras

10.1 Sobre la base de las condiciones defi nidas en la 
fase de evaluación de demandas descrita en el artículo 9 
y realizada la transferencia de recursos por las entidades 
demandantes al Ministerio de la Producción para la 
adquisición de los respectivos bienes, este último elabora 
el expediente de adquisición defi nitiva y lo entrega al 
núcleo ejecutor de compra respectivo para que dé inicio al 
procedimiento especial de adquisición.

10.2 El reglamento desarrollará el procedimiento 
especial de adquisición que regirá los procesos de compra 
de bienes manufacturados especializados, en armonía 
con los principios contenidos en la Ley N° 30225, Ley de 
Contrataciones del Estado. 

Artículo 11.- Transferencias de recursos para 
las acciones a cargo de los núcleos ejecutores de 
compras 

11.1 Las entidades demandantes indicadas en el 
numeral 10.1, se encuentran autorizadas a efectuar las 
transferencias de recursos a favor del Ministerio de la 
Producción.

11.2 El proceso de transferencia de recursos se inicia 
a requerimiento del Ministerio de la Producción. 

11.3 Para el caso de las entidades del Gobierno 
Nacional dichas transferencias se realizan bajo la 
modalidad de modifi caciones presupuestarias en el nivel 
institucional, las que se aprueban mediante decreto 
supremo refrendado por el Ministro de Economía y 
Finanzas, el Ministro de la Producción y el Ministro del 
Sector correspondiente. 

11.4 Para el caso de los Gobiernos Regionales, las 
transferencias de recursos se efectúan a través de 
transferencias fi nancieras, las que se aprueban mediante 
acuerdo de Consejo Regional. El acuerdo del Consejo 
Regional se publica en el Diario Ofi cial El Peruano.

11.5 La transferencia de recursos señalada en 
el presente artículo debe considerar la demanda de 
unidades del bien manufacturado especializado requerido 
por el pliego habilitador, así como el total del presupuesto 
destinado en el año fi scal respectivo.

11.6 El Ministerio de la Producción transfi ere 
fi nancieramente los recursos a favor de los núcleos 
ejecutores de compras para las adquisiciones de los 
bienes requeridos por las entidades demandantes, 
así como para la gestión administrativa de los núcleos 
ejecutores de compras de corresponder. Las referidas 
transferencias fi nancieras se aprueban mediante 
resolución del titular del Ministerio de la Producción o del 
funcionario a quien dicho titular delegue, y se publican en 
el Diario Ofi cial El Peruano.

11.7 Para las transferencias de recursos a los núcleos 
ejecutores de compras, se requiere la suscripción de un 
convenio entre éstos y el Ministerio de la Producción, a 
través de sus órganos de línea, programas o proyectos, 
en el cual se establecen los términos y condiciones para 
la entrega de los citados recursos en una cuenta bancaria 
del Banco de la Nación, a ser abierta por el Ministerio de 
la Producción a nombre del núcleo ejecutor de compras, 

así como para las correspondientes rendiciones de 
cuentas, sin perjuicio de la posterior presentación del 
cronograma de actividades, que incluye el desarrollo del 
proceso de producción de los bienes requeridos por la 
entidad demandante.

Artículo 12.- Saldos no utilizados
El convenio a que se refi ere el numeral 11.7 del 

artículo 11 debe contener la obligación del núcleo ejecutor 
de compras de devolver los saldos no utilizados a 
consecuencia de la resolución o culminación del convenio, 
según sea el caso, conforme a los procedimientos 
establecidos por el Sistema Nacional de Tesorería.

Artículo 13.- Financiamiento 
La implementación del presente Decreto Legislativo 

se fi nancia con cargo al presupuesto institucional de 
las entidades involucradas, sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público.

Artículo 14.- Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros, el Ministro de la Producción y el 
Ministro de Economía y Finanzas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Publicación del Reglamento
El Reglamento se aprueba mediante decreto supremo 

refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, 
el Ministro de la Producción y el Ministro de Economía 
y Finanzas, y se publica en el plazo de hasta noventa 
(90) días hábiles contados a partir de la publicación del 
presente Decreto Legislativo.

Segunda.- Disposiciones aplicables a los Núcleos 
Ejecutores de Compras

El Ministerio de la Producción emite las disposiciones 
normativas a las que se refi ere el numeral 3.1 del artículo 3, 
a efectos de regular la actividad de los núcleos ejecutores 
de compras, dentro del plazo de sesenta (60) días hábiles 
contados a partir de la publicación del Reglamento.

Tercera.- Evaluación de impacto
El Ministerio de la Producción evalúa los resultados y/o 

impacto de la implementación de la medida aprobada en el 
presente Decreto Legislativo, los cuales serán publicados 
en cumplimiento de lo dispuesto en el literal j) del artículo 
7. Para tal efecto, establece la estrategia metodológica 
e instrumentos para el diseño e implementación de la 
referida evaluación, incluyendo el levantamiento de 
información de línea de base, y considerando el marco de 
generación de evidencias del presupuesto por resultados. 

Cuarta.- Contribución a la formalización laboral
Mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministro 

de la Producción y el Ministro de Trabajo y Promoción del 
Empleo, se determina gradualmente las condiciones que 
acrediten la contribución de las MYPE participantes en el 
régimen establecido en el presente Decreto Legislativo a 
la formalización laboral. 

Quinta.- Vigencia 
El presente Decreto Legislativo rige a partir de la fecha 

de entrada en vigencia de su Reglamento.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única.- Continuidad de los núcleos ejecutores de 
compras en ejecución, en el marco del Capítulo I del 
Decreto de Urgencia N° 058-2011

Los núcleos ejecutores de compras constituidos o por 
constituirse en el marco de lo dispuesto en el Capítulo I del 
Decreto de Urgencia N° 058-2011; continúan cumpliendo 
sus funciones de acuerdo con las disposiciones del citado 
Decreto de Urgencia y sus normas complementarias, 
hasta su liquidación y cierre. 

A partir de la conformación de los núcleos ejecutores 
de compras que se establecen en el presente Decreto 
Legislativo, no se conforman nuevos núcleos ejecutores 
de compras en el marco del Capítulo I del Decreto de 
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Urgencia N° 058-2011, sin perjuicio de que los procesos 
de compras iniciados al amparo de esta última disposición 
y que eventualmente requieran ejecutarse en más de 
un ejercicio anual, continúen desarrollándose hasta su 
culminación.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

RAÚL PÉREZ-REYES ESPEJO
Ministro de la Producción

1691026-3

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1415

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, “Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección 
de personas en situación de violencia y vulnerabilidad y 
de modernización de la gestión del Estado”, el Congreso 
de la República ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de integridad y lucha 
contra la corrupción, por el término de sesenta (60) días 
calendario;

Que, en ese sentido, el literal b) del inciso 3 del artículo 
2 del citado dispositivo legal autoriza al Poder Ejecutivo 
a “modifi car la legislación vigente sobre la gestión de 
intereses en el Estado, relacionada con los registros 
preventivos, las agendas ofi ciales de funcionarios y los 
registros de visitas”;

Que, la gestión de intereses es una actividad legítima 
que puede ser ejercida por cualquier persona natural o 
jurídica en ejercicio de sus derechos fundamentales, con 
la fi nalidad de exponer sus puntos de vista en el marco 
del proceso de defi nición de una decisión pública, a fi n 
de orientar dicha decisión en el sentido deseado por 
ellas;

Que, sin perjuicio de ser la gestión de intereses 
una actividad legítima, esta requiere ser regulada para 
asegurar la equidad y transparencia en una cultura de 
integridad, convirtiéndose en un instrumento de prevención 
orientado a asegurar la probidad en la administración 
pública conforme a las disposiciones contenidas en la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
y la Convención Interamericana contra la Corrupción de 
las cuales Perú es parte obligada;

Que, en esa línea, adquiere relevancia contar con 
registros de datos abiertos que permitan el fácil acceso y 
la búsqueda de información por parte de la ciudadanía, de 
modo que las actividades de visitas, gestión de intereses 
y agendas ofi ciales de los funcionarios y servidores 
públicos respondan a principios de máxima transparencia 
y publicidad, fundamentales para fortalecer una cultura de 
integridad pública;

De acuerdo con ello, en concordancia con la Política 
General de Gobierno, la Política y el Plan Nacional de 
Integridad y Lucha contra la Corrupción 2018-2021, el 
presente decreto legislativo busca fortalecer una cultura 
de integridad en aras de recuperar la confi anza ciudadana 
en la administración pública;

De conformidad con lo establecido en el literal b) del 
inciso 3 del artículo 2 de la Ley Nº 30823 y el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA
LEY Nº 28024, LEY QUE REGULA LA 

GESTIÓN DE INTERESES EN LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Artículo 1.- Objeto.
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

modifi car la Ley N° 28024, Ley que Regula la Gestión 
de Intereses en la Administración Pública, respecto 
a los registros preventivos, las agendas ofi ciales de 
funcionarios y los registros de visitas a fi n de facilitar su 
acceso, y mejorar el contenido y publicidad de los mismos.

Artículo 2.- Modifi cación de los artículos 5 y 16 de 
la Ley N° 28024, Ley que regula la Gestión de Intereses 
en la Administración Pública.

Modifícanse los artículos 5 y 16 de la Ley N° 28024, Ley 
que regula la Gestión de Intereses en la Administración 
Pública, en los siguientes términos: 

“Artículo 5.- De los funcionarios y servidores con 
capacidad de decisión  

5.1. Los funcionarios de la administración pública con 
capacidad de decisión pública en el ámbito de la presente 
Ley son los siguientes:

a) Presidente de la República;
b) Primer y Segundo Vicepresidentes de la República, 

cuando se encargan del Despacho Presidencial;
c) Congresistas de la República;
d) Ministros, viceministros, secretarios generales, 

directores nacionales y directores generales, prefectos y 
subprefectos, consejeros, asesores y demás funcionarios 
de rango equivalente;

e) Presidente y miembros del Consejo Ejecutivo del 
Poder Judicial, incluyendo su gerente general;

f) Gobernadores regionales y vicegobernadores 
cuando asumen el Gobierno Regional, así como los 
miembros de los Consejos Regionales y gerentes 
regionales;

g) Alcaldes, regidores y directores de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima y de municipalidades provinciales 
y distritales de toda la República;

h) Presidente y miembros de los directorios de las 
empresas comprendidas en la actividad empresarial del 
Estado, así como los gerentes generales de las mismas;

i) Los titulares de los pliegos presupuestarios de las 
entidades comprendidas en el artículo 1 de la presente 
Ley, así como cualquier funcionario o servidor público 
que preste servicios en un cargo de confi anza, cuando 
corresponda;

j) Los que determine cada organismo de la 
administración pública, por el Texto Único de 
Procedimientos Administrativos respectivo; y

k) En general los funcionarios con capacidad de 
decisión pública, de acuerdo a lo que establezca el 
reglamento de la presente Ley.

5.2. Corresponde a la más alta autoridad administrativa 
de cada entidad, con apoyo de las Ofi cinas de Recursos 
Humanos, identifi car a los funcionarios o servidores 
públicos a los que hacen referencia los literales d), j) y k) 
del presente artículo, dicha relación es pública.   

Asimismo, es responsable de mantener actualizada la 
información que se consigna en el registro de visitas al que 
se refi ere el artículo 16 de la presente Ley, garantizando 
su seguridad, publicidad y acceso en formato de datos 
abiertos, en sus respectivos portales web institucionales.

5.3. Las Ofi cinas de Integridad Institucional o quien 
haga sus veces, tienen la responsabilidad de velar por la 
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implementación, ejecución y el cumplimiento de la política 
referida a gestión de intereses.”

“Artículo 16.- Registro de Visitas en línea y 
Agendas Ofi ciales

16.1. Las entidades públicas previstas en el artículo 1 
de esta Ley cuentan con un Registro de Visitas en Línea 
en formato electrónico en el que se consigna información 
sobre el nombre de la(s) persona(s) que realiza(n) la 
visita, su identifi cación, persona natural o jurídica a la que 
pertenece o representa, funcionario o servidor público a 
quien visita, cargo que este ocupa dentro de la entidad, 
motivo de la reunión, y hora de ingreso y salida.

La información que brinde el visitante a la entidad 
pública para el Registro de Visitas tiene carácter de 
Declaración Jurada.

La información contenida en el Registro de Visitas y 
en la Agenda Ofi cial de cada funcionario público previsto 
en el artículo 5 de la presente Ley, deberá publicarse 
en el portal web de cada entidad y en la Plataforma de 
Integridad.pe (http://www.peru.gob.pe/integridad), y se 
actualiza diariamente.

Los funcionarios o servidores públicos, a que se 
refi ere el artículo 5 de la Ley, que detecten una acción 
de gestión de intereses por parte de una persona que 
no haya consignado dicho asunto en el Registro de 
Visitas, tienen el deber de registrar dicha omisión en 
el Registro.

16.2. Los funcionarios mencionados en el artículo 
5, cuando tengan comunicación con los gestores de 
intereses, deben dejar constancia del hecho y el detalle 
de este en el registro respectivo conforme se establezca 
en el reglamento de la presente Ley. Los funcionarios 
pueden contar con asistencia administrativa para cumplir 
con el registro, lo que no implica el traslado de esta 
responsabilidad, la cual es personal e indelegable.

16.3. Los Funcionarios y Servidores Públicos 
mencionados en el artículo 5 de la presente ley, están 
prohibidos de atender actos de gestión de intereses fuera 
de la sede institucional. Excepcionalmente, los actos de 
gestión pueden realizarse fuera de la sede institucional 
siempre que sean programados previamente en la 
agenda ofi cial, en cuyo caso debe dejarse constancia del 
hecho y registrar la gestión conforme al reglamento de la 
presente ley.”

Artículo 3.- Incorporación del artículo 16-A a la Ley 
N° 28024

Incorpórese el artículo 16-A a la Ley N° 28024, Ley de 
Gestión de Intereses en la Administración Pública, en los 
siguientes términos:

“Artículo 16-A.-: De los Registros Preventivos
La Presidencia del Consejo de Ministros establece 

criterios y lineamientos para la implementación de 
registros preventivos.”

Artículo 4 - Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Vigencia de la norma 
Las modifi caciones normativas contenidas en la 

presente ley entran en vigencia a los treinta (30) días 
naturales posteriores a la emisión del reglamento al que se 
hace mención en la Tercera Disposición Complementaria 
Final de esta norma. La implementación del registro al 
que se hace referencia en el artículo 16 de la Ley, es 
progresiva en las entidades públicas que, por cuestiones 
de accesibilidad y limitación de medios, no cuenten con 
herramientas para su uso inmediato.

Segunda. Plataformas electrónicas
La Presidencia del Consejo de Ministros implementa, 

facilita y actualiza el funcionamiento de las plataformas 
electrónicas que sean necesarias para la publicidad de los 
registros previstos en la Ley.

Tercera. Reglamentación
Mediante Decreto Supremo refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros, se aprueba el nuevo 
Reglamento de la Ley Nº 28024, Ley que Regula la 
Gestión de Intereses en la Administración Pública, en un 
plazo no mayor de sesenta (60) días hábiles a partir de la 
publicación de la presente norma. 

Cuarta. Comprobación de datos identifi cación de 
personas naturales o jurídicas

Para la comprobación de datos de identifi cación de 
personas naturales o jurídicas en el Registro de Visitas 
en línea y Agendas Ofi ciales utilizarán la Plataforma de 
Interoperabilidad del Estado – PIDE, administrada por 
la Presidencia del Consejo de Ministros a través de la 
Secretaría de Gobierno Digital.

Quinta.  Integración en el Portal Nacional de Datos 
Abiertos

Los Registros de Visitas en línea y Agendas Ofi ciales 
en formatos abiertos, a que se hace alusión en el 
numeral 5.2 del presente Decreto Legislativo, de manera 
progresiva y en función de las capacidades y recursos 
de las entidades se integran al Portal Nacional de Datos 
Abiertos.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1691026-4

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1416

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley Nº 
30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de 
legislar en materia de gestión económica y competitividad, 
de integridad y lucha contra la corrupción, de prevención 
y protección de personas en situación de violencia y 
vulnerabilidad y de modernización de la Gestión del 
Estado, por el término de sesenta (60) días calendario;

Que, asimismo, el segundo párrafo del literal g) del 
numeral 5) del artículo 2 de la Ley Nº 30823, faculta al 
Poder Ejecutivo a legislar con el fin de actualizar el 
marco normativo y fortalecer la gestión institucional de 
los Tribunales Administrativos y órganos colegiados de 
los organismos públicos con el fin de aligerar la carga 
procesal y/o procedimientos a su cargo y mejorar su 
eficiencia en el marco del proceso de modernización.

Que, el presente Decreto Legislativo tiene por 
finalidad fortalecer el Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, el cual fue creado por Decreto 
Legislativo Nº 1353, con el objeto de actualizar el marco 
normativo, fortalecer la gestión institucional y adecuar 
procedimientos administrativos del Tribunal con la 
finalidad de aligerar la carga procesal y/o procedimientos 
para mejorar la eficiencia respecto a su función resolutiva, 
logrando garantizar el derecho de acceso a la información 
que tienen las personas;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y la Ley Nº 30823, Ley 
que delega en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar 
en materia de gestión económica y competitividad, de 
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integridad y lucha contra la corrupción, de prevención 
y protección de personas en situación de violencia y 
vulnerabilidad y de modernización de la gestión del 
Estado;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE FORTALECE
EL TRIBUNAL DE TRANSPARENCIA Y 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Artículo 1.- Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

fortalecer el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública e implementar progresivamente 
el procedimiento administrativo electrónico en última 
instancia administrativa.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación
Las normas contenidas en el presente Decreto 

Legislativo son aplicables a todas las entidades señaladas 
en el Artículo I del Título Preliminar de la Ley Nº 27444, Ley 
del Procedimiento Administrativo General, así como a las 
empresas del Estado, personas naturales y jurídicas de 
derecho privado, en lo que corresponda; y a las personas 
comprendidas en la Ley Nº 29733, Ley de Protección de 
Datos Personales.

Artículo 3.- Modificación del artículo 11 del Decreto 
Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea 
la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, fortalece el régimen de 
protección de datos personales y la regulación de la 
gestión de intereses

Modifícase el artículo 11 del Decreto Legislativo N° 
1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
fortalece el régimen de protección de datos personales y 
la regulación de la gestión de intereses, en los siguientes 
términos:

“Artículo 11.- Conformación del Tribunal
11.1 El Tribunal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública está constituido por dos (2) salas, 
cada una de ellas está conformada por tres (03) vocales 
designados mediante Resolución Suprema por un periodo 
de cuatro (4) años, previo concurso público realizado 
conforme a lo establecido por el Reglamento. Al menos 
un vocal debe ser abogado. 

11.2 El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
a través de Decreto Supremo, crea salas adicionales a 
propuesta del Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública.

11.3 El Presidente del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública es elegido de acuerdo 
a lo dispuesto en el Reglamento del Decreto Legislativo 
N° 1353. 

11.4 El Tribunal cuenta con una Secretaría Técnica 
encargada de brindar apoyo técnico y administrativo 
permanente.

11.5 El procedimiento correspondiente en caso de 
abstención, recusación o ausencia justificada por parte de 
alguno de los vocales del Tribunal se rige de acuerdo al 
Reglamento del Decreto Legislativo N° 1353.”

Artículo 4.- Incorporación del artículo 15 al Decreto 
Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea 
la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, fortalece el régimen de 
protección de datos personales y la regulación de la 
gestión de intereses.

Incorpórese el artículo 15 al Decreto Legislativo N° 
1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
fortalece el régimen de protección de datos personales y 
la regulación de la gestión de intereses y en los siguientes 
términos: 

“Artículo 15.- Publicidad de las resoluciones
El Tribunal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, a través del portal institucional 
publica las resoluciones que expida como última instancia 
administrativa, la misma que interopera con la Plataforma 
de Interoperabilidad del Estado Peruano.”

Artículo 5.- Financiamiento 
La aplicación del presente Decreto Legislativo se 

financia con cargo al pliego institucional del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público. 

Artículo 6.- Refrendo 
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Implementación progresiva del sistema 
de información para el procedimiento administrativo 
electrónico

El Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública implementa de manera progresiva el sistema 
de información para el procedimiento administrativo 
electrónico en última instancia administrativa haciendo 
uso de tecnologías digitales. 

Segunda.- Lineamientos en materia de Gobierno 
Digital

La adopción e implementación de Tecnologías Digitales, 
Identidad Digital, Servicio Digital, Datos, Seguridad Digital 
y Arquitectura Digital, uso de datos georreferenciados, 
portales de uso ciudadano e interoperabilidad entre 
entidades de la administración pública, entre otros, se 
realiza en coordinación y siguiendo los lineamientos que 
emita la Secretaría de Gobierno Digital de la Presidencia 
del Consejo de Ministros.

Tercera.- Implementación de la Segunda Sala
La implementación de la segunda sala del Tribunal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública se 
realiza hasta el término del primer semestre del año 2019.

Cuarta.- Modificación del Reglamento del Decreto 
Legislativo N° 1353

Mediante Decreto Supremo, con voto aprobatorio 
del Consejo de Ministros, se aprueba la modificación del 
Reglamento del Decreto Legislativo N° 1353, aprobado 
por Decreto Supremo N° 019-2017-JUS; en un plazo 
máximo de sesenta (60) días calendario contados a partir 
del día siguiente de la publicación en el Diario Oficial El 
Peruano del presente Decreto Legislativo.

Quinta.- Vigencia
El presente Decreto Legislativo entra en vigencia al 

día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que 
modifica el Reglamento del Decreto Legislativo N° 1353.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA MODIFICATORIA

Única. - Modificación de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
conforme a su Texto Único Ordenado, aprobado por 
Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM

Modifícase el literal e) del artículo 11 de la Ley N° 
27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, conforme a su Texto Único Ordenado, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM, en los siguientes 
términos:

“Artículo 11.- Procedimiento
(…)
e) En los casos señalados en los literales c) y d) del 

presente artículo, el solicitante en un plazo no mayor de 
quince (15) días calendario puede interponer el recurso 
de apelación ante el Tribunal, asimismo en caso se haya 
presentado ante la entidad que emitió el acto impugnado, 
ésta debe elevarlo al Tribunal conforme lo establecido en 
el Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, aprobado 
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mediante Decreto Supremo N° 006-2017-JUS. El Tribunal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
resuelve dicho recurso en el plazo máximo de diez (10) 
días hábiles, bajo responsabilidad.

(…)”.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1691026-5

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1417

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley                    
N° 30823 ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el 
plazo de sesenta (60) días calendario, la facultad 
de legislar en materia de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad, 
con la finalidad de establecer medidas para optimizar 
los servicios a su favor, incluyendo a quienes se 
encuentren en situación de pobreza o pobreza 
extrema; así como establecer medidas para promover 
la inclusión de las personas con discapacidad, 
garantizando el derecho al ejercicio de su capacidad 
jurídica en condiciones de igualdad, de conformidad 
con lo establecido en los literales a) y c) del numeral 4 
del artículo 2 de la referida Ley;

Que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3 del 
Decreto Legislativo N° 1098, Decreto Legislativo que 
aprueba la Ley de Organización y Funciones del Ministerio 
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, las personas con 
discapacidad son consideradas población vulnerable, en 
concordancia con lo establecido en el artículo 2 de la Ley 
N° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, 
que las defi ne como personas que presentan defi ciencias 
físicas, sensoriales, mentales o intelectuales de 
carácter permanente que al interactuar con las barreras 
actitudinales y del entorno tienen difi cultades o 
impedimentos en el ejercicio de sus derechos en igualdad 
de condiciones que las demás;

Que, el artículo 7 de la Constitución Política del Perú 
establece que las personas con discapacidad tienen 
derecho al respeto de su dignidad y a un régimen legal 
de protección, atención, readaptación y seguridad, 
convirtiéndose en obligación del Estado garantizar su 
cumplimiento, promoviendo las condiciones necesarias 
para su inclusión en la sociedad;

Que, la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad obliga al Estado peruano 
a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los 
derechos humanos y las libertades fundamentales 
de las personas con discapacidad, sin discriminación 
alguna, debiendo adoptar todas las medidas legislativas, 
administrativas y de otra índole que sean pertinentes para 
hacer efectivos los derechos reconocidos en la referida 
Convención;

Que, la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad, establece una serie de benefi cios tales 
como el acceso preferente a los programas públicos de 
vivienda, la reserva de las vacantes en los procesos de 
admisión a las instituciones de educación superior, la 

bonifi cación en los concursos públicos de méritos y la 
cuota de empleo, enfatizando los medios que permitan 
progresivamente su inserción laboral y la implementación 
de los ajustes razonables que requieran; sin embargo, 
estos solo se aplican a aquellas personas con discapacidad 
que presentan restricciones en la participación en un 
grado mayor o igual al 33%, de acuerdo a lo indicado en 
el certifi cado de discapacidad; siendo necesario eliminar 
esta restricción para garantizar su derecho a la igualdad; 

Que, asimismo, es necesario garantizar el derecho 
de las personas con discapacidad de recibir el apoyo y 
soporte del padre, madre, tutor o apoyo en las atenciones 
médicas y terapias de rehabilitación que requieran, 
sin afectar los derechos laborales de sus familiares o 
personas a cargo de su cuidado;

Que, resulta necesario regular la fi gura del apoyo 
para las personas adultas mayores con discapacidad 
que no puedan manifestar su voluntad, a efecto de 
facilitar el cobro de sus pensiones, devolución de aportes 
económicos, o subvenciones de programas nacionales 
de asistencia no contributivo, preservando el respeto de 
su capacidad jurídica, en condiciones de igualdad y no 
discriminación;

De conformidad con lo establecido en los literales a) 
y c) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley N° 30823 y el 
artículo 104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE PROMUEVE 
LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD

Artículo 1.- Objeto 
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

establecer disposiciones para promover y fortalecer la 
inclusión de las personas con discapacidad en condiciones 
de igualdad, a través de medidas específi cas que 
garanticen el ejercicio de sus derechos fundamentales.

Artículo 2.- Modifi cación de los artículos 50 y 76 
de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad 

Modifícanse los artículos 50 y 76 de la Ley N° 29973, 
Ley General de la Persona con Discapacidad, conforme 
al siguiente texto:

«Artículo 50. Ajustes razonables para personas 
con discapacidad

50.1 La persona con discapacidad tiene derecho a 
ajustes razonables en el proceso de selección de recursos 
humanos y en el lugar de trabajo. 

50.2 Los ajustes razonables en el proceso de 
selección comprenden la adecuación de las metodologías, 
procedimientos, instrumentos de evaluación y métodos 
de entrevista. En el lugar de empleo de las personas 
con discapacidad, los ajustes razonables comprenden 
la adaptación de las herramientas de trabajo, las 
maquinarias y el entorno de trabajo, incluyendo la 
provisión de ayudas técnicas y servicios de apoyo; así 
como la introducción de ajustes en la organización del 
trabajo y los horarios, en función de las necesidades del 
trabajador con discapacidad.

50.3 El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo 
y los gobiernos regionales prestan asesoramiento y 
orientación a los empleadores para la realización de 
ajustes razonables para personas con discapacidad en 
el lugar de trabajo. Los empleadores públicos y privados 
generadores de rentas de tercera categoría tienen una 
deducción adicional en el pago del impuesto a la renta 
sobre los gastos por ajustes razonables para personas 
con discapacidad, en un porcentaje que es fi jado por 
decreto supremo del Ministerio de Economía y Finanzas.

50.4 Los empleadores del sector público y privado están 
obligados a realizar los ajustes razonables, salvo cuando 
demuestren que suponen una carga desproporcionada 
o indebida, de conformidad con los criterios fi jados por 



17NORMAS LEGALESJueves 13 de setiembre de 2018 El Peruano /

el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, que se 
aplican en el sector público y en el privado.»

«Artículo 76. Certifi cado de la discapacidad 

76.1 El certifi cado de discapacidad acredita la 
condición de persona con discapacidad y es otorgado por 
médicos certifi cadores registrados de las Instituciones 
Prestadoras de Servicios de Salud-IPRESS, públicas, 
privadas y mixtas a nivel nacional. 

La evaluación es fi nanciada por la Institución 
Administradora de Fondos de Aseguramiento en Salud - 
IAFAS a la que esté afi liado o adscrito el/la solicitante. La 
califi cación y certifi cación son gratuitas.

En caso la persona no se encuentre afi liada, el 
Ministerio de Salud promueve su afi liación a la IAFA 
correspondiente; de no lograr su afi liación, la evaluación, 
califi cación y certifi cación son gratuitas.

76.2 La certifi cación es inmediata en los casos de 
defi ciencia evidente o congénita, una vez constatada la 
discapacidad.

76.3 En la califi cación que realiza el médico 
certifi cador registrado de Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud-IPRESS públicas, privadas y mixtas, 
se considera la limitación en la actividad y la restricción en 
la participación de las personas con discapacidad.

76.4 Las Brigadas Itinerantes Califi cadoras de 
Discapacidad (BICAD) están a cargo del Ministerio de 
Salud y deben atender la demanda de certifi cación a 
solicitud de la Dirección Regional de Salud, Gerencia 
Regional de Salud, Dirección de Redes Integradas de 
Salud o quien haga sus veces, una vez realizada la 
evaluación de las necesidades de las personas con 
discapacidad que no puedan ser atendidas por sus 
dependencias por limitaciones en la disponibilidad de 
especialistas necesarios para tal fi n.

76.5 El Ministerio de Salud brinda información sobre la 
emisión de los certifi cados de discapacidad a las entidades 
que lo soliciten, a fi n de verifi car su autenticidad, con 
estricta observancia de lo dispuesto en la Ley N° 29733, 
Ley de protección de datos personales.”

Artículo 3.- Modifi cación de los artículos 1, 2 y 
3 de la Ley N° 30119, Ley que concede el Derecho 
de Licencia al Trabajador de la Actividad Pública y 
Privada para la Asistencia Médica y la Terapia de 
Rehabilitación de Personas con Discapacidad

Modifícanse los artículos 1, 2 y el literal d) del artículo 
3 de la Ley N° 30119, Ley que concede el Derecho de 
Licencia al Trabajador de la Actividad Pública y Privada 
para la Asistencia Médica y la Terapia de Rehabilitación 
de Personas con Discapacidad, conforme al siguiente 
texto:

«Artículo 1. Objeto de la Ley
La presente Ley tiene por objeto establecer el derecho 

de los trabajadores y trabajadoras de la actividad pública 
y privada a gozar de licencia para la asistencia médica y 
la terapia de rehabilitación que requieran sus hijos o hijas 
menores con discapacidad y menores con discapacidad 
sujetos a su tutela. 

Dicha licencia es otorgada también a los trabajadores 
y trabajadoras designados/as como apoyo de una persona 
mayor de edad con discapacidad, conforme al Código 
Civil, y que se encuentran en condición de dependencia.»

«Artículo 2.- Otorgamiento de la Licencia
La licencia a que se refi ere el artículo 1 es otorgada 

con goce haber por el/la empleador/a al padre, madre, 
tutor/a o apoyo de la persona con discapacidad que 
requiera asistencia médica o terapia de rehabilitación, 
hasta por cincuenta y seis horas consecutivas o alternas 
anualmente.

En caso se requieran horas adicionales, las licencias 
se compensan con horas extraordinarias de labores, 
previo acuerdo con el/la empleador/a.» 

«Artículo 3. Requisitos para obtener la licencia

(…)
d) Mayores con apoyo designado, la resolución o 

escritura pública que establezca o modifi que la designación 

de apoyos, el Documento Nacional de Identidad (DNI) y el 
certifi cado de discapacidad o la resolución de inscripción 
emitida por el Consejo Nacional para la Integración de la 
Persona con Discapacidad (CONADIS). »

Artículo 4.- Modifi cación del artículo 4 del Decreto 
Legislativo N° 1310, Decreto Legislativo que aprueba 
medidas adicionales de simplifi cación administrativa

Modifícase el artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1310, 
Decreto Legislativo que aprueba medidas adicionales de 
simplifi cación administrativa, conforme al siguiente texto: 

«Artículo 4.- Designación de apoyos para 
las personas adultas mayores para el cobro de 
pensiones, devolución de aportes económicos, o 
subvenciones de programas nacionales de asistencia 
no contributivos

4.1 Procedencia del apoyo: Procede la designación 
de apoyo en la vía notarial o judicial para las personas 
adultas mayores, defi nidas en el artículo 2 de la Ley N° 
30490, Ley de la Persona Adulta Mayor, y que tengan 
calidad de pensionistas o benefi ciarias de la Ley N° 
29625, Ley de Devolución de Dinero del FONAVI a los 
Trabajadores que Contribuyeron al mismo, o benefi ciarias 
o usuarias de programas nacionales de asistencia no 
contributivos; con el objeto de percibir su pensión o 
benefi cios derivados de estas, devolución de aportes 
económicos o subvenciones económicas. 

Para el caso de las personas adultas mayores con 
discapacidad que pueden manifestar su voluntad, el 
trámite para la designación de apoyos se realiza conforme 
a las disposiciones previstas en el Código Civil y el Código 
Procesal Civil.

4.2 Defi nición de apoyo: El apoyo es aquella persona 
natural que facilita el cobro de la pensión, devolución 
de aportes económicos o subvenciones económicas 
referidas en el numeral 4.1. Dicha persona presta su 
apoyo en la manifestación de la voluntad de la persona 
adulta mayor, que incluye la comunicación, comprensión 
de actos jurídicos y sus consecuencias, la manifestación 
e interpretación de la voluntad de quien requiere el apoyo; 
y la administración del dinero recibido.

4.3 Persona adulta mayor que no pueda manifestar 
su voluntad:

4.3.1 Cuando la persona adulta mayor no pueda 
manifestar su voluntad, aún después de haber realizado 
esfuerzos reales, considerables y pertinentes; y prestado 
las medidas de accesibilidad y ajustes razonables, la 
solicitud de designación de apoyo se realiza en vía 
notarial de acuerdo al siguiente orden: 

a) El apoyo previamente designado por la persona 
adulta mayor, antes de encontrarse imposibilitada de 
manifestar su voluntad.

b) El/La cónyuge no separado judicial o notarialmente, 
siempre que cumpla lo establecido en el artículo 289 del 
Código Civil. 

c) El/La conviviente, siempre que cumpla lo dispuesto 
en los artículos 289 y 326 del Código Civil. 

d) Los/Las descendientes, prefi riéndose el más 
próximo.

e) Los/Las hermanos/as. 
f) La persona que preste asistencia o tenga bajo su 

cuidado a la persona adulta mayor.
g) El/La Director/a del Centro de Atención a Personas 

Adultas Mayores del sector público.

Las personas comprendidas en los literales 
precedentes se encuentran legitimadas para solicitar la 
designación de apoyos.

4.3.2 La designación de apoyo para la persona adulta 
mayor que no pueda manifestar su voluntad se tramita 
presentando los siguientes documentos:

a) Solicitud del tercero, indicando los nombres y 
apellidos completos, número de documento de identidad 
y dirección domiciliaria de la persona adulta mayor y de la 
persona que será designada como apoyo. 
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b) Certifi cado médico emitido por un neurólogo o 
psiquiatra que acredite la imposibilidad de manifestar la 
voluntad de la persona adulta mayor. 

En las zonas rurales donde no haya neurólogo o 
psiquiatra, el médico general está facultado a emitir el 
certifi cado que acredita la imposibilidad de manifestar la 
voluntad de la persona adulta mayor. 

c) Declaración de dos testigos mayores de edad 
que conozcan a la persona adulta mayor y den fe de la 
imposibilidad que tiene de manifestar su voluntad. 

d) Declaración jurada de la persona que va a ser 
designada como apoyo de no tener antecedentes penales, 
policiales y judiciales.

e) Declaración jurada de la persona que va a ser 
designada como apoyo de no ser deudor alimentario. 

f) Documento que acredite la condición de apoyo 
previamente designado, o cónyuge, o conviviente, 
o descendiente, o hermano/a, o persona que venga 
prestando apoyo, asistencia o tenga bajo su cuidado a la 
persona adulta mayor, o Director/a del Centro de Atención 
a Personas Adultas Mayores del sector público, donde 
reside la persona.

Para el caso de el/la Director/a de un Centro de 
Atención a Personas Adultas Mayores del sector público 
se debe presentar la autorización expresa a través 
de Resolución Directoral de la Dirección de Personas 
Adultas Mayores del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables. 

4.3.3 Una vez presentada la solicitud, el Notario 
Público dispone la publicación de un extracto de esta de 
conformidad con el artículo 13 de la Ley N° 26662, Ley 
de Competencia Notarial en Asuntos No Contenciosos. 
Transcurridos quince (15) días hábiles desde la publicación 
del aviso, y al no haberse formulado oposición, se extiende 
la escritura pública nombrando al apoyo, señalando sus 
facultades y obligaciones, conforme a lo establecido en el 
numeral 4.2 del presente artículo.

4.3.4 Cumplido este trámite, el Notario Público remite 
los partes al registro personal de los Registros Públicos. 
En caso de oposición, se procede conforme a lo dispuesto 
en el artículo 6 de la Ley N° 26662, Ley de Competencia 
Notarial en Asuntos No Contenciosos. 

4.3.5 El/La solicitante o el médico que proporciona 
información falsa para sustentar el pedido ante el Notario 
Público es pasible de responsabilidad penal, civil y 
administrativa, según corresponda, conforme a la ley de 
la materia.

4.3.6 El Notario Público designa el apoyo, previa 
verifi cación de la presentación y autenticidad de los 
documentos exigidos. 

4.4 Apoyo en vía judicial: En caso de controversia 
respecto de la designación, el Juez del Juzgado de Paz 
Letrado, a través del proceso no contencioso, designa 
el apoyo realizando la mejor interpretación posible de 
la voluntad y preferencias de la persona adulta mayor, 
considerando su interés superior. Para ello, evalúa 
los documentos referidos en el párrafo anterior y, de 
considerarlo necesario, otros que requieran para su mejor 
decisión.

4.5 Salvaguardias: Las salvaguardias son 
mecanismos que garantizan el respeto de la voluntad y 
preferencias de la persona adulta mayor para asegurar el 
cobro y uso adecuado en su benefi cio. El procedimiento 
para la ejecución de la salvaguardia se establece mediante 
Decreto Supremo a propuesta del Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables, con el refrendo del Ministerio de 
Desarrollo e Inclusión Social.

El Centro Integral de Atención al Adulto Mayor 
de la municipalidad distrital, o quien haga sus veces, 
implementa las salvaguardias que comprenden la 
rendición de cuentas y supervisión periódica. En caso se 
conozca de presuntas irregularidades en el desempeño 
de los apoyos, el/la Director/a del Centro Integral de 
Atención al Adulto Mayor de la municipalidad distrital, o 
quien haga sus veces, tiene la obligación de:

a) Informar a las entidades que otorgan las pensiones, 
devolución de aportes económicos o subvenciones 
económicas de carácter no contributivo, para que evalúen 

la suspensión del cobro, conforme a sus procedimientos 
establecidos.

b) Informar a las instancias señaladas en la Ley 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar, para el 
inicio de las acciones judiciales correspondientes, y al 
Ministerio Público cuando el presunto maltrato o agresión 
es atribuido a el/la Director/a del Centro de Atención 
a Personas Adultas Mayores, a la persona que preste 
asistencia o a quien la tenga bajo su cuidado.

c) Solicitar al Juez de Paz Letrado competente 
la designación de un nuevo apoyo, considerando lo 
establecido en los numerales 4.3 y 4.4 del artículo 4 del 
presente Decreto Legislativo.”

Artículo 5.- Financiamiento
La aplicación del presente Decreto Legislativo se 

fi nancia con cargo al presupuesto institucional de los 
pliegos involucrados, sin demandar recursos adicionales 
al Tesoro Público.

Artículo 6.- Refrendo 
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de 
Trabajo y Promoción del Empleo, la Ministra de Salud, 
la Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables y la 
Ministra de Desarrollo e Inclusión Social.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Adecuación del Reglamento de la Ley N° 
29973

El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
adecúa el Reglamento de la Ley N° 29973, Ley General 
de la Persona con Discapacidad, en el plazo de sesenta 
(60) días hábiles contados a partir de la vigencia del 
presente Decreto Legislativo.

Segunda.- Adecuación del Reglamento de la Ley 
N° 30119

El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo 
adecúa el Reglamento de la Ley N° 30119, Ley que 
concede el derecho de licencia al trabajador de la 
actividad pública y privada para la asistencia médica y la 
terapia de rehabilitación de personas con discapacidad, 
en el plazo de sesenta (60) días hábiles contados a partir 
de la vigencia del presente Decreto Legislativo.

Tercera.- Emisión de Lineamientos para el 
otorgamiento de ajustes razonables 

El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo 
emite los Lineamientos para el otorgamiento de ajustes 
razonables a las personas con discapacidad, en el 
proceso de selección en el sector privado; así como 
en el lugar de trabajo para el sector público y privado. 
Asimismo, establece los criterios para determinar una 
carga desproporcionada o indebida, en el plazo de 
noventa (90) días hábiles contados a partir de la vigencia 
del presente Decreto Legislativo.

La Autoridad Nacional del Servicio Civil emite los 
Lineamientos para el otorgamiento de ajustes razonables 
a las personas con discapacidad en el proceso de 
selección que realicen las entidades del sector público, en 
el plazo de ciento ochenta (180) días calendario contados 
a partir de la vigencia del presente Decreto Legislativo. 

Cuarta.- Regulación de las salvaguardias y 
procedimiento para su ejecución

Mediante Decreto Supremo refrendado por el 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables y el 
Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social, se regula las 
salvaguardias establecidas en el artículo 4 del Decreto 
Legislativo N° 1310, y el procedimiento para su ejecución, 
en un plazo de noventa (90) días hábiles contados a partir 
de la vigencia del presente Decreto Legislativo.

Quinta.- Adecuación de la Norma Técnica de Salud 
para la evaluación, califi cación y certifi cación de la 
persona con discapacidad

El Ministerio de Salud adecúa la Norma Técnica de 
Salud para la evaluación, califi cación y certifi cación de la 
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persona con discapacidad para la mejora y celeridad del 
procedimiento, conforme a la modifi cación del artículo 
76 de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad, en un plazo de sesenta (60) días hábiles, 
sin perjuicio de continuar con la certifi cación.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Única.- Licencia para trabajadores y trabajadoras 
que son curadores/as de una persona con 
discapacidad hasta que culmine la transición al 
sistema de apoyos.

La licencia a la que se refi ere el artículo 1 de la 
Ley N° 30119, Ley que concede el derecho de licencia 
al trabajador de la actividad pública y privada para 
la asistencia médica y la terapia de rehabilitación de 
personas con discapacidad, se otorga a los trabajadores 
y trabajadoras que tengan la condición de curador/a de 
una persona con discapacidad, hasta que culmine la 
transición al sistema de apoyos. 

Para tal efecto deben presentar los siguientes 
documentos:

a) Sentencia judicial o resolución judicial que designa 
curador/a a el/la solicitante.

b) Documento Nacional de Identidad (DNI) de la 
persona con discapacidad.

c) Certifi cado de discapacidad o resolución de 
inscripción emitida por el Consejo Nacional para la 
Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS).

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

Primera.- Modifi cación del numeral 11 del artículo 
1 de la Ley N° 26662

Modifícase el numeral 11 del artículo 1 de la Ley 
N° 26662, Ley de Competencia Notarial en Asuntos No 
Contenciosos, el cual queda redactado de la siguiente 
manera:

«Artículo 1.- Asuntos No Contenciosos.- Los 
interesados pueden recurrir indistintamente ante 
autoridad judicial o ante Notario para tramitar según 
corresponda los siguientes asuntos:

(…)
11. Designación de apoyo para personas adultas 

mayores que tengan calidad de pensionistas o 
benefi ciarios de la Ley N° 29625, Ley de devolución 
de dinero del Fondo Nacional de Vivienda (FONAVI) a 
los trabajadores que contribuyeron al mismo, o para los 
benefi ciarios o usuarios de programas nacionales de 
asistencia no contributivos.»

Segunda.- Modifi cación del numeral 11.1 del 
artículo 11 de la Ley N° 30490, Ley de la Persona 
Adulta Mayor

Modifícase el numeral 11.1 del artículo 11 de la Ley 
N° 30490, Ley de la Persona Adulta Mayor, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 11. Funciones

11.1 Las funciones que cumplen los Centros 
Integrales de Atención al Adulto Mayor (CIAM) son:

(…)
j) Implementar salvaguardias destinadas a asegurar 

que la actuación de los apoyos para las personas adultas 
mayores para el cobro de pensiones o devolución de 
aportes económicos del FONAVI respete su voluntad 
y preferencias; así como supervisar que el dinero 
procedente del cobro de las pensiones o devolución 
de dinero del FONAVI, sea utilizado en su benefi cio, 
conforme a lo establecido por el Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables.

k) Otras que señale el reglamento de la presente 
ley.»

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Derogación de la Sétima Disposición 
Complementaria Final de la Ley N° 29973, Ley General 
de la Persona con Discapacidad

Derógase la Sétima Disposición Complementaria 
Final de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

LILIANA DEL CARMEN LA ROSA HUERTAS
Ministra de Desarrollo e Inclusión Social

ANA MARÍA MENDIETA TREFOGLI
Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

SILVIA ESTER PESSAH ELJAY
Ministra de Salud

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo

1691026-6

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1418

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo, la facultad 
de legislar por el plazo de 60 días calendario;

Que, en ese sentido, el literal b) del numeral 1 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal establecen que el 
Poder Ejecutivo está facultado para legislar en materia 
tributaria y fi nanciera a fi n promover la inversión;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal b) del 
numeral 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el decreto legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE 
PROMUEVE LA INVERSIÓN

Artículo 1. Objeto
Inafectar del impuesto a la renta a las rentas derivadas 

de las transferencias de los derechos de cobro que 
derivan de los contratos de asociaciones público privadas.

Artículo 2. Defi nición
Para efecto del Decreto Legislativo se entiende por 

Ley al Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la 
Renta, aprobado por Decreto Supremo N° 179-2004-EF.

Artículo 3. Incorporación del  inciso i) al tercer 
párrafo del artículo 18 de la Ley

Incorpórese el inciso i) al tercer párrafo del artículo 18 
de la Ley, conforme al texto siguiente:
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“Artículo 18.- (…)
Constituyen ingresos inafectos al impuesto:

(…)

i) Los ingresos por servicios obtenidos por las 
transferencias de los derechos de cobro del inversionista 
que derivan de los contratos de asociaciones público 
privadas suscritos por el Estado, cuando el adquiriente 
de los derechos de cobro asume el riesgo crediticio, en 
los términos señalados en los respectivos contratos de 
asociaciones público privada.

(…)”

Artículo 4. Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Única. Vigencia
Lo dispuesto en el Decreto Legislativo entra en 

vigencia el 1 de enero de 2019.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1691026-7

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1419

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante la Ley Nº 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar, entre otros, en materia tributaria y fi nanciera 
por el término de sesenta (60) días calendario;

Que, el literal d) del inciso 1) del artículo 2 del citado 
dispositivo legal establece que el Poder Ejecutivo está 
facultado para legislar en materia tributaria y fi nanciera, a fi n 
de modifi car el Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto 
General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, 
aprobado mediante el Decreto Supremo N° 055-99-EF, a 
fi n de incorporar sus alcances para los juegos de casino, 
máquinas de tragamonedas y apuestas on-line en el ámbito 
de aplicación del impuesto selectivo al consumo (ISC), 
tomando en cuenta los parámetros de constitucionalidad 
establecidos por el Tribunal Constitucional; sin que ello 
implique la modifi cación de la tasa del impuesto general a 
las ventas o del impuesto de promoción municipal;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal d)  del 
inciso 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente;

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA
LEY DEL IMPUESTO GENERAL A LAS VENTAS

E IMPUESTO SELECTIVO AL CONSUMO

Artículo 1. Objeto
El Decreto Legislativo tiene por objeto incorporar 

dentro del ámbito de aplicación del Impuesto Selectivo al 
Consumo a los juegos de casino y máquinas tragamonedas, 
teniendo en cuenta que el consumo de estos servicios de 
la industria del juego genera externalidades negativas. 
De este modo, además, se coadyuva a la coherencia y 
homogeneización de la tributación sectorial del juego.

Artículo 2. Defi nición
Para efectos de este Decreto Legislativo se entiende 

por Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto 
Selectivo al Consumo al Texto Único Ordenado aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 055-99-EF.

Artículo 3. Modifi cación del inciso c) del artículo 
50, de los incisos a) y b) del artículo 55, del numeral 
3 del inciso a) del artículo 56, del segundo párrafo del 
artículo 59 y del segundo párrafo del artículo 61 de 
la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto 
Selectivo al Consumo

Modifícase el inciso c) del artículo 50, los incisos a) y 
b) del artículo 55, el numeral 3 del inciso a) del artículo 56, 
el segundo párrafo del artículo 59 y el segundo párrafo 
del artículo 61 de la Ley del Impuesto General a las 
Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, en los términos 
siguientes:

“Artículo 50. OPERACIONES GRAVADAS
(…)

c) Los juegos de azar y apuestas, tales como juegos 
de casino, máquinas tragamonedas, loterías, bingos, 
rifas, sorteos y eventos hípicos.”

“Artículo 55. SISTEMAS DE APLICACIÓN DEL 
IMPUESTO

(…)

a) Al Valor, para los bienes contenidos en el Literal 
A del Apéndice IV y los juegos de azar y apuestas, 
con excepción de los juegos de casino y máquinas 
tragamonedas.

b) Específi co, para los bienes contenidos en el 
Apéndice III, el Literal B del Apéndice IV, y los juegos de 
casino y máquinas tragamonedas.

(…).”

“Artículo 56. CONCEPTOS COMPRENDIDOS EN 
LA BASE IMPONIBLE

(…)

a) (…)

(…)

3. Para el caso de las loterías, bingos, rifas, sorteos 
y eventos hípicos, el Impuesto se aplicará sobre la 
diferencia resultante entre el ingreso total percibido en 
un mes por los juegos y apuestas, y el total de premios 
concedidos en dicho mes.

(…).”

“Artículo 59. SISTEMA AL VALOR Y SISTEMA AL 
VALOR SEGÚN PRECIO DE VENTA AL PÚBLICO – 
DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO

(…)

Tratándose de juegos de azar y apuestas, con 
excepción de los juegos de casino y máquinas 
tragamonedas, el Impuesto se aplicará sobre el monto 
determinado de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 3 
del inciso a) del artículo 56.”
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“Artículo 61. MODIFICACIÓN DE TASAS Y/O 
MONTOS FIJOS

(…)

A ese efecto, la modifi cación de los bienes del Apéndice 
III solo puede comprender combustibles fósiles y no fósiles, 
aceites minerales y productos de su destilación, materias 
bituminosas y ceras minerales. Por su parte, la modifi cación 
de los bienes del Apéndice IV solo puede comprender 
bebidas, líquidos alcohólicos, tabaco y sucedáneos del 
tabaco elaborados, vehículos automóviles, tractores y 
demás vehículos terrestres, sus partes y accesorios; así 
como los juegos de casino y máquinas tragamonedas. En 
ambos casos, las tasas y/o montos fi jos se pueden fi jar 
por el sistema al valor, específi co o al valor según precio 
de venta al público, debiendo encontrarse dentro de los 
rangos mínimos y máximos que se indican a continuación, 
los cuales son aplicables aun cuando se modifi que el 
sistema de aplicación del impuesto, por el equivalente de 
dichos rangos que resultare aplicable según el sistema 
adoptado; en caso el cambio fuera al sistema específi co 
se tomará en cuenta la base imponible promedio de los 
productos afectos.”

Artículo 4. Incorporación del segundo párrafo 
del inciso b) del artículo 56, del segundo párrafo del 
artículo 60 y del tercer párrafo del artículo 61 de la 
Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto 
Selectivo al Consumo

Incorpórase el segundo párrafo del inciso b) del 
artículo 56, el segundo párrafo del artículo 60 y como 
tercer párrafo del artículo 61 de la Ley del Impuesto 
General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, 
con los textos siguientes:

“Artículo 56. CONCEPTOS COMPRENDIDOS EN 
LA BASE IMPONIBLE

(…)

b) (…)

Para efecto de los juegos de casino, el Impuesto se 
aplicará por cada mesa de juegos de casino según el 
nivel de ingreso neto promedio mensual. Tratándose de 
las máquinas tragamonedas, el Impuesto se aplicará por 
cada máquina tragamonedas según su nivel de ingreso 
neto mensual.

(…).”

“Artículo 60. SISTEMA ESPECÍFICO - 
DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO

(…)

Tratándose de juegos de casino y máquinas 
tragamonedas, el Impuesto se determina aplicando 
un monto fi jo por cada mesa de juegos de casino y por 
cada máquina tragamonedas, respectivamente, que 
se encuentren en explotación. El impuesto a pagar por 
cada mesa de juegos de casino o por cada máquina 
tragamonedas en ningún caso es inferior al monto fi jo 
establecido para el primer nivel de ingresos netos.”

“Artículo 61. MODIFICACIÓN DE TASAS Y/O 
MONTOS FIJOS

(…)

Para el caso de los juegos de casino y máquinas 
tragamonedas, las tasas deberán encontrarse dentro 
de los rangos mínimos y máximos que se indican a 
continuación:

APÉNDICE IV

SISTEMA ESPECÍFICO

Juegos de azar y 
apuestas Unidad de medida Monto fi jo

Mínimo Máximo
Máquinas tragamonedas Máquina tragamonedas 1% UIT 100% UIT
Juegos de casino Mesa de juegos de casino 10% UIT 300% UIT”

Artículo 5. Modifi cación del Literal B del Nuevo 
Apéndice IV de la Ley del Impuesto General a las 
Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo

Establézcase en el Literal B del Nuevo Apéndice IV 
de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto 
Selectivo al Consumo, como juegos de azar y apuestas 
afectos a la aplicación del monto fi jo, los siguientes:

- JUEGOS DE AZAR Y APUESTAS

a) Máquinas tragamonedas

Ingreso neto mensual Monto fi jo
Hasta 1 UIT 1,5% UIT
Más de 1 UIT y hasta 3 UIT 7,5% UIT
Más de 3 UIT 27% UIT

b) Juegos de casino

Ingreso neto promedio mensual Monto fi jo
Hasta 4 UIT 12% UIT
Más de 4 UIT y hasta 10 UIT 32% UIT
Más de 10 UIT 72% UIT

Artículo 6. Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Vigencia
Lo dispuesto en el Decreto Legislativo entra en 

vigencia el 1 de enero de 2019.

Segunda. Reglamento
Mediante Decreto Supremo refrendado por el 

Ministro de Economía y Finanzas se adecúan las normas 
reglamentarias de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto 
Legislativo.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1691026-8

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1420

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante la Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección 
de personas en situación de violencia y vulnerabilidad 
y de modernización de la gestión del Estado, el 
Congreso de la República ha delegado en el Poder 
Ejecutivo, la facultad de legislar por el plazo de 60 días 
calendario;

Que, en ese sentido, el literal f) del inciso 1 del artículo 
2 del citado dispositivo legal establece que el Poder 
Ejecutivo está facultado para modifi car el régimen de 
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infracciones y sanciones vinculado a comprobantes de 
pago, libros y registros físicos y electrónicos;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal f) del 
inciso 1 del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; 
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA
EL CÓDIGO TRIBUTARIO

Artículo 1. Objeto
El Decreto Legislativo tiene por objeto modifi car el 

Código Tributario aprobado por el Decreto Legislativo N° 
816, cuyo Texto Único Ordenado ha sido aprobado por 
Decreto Supremo N° 133-2013-EF, a fi n de modifi car 
el régimen de infracciones y sanciones vinculado a 
comprobantes de pago, libros y registros físicos y 
electrónicos. 

Artículo 2. Defi nición
Para efecto del Decreto Legislativo se entiende por 

Código Tributario al aprobado por el Decreto Legislativo 
N° 816, cuyo Texto Único Ordenado ha sido aprobado por 
Decreto Supremo N° 133-2013-EF.

Artículo 3. Modifi cación de los numerales 1, 2 
y 3 del artículo 174, primer párrafo del artículo 183, 
primer, segundo y tercer ítem del rubro 2 de las Tablas 
de Infracciones y Sanciones I, II y III, primer párrafo de 
la Nota (4) de las Tablas de Infracciones y Sanciones 
I y II y primer párrafo de la Nota (5) de la Tabla de 
Infracciones y Sanciones III del Código Tributario

Modifícanse los numerales 1, 2 y 3 del artículo 174, 
primer párrafo del artículo 183, el primer, segundo y tercer 
ítem del rubro 2 de las Tablas de Infracciones y Sanciones 
I, II y III, primer párrafo de la Nota (4) de las Tablas de 
Infracciones y Sanciones I y II y primer párrafo de la Nota 
(5) de la Tabla de Infracciones y Sanciones III del Código 
Tributario, conforme a los siguientes textos:

“Artículo 174.- INFRACCIONES RELACIONADAS 
CON LA OBLIGACIÓN DE EMITIR, OTORGAR Y 
EXIGIR COMPROBANTES DE PAGO Y/U OTROS 
DOCUMENTOS, ASÍ COMO DE FACILITAR, A TRAVÉS 
DE CUALQUIER MEDIO QUE SEÑALE LA SUNAT, 
LA INFORMACIÓN QUE PERMITA IDENTIFICAR LOS 
DOCUMENTOS QUE SUSTENTAN EL TRASLADO

Constituyen infracciones relacionadas con la 
obligación de emitir, otorgar y exigir comprobantes de 
pago y/u otros documentos, así como facilitar, a través 
de cualquier medio, que señale la SUNAT, la información 
que permita identifi car los documentos que sustentan el 
traslado:

1. No emitir y/o no otorgar comprobantes de 
pago o documentos complementarios a estos, 
distintos a la guía de remisión, o emitir y/u otorgar 
documentos no previstos como comprobantes de 
pago por la legislación vigente, o emitir y/u otorgar 
documentos cuya impresión y/o importación se 
hubiera realizado sin cumplir con lo dispuesto en las 
normas vigentes, o emitir y/u otorgar documentos que 
no cumplen con las condiciones de emisión para ser 
considerados documentos electrónicos que soportan 
los comprobantes de pago electrónicos y documentos 
complementarios a estos.

2. Emitir y/u otorgar documentos cuya impresión y/o 
importación se hubiera realizado cumpliendo lo dispuesto 
en las normas legales o cumpliendo las condiciones de 
emisión, pero que no reúnen los requisitos y características 
para ser considerados como comprobantes de pago o 
como documentos complementarios a éstos, distintos a 
la guía de remisión.

3. Emitir y/u otorgar comprobantes de pago o 
documentos complementarios a éstos, distintos a la guía 
de remisión, que no correspondan al régimen del deudor 

tributario, al tipo de operación realizada o sin respetar 
límites establecidos, de conformidad con las leyes, 
reglamentos o Resolución de Superintendencia de la 
SUNAT.

(…)”.

“Artículo 183.- SANCIÓN DE CIERRE TEMPORAL
Cuando el deudor tributario tenga varios 

establecimientos y hubiera incurrido en las infracciones a 
que se refi eren los numerales 1, 2 o 3 del artículo 174, la 
sanción de cierre se aplicará en el establecimiento en el 
que se cometió, o en su defecto, se detectó la infracción. 
En el caso que la Administración Tributaria detecte la 
comisión de las infracciones de los numerales 1 o 2 del 
artículo 174 sin intervención de sus agentes fi scalizadores 
en la operación o sin que estos la presencien, la sanción 
de cierre se aplicará en el establecimiento que fi gure 
en los documentos examinados en dicha detección 
o de no contarse con dicho dato, en el domicilio fi scal 
del infractor. Tratándose de las demás infracciones, la 
sanción de cierre se aplicará en el domicilio fi scal del 
infractor. 

(….).”

“TABLA I 

CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO 
(INFRACCIONES Y SANCIONES)

PERSONAS Y ENTIDADES GENERADORAS DE 
RENTA DE TERCERA CATEGORÍA INCLUIDAS LAS 

DEL RÉGIMEN MYPE TRIBUTARIO 

(…)
 

Infracción Referencia Sanción
1. CONSTITUYEN INFRACCIONES 

RELACIONADAS CON LA 
OBLIGACIÓN DE EMITIR, OTORGAR 
Y EXIGIR COMPROBANTES DE PAGO 
Y/U OTROS DOCUMENTOS, ASÍ 
COMO DE FACILITAR, A TRAVÉS DE 
CUALQUIER MEDIO, QUE SEÑALE 
LA SUNAT, LA INFORMACIÓN 
QUE PERMITA IDENTIFICAR LOS 
DOCUMENTOS QUE SUSTENTAN EL 
TRASLADO. 

Artículo 174

- No emitir y/o no otorgar comprobantes 
de pago o documentos complementarios 
a estos, distintos a la guía de remisión, 
o emitir y/u otorgar documentos no pre-
vistos como comprobantes de pago por 
la legislación vigente, o emitir y/u otorgar 
documentos cuya impresión y/o import-
ación se hubiera realizado sin cumplir 
con lo dispuesto en las normas vigentes, 
o emitir y/u otorgar documentos que no 
cumplen con las condiciones de emisión 
para ser considerados documentos elec-
trónicos que soportan los comprobantes 
de pago electrónicos y documentos com-
plementarios a estos.

Numeral 1 Cierre (3) (3-A)

- Emitir y/u otorgar documentos cuya 
impresión y/o importación se hubiera 
realizado cumpliendo lo dispuesto en las 
normas legales o cumpliendo las condi-
ciones de emisión, pero que no reúnen 
los requisitos y características para ser 
considerados como comprobantes de 
pago o como documentos complementa-
rios a éstos, distintos a la guía de remis-
ión.

Numeral 2 50% de la UIT o 
cierre (3) (4)

- Emitir y/u otorgar comprobantes de pago 
o documentos complementarios a és-
tos, distintos a la guía de remisión, que 
no correspondan al régimen del deudor 
tributario, al tipo de operación realizada 
o sin respetar límites establecidos, de 
conformidad con las leyes, reglamentos 
o Resolución de Superintendencia de la 
SUNAT.

Numeral 3 50% de la UIT o 
cierre (3) (4)

(…)”
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“TABLA II 

CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO
 (INFRACCIONES Y SANCIONES)

PERSONAS NATURALES, QUE PERCIBAN RENTA 
DE CUARTA CATEGORÍA, PERSONAS ACOGIDAS 

AL RÉGIMEN ESPECIAL DE RENTA Y OTRAS 
PERSONAS Y ENTIDADES NO INCLUIDAS EN LAS 

TABLAS I Y III, EN LO QUE SEA APLICABLE

(…) 
Infracción Referencia Sanción

2. CONSTITUYEN INFRACCIONES 
RELACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN 
DE EMITIR, OTORGAR Y EXIGIR 
COMPROBANTES DE PAGO Y/U 
OTROS DOCUMENTOS, ASÍ COMO DE 
FACILITAR, A TRAVÉS DE CUALQUIER 
MEDIO, QUE SEÑALE LA SUNAT, 
LA INFORMACIÓN QUE PERMITA 
IDENTIFICAR LOS DOCUMENTOS QUE 
SUSTENTAN EL TRASLADO. 

Artículo 174

- No emitir y/o no otorgar comprobantes de 
pago o documentos complementarios a es-
tos, distintos a la guía de remisión, o emitir 
y/u otorgar documentos no previstos como 
comprobantes de pago por la legislación vi-
gente, o emitir y/u otorgar documentos cuya 
impresión y/o importación se hubiera realiza-
do sin cumplir con lo dispuesto en las normas 
vigentes, o emitir y/u otorgar documentos 
que no cumplen con las condiciones de 
emisión para ser considerados documentos 
electrónicos que soportan los comprobantes 
de pago electrónicos y documentos comple-
mentarios a estos.

Numeral 1 Cierre (3) (3-A)

- Emitir y/u otorgar documentos cuya impresión 
y/o importación se hubiera realizado cum-
pliendo lo dispuesto en las normas legales o 
cumpliendo las condiciones de emisión, pero 
que no reúnen los requisitos y características 
para ser considerados como comprobantes de 
pago o como documentos complementarios a 
éstos, distintos a la guía de remisión.

Numeral 2 25% de la UIT 
o cierre (3) (4)

- Emitir y/u otorgar comprobantes de pago o 
documentos complementarios a éstos, distin-
tos a la guía de remisión, que no correspon-
dan al régimen del deudor tributario, al tipo 
de operación realizada o sin respetar límites 
establecidos, de conformidad con las leyes, 
reglamentos o Resolución de Superintenden-
cia de la SUNAT.

Numeral 3 25% de la UIT 
o cierre (3) (4)

(…).”

“TABLA III 
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO

 (INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS Y ENTIDADES QUE SE ENCUENTREN EN 

EL NUEVO RÉGIMEN ÚNICO SIMPLIFICADO

(…)

 Infracción Referencia Sanción
2. CONSTITUYEN INFRACCIONES 

RELACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN 
DE EMITIR, OTORGAR Y EXIGIR 
COMPROBANTES DE PAGO Y/U 
OTROS DOCUMENTOS, ASÍ COMO DE 
FACILITAR, A TRAVÉS DE CUALQUIER 
MEDIO, QUE SEÑALE LA SUNAT, 
LA INFORMACIÓN QUE PERMITA 
IDENTIFICAR LOS DOCUMENTOS QUE 
SUSTENTAN EL TRASLADO. 

Artículo 174

- No emitir y/o no otorgar comprobantes de 
pago o documentos complementarios a es-
tos, distintos a la guía de remisión, o emitir 
y/u otorgar documentos no previstos como 
comprobantes de pago por la legislación 
vigente, o emitir y/u otorgar documentos 
cuya impresión y/o importación se hubiera 
realizado sin cumplir con lo dispuesto en las 
normas vigentes, o emitir y/u otorgar docu-
mentos que no cumplen con las condiciones 
de emisión para ser considerados documen-
tos electrónicos que soportan los compro-
bantes de pago electrónicos y documentos 
complementarios a estos.

Numeral 1 Cierre (2) (2-A)

 Infracción Referencia Sanción
- Emitir y/u otorgar documentos cuya im-

presión y/o importación se hubiera realiza-
do cumpliendo lo dispuesto en las normas 
legales o cumpliendo las condiciones de 
emisión, pero que no reúnen los requisitos y 
características para ser considerados como 
comprobantes de pago o como documentos 
complementarios a éstos, distintos a la guía 
de remisión.

Numeral 2 0.3% de los I o 
cierre (2) (5)

- Emitir y/u otorgar comprobantes de pago 
o documentos complementarios a éstos, 
distintos a la guía de remisión, que no cor-
respondan al régimen del deudor tributario, 
al tipo de operación realizada o sin respetar 
límites establecidos, de conformidad con las 
leyes, reglamentos o Resolución de Super-
intendencia de la SUNAT.

Numeral 3 0.3% de los I o 
cierre (2) (5)

(…).”

“TABLA I 

CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO
 (INFRACCIONES Y SANCIONES)

PERSONAS Y ENTIDADES GENERADORAS DE 
RENTA DE TERCERA CATEGORÍA INCLUIDAS LAS 

DEL RÉGIMEN MYPE TRIBUTARIO 

(…)

Notas:

(…)

(4) La multa se aplicará en la primera oportunidad 
que el infractor incurra en la infracción, salvo que éste la 
reconozca mediante Acta de Reconocimiento. Para este 
efecto, debe presentar la referida acta dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes a la comisión de la infracción o 
dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha 
en que surte efecto la notifi cación de la comunicación 
en la que se señale que ha incurrido en dicha infracción, 
según sea el caso. La sanción de cierre se aplicará a partir 
de la segunda oportunidad en que el infractor incurra en 
la misma infracción. A tal efecto, se entenderá que ha 
incurrido en una anterior oportunidad cuando la sanción 
de multa respectiva hubiera quedado fi rme y consentida 
en la vía administrativa o se hubiera reconocido la primera 
infracción mediante Acta de Reconocimiento.

 (…).”

“TABLA II 

CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO 
(INFRACCIONES Y SANCIONES)

PERSONAS NATURALES, QUE PERCIBAN RENTA 
DE CUARTA CATEGORÍA, PERSONAS ACOGIDAS 

AL RÉGIMEN ESPECIAL DE RENTA Y OTRAS 
PERSONAS Y ENTIDADES NO INCLUIDAS EN LAS 

TABLAS I Y III, EN LO QUE SEA APLICABLE

(…)

Notas:

(…)

(4) La multa se aplicará en la primera oportunidad que el 
infractor incurra en la infracción, salvo que éste la reconozca 
mediante Acta de Reconocimiento. Para este efecto, debe 
presentar la referida acta dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a la comisión de la infracción o dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes a la fecha en que surte efecto la 
notifi cación de la comunicación en la que se señale que ha 
incurrido en dicha infracción, según sea el caso. La sanción 
de cierre se aplicará a partir de la segunda oportunidad en 
que el infractor incurra en la misma infracción. A tal efecto, 
se entenderá que ha incurrido en una anterior oportunidad 
cuando la sanción de multa respectiva hubiera quedado fi rme 
y consentida en la vía administrativa o se hubiera reconocido 
la primera infracción mediante Acta de Reconocimiento.

(…).”
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“TABLA III 

CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO 
(INFRACCIONES Y SANCIONES)

PERSONAS Y ENTIDADES QUE SE ENCUENTREN EN 
EL NUEVO RÉGIMEN ÚNICO SIMPLIFICADO

(…)

Notas:

(…)

(5) La multa se aplicará en la primera oportunidad 
que el infractor incurra en la infracción, salvo que éste la 
reconozca mediante Acta de Reconocimiento. Para este 
efecto, debe presentar la referida acta dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes a la comisión de la infracción o 
dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha 
en que surte efecto la notifi cación de la comunicación en 
la que se señale que se ha incurrido en dicha infracción, 
según sea el caso. 

(…).”

Artículo 4. Incorporación del numeral 10 del 
artículo 175 y décimo ítem del rubro 3 de las Tablas de 
Infracciones y Sanciones I, II y III del Código Tributario 

Incorpóranse el numeral 10 del artículo 175 y décimo 
ítem del rubro 3 de las Tablas de Infracciones y Sanciones 
I, II y III del Código Tributario, conforme a los siguientes 
textos:

“Artículo 175.- INFRACCIONES RELACIONADAS 
CON LA OBLIGACIÓN DE LLEVAR LIBROS Y/O 
REGISTROS O CONTAR CON INFORMES U OTROS 
DOCUMENTOS 

Constituyen infracciones relacionadas con la 
obligación de llevar libros y/o registros o contar con 
informes u otros documentos:

(…)

10. No registrar o anotar dentro de los plazos 
máximos de atraso, ingresos, rentas, patrimonio, 
bienes, ventas, remuneraciones o actos gravados, o 
registrarlos o anotarlos por montos inferiores en el libro 
y/o registro electrónico que se encuentra obligado a 
llevar de dicha manera de conformidad con las leyes, 
reglamentos o Resolución de Superintendencia de la 
SUNAT.”

“TABLA I 

CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO
(INFRACCIONES Y SANCIONES)

PERSONAS Y ENTIDADES GENERADORAS DE 
RENTA DE TERCERA CATEGORÍA INCLUIDAS LAS 

DEL RÉGIMEN MYPE TRIBUTARIO 

(…)

INFRACCIONES REFERENCIA SANCIÓN
3. CONSTITUYEN INFRACCIONES
RELACIONADAS CON LA
OBLIGACIÓN DE LLEVAR LIBROS
Y/O REGISTROS O CONTAR
CON INFORMES U OTROS
DOCUMENTOS 

Artículo 175

 (…)
- No registrar o anotar dentro de 

los plazos máximos de atraso, 
ingresos, rentas, patrimonio, 
bienes, ventas, remuneraciones 
o actos gravados, o registrarlos 
o anotarlos por montos inferiores 
en el libro y/o registro electrónico 
que se encuentra obligado a llevar 
de dicha manera de conformidad 
con las leyes, reglamentos o 
Resolución de Superintendencia 
de la SUNAT.

Numeral 10
0.6% de los IN

(10) 

“TABLA II

CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO 
(INFRACCIONES Y SANCIONES)

PERSONAS NATURALES QUE PERCIBAN RENTA 
DE CUARTA CATEGORÍA, PERSONAS ACOGIDAS 

AL RÉGIMEN ESPECIAL DE RENTA Y OTRAS 
PERSONAS Y ENTIDADES NO INCLUIDAS EN LAS 

TABLAS I Y III, EN LO QUE SEA APLICABLE

(…)

INFRACCIONES REFERENCIA SANCIÓN

3. CONSTITUYEN INFRACCIONES
RELACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN
DE LLEVAR LIBROS Y/O REGISTROS O
CONTAR CON INFORMES U OTROS
DOCUMENTOS 

Artículo 175

(…)

- No registrar o anotar dentro de los 
plazos máximos de atraso, ingresos, 
rentas, patrimonio, bienes, ventas, 
remuneraciones o actos gravados, o 
registrarlos o anotarlos por montos 
inferiores en el libro y/o registro 
electrónico que se encuentra 
obligado a llevar de dicha manera de 
conformidad con las leyes, reglamentos 
o Resolución de Superintendencia de la 
SUNAT.

Numeral 10 0.6% de los IN
(10)

“TABLA III

CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO 
(INFRACCIONES Y SANCIONES)

PERSONAS Y ENTIDADES QUE SE ENCUENTRAN 
EN EL NUEVO RÉGIMEN ÚNICO SIMPLIFICADO

(…)

INFRACCIONES REFERENCIA SANCIÓN

3. CONSTITUYEN INFRACCIONES
RELACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN
DE LLEVAR LIBROS Y/O REGISTROS O
CONTAR CON INFORMES U OTROS
DOCUMENTOS

Artículo 175

 (…)

- No registrar o anotar dentro de los 
plazos máximos de atraso, ingresos, 
rentas, patrimonio, bienes, ventas, 
remuneraciones o actos gravados, o 
registrarlos o anotarlos por montos 
inferiores en el libro y/o registro 
electrónico que se encuentra obligado a 
llevar de dicha manera de conformidad 
con las leyes, reglamentos o Resolución 
de Superintendencia de la SUNAT.

Numeral 10 0.6% de los I o 
cierre

(2) (3)

Artículo 5. Refrendo 
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA 
FINAL

ÚNICA. Vigencia 
El Decreto Legislativo entra en vigencia al día siguiente 

de su publicación con excepción de las modifi caciones 
referidas a los numerales 1, 2 y 3 del artículo 174, el primer 
párrafo del artículo 183 y el primer, segundo y tercer ítem 
del rubro 2 de las Tablas de Infracciones y Sanciones 
I, II y III, que entrarán en vigencia al día siguiente de la 
entrada en vigencia de la resolución de superintendencia 
que apruebe la tabla a que se refi ere la primera nota sin 
número de las Tablas de Infracciones y Sanciones I, II y III 
del Código Tributario. 
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POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1691026-9

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1421

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante la Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo, la facultad 
de legislar por el plazo de 60 días calendario;

Que, en este sentido, el literal g) del inciso 1 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal establece que el 
Poder Ejecutivo está facultado para legislar en materia 
tributaria y fi nanciera, entre otros, a fi n de modifi car el 
Texto Único Ordenado del Código Tributario aprobado 
mediante el Decreto Supremo N° 133-2013-EF, a fi n de 
contar con procedimientos tributarios más efi cientes;

Que, asimismo el literal h) del inciso 1 del artículo 
2 del citado dispositivo legal establece que el Poder 
Ejecutivo está facultado para legislar en materia 
tributaria y fi nanciera a fi n de establecer los mecanismos 
que permitan al Tribunal Fiscal fortalecer y optimizar su 
gestión, así como el marco normativo que coadyuven a 
garantizar el adecuado cumplimiento de sus funciones y 
brindar un mejor servicio, para lo cual se prohíbe derogar, 
sustituir o modifi car la Ley de Presupuesto y la Ley de 
la Cuenta General de la República; así como regular 
materias reservadas a la Ley 29158, Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo, al Texto Único Ordenado de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, aprobado mediante 
el Decreto Supremo N° 017-93-JUS, o que afecten su 
autonomía;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal g) y h) 
del inciso 1 del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República; 

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA
EL CÓDIGO TRIBUTARIO 

Artículo 1. Objeto
El Decreto Legislativo tiene por objeto modifi car el 

Código Tributario aprobado mediante Decreto Legislativo 
Nº 816, cuyo Texto Único Ordenado ha sido aprobado 
mediante Decreto Supremo Nº 133-2013-EF, a fi n de 
contar con procedimientos tributarios más efi cientes y 
fortalecer la gestión del Tribunal Fiscal.

Artículo 2. Defi nición
Para efecto del Decreto Legislativo se entenderá 

por Código Tributario al aprobado mediante Decreto 

Legislativo Nº 816 cuyo Texto Único Ordenado ha sido 
aprobado mediante Decreto Supremo Nº 133-2013-EF.

Artículo 3. Modifi cación del numeral 3 del artículo 
78, artículo 100, literal h) del artículo 120, primer 
párrafo del artículo 141, primer párrafo del artículo 
148, artículo 150 y artículo 156 del Código Tributario.

Modifícase el numeral 3 del artículo 78, el artículo 100, 
el literal h) del artículo 120, primer párrafo del artículo 141, 
primer párrafo del artículo 148, artículo 150 y artículo 156 
del Código Tributario, conforme a los siguientes textos:

“Artículo 78. ORDEN DE PAGO 
La orden de pago es el acto en virtud del cual la 

Administración exige al deudor tributario la cancelación de 
la deuda tributaria, sin necesidad de emitirse previamente 
la resolución de determinación, en los casos siguientes:

(…)
3. Por tributos derivados de errores materiales 

de redacción o de cálculo en las declaraciones, 
comunicaciones o documentos de pago. Para determinar 
el monto de la orden de pago, la Administración Tributaria 
considera la base imponible del período, las pérdidas, los 
saldos a favor o créditos declarados en períodos anteriores 
y los pagos a cuenta realizados en estos últimos. 

Para efectos de este numeral, también se considera 
error:

a) Al originado por el deudor tributario al consignar una 
tasa inexistente.

b) Tratándose del arrastre de pérdidas, al monto de 
la pérdida:

i. Que no corresponda con el determinado por el 
deudor tributario en la declaración jurada anual del 
impuesto a la renta correspondiente al ejercicio en que se 
generó la pérdida.

ii. Cuyo arrastre se realice incorrectamente en las 
declaraciones posteriores a la declaración a que se refi ere 
el acápite anterior.

 (….)”.
 
“Artículo 100. DEBER DE ABSTENCIÓN DE LOS 

VOCALES Y RESOLUTORES – SECRETARIOS DE 
ATENCIÓN DE QUEJAS DEL TRIBUNAL FISCAL

Los Vocales y Resolutores - Secretarios de Atención 
de Quejas del Tribunal Fiscal, bajo responsabilidad, 
se abstendrán de resolver en los casos previstos en 
el artículo 97 del Texto Único Ordenado de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General.

La causal prevista por el numeral 1) del mencionado 
artículo 97 también es aplicable cuando el Vocal 
o Resolutor - Secretario de Atención de Quejas es 
cónyuge, conviviente, pariente dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afi nidad con miembros de 
la Administración Tributaria que tengan o hayan tenido, 
según corresponda, participación directa y activa en los 
procedimientos que dieron origen a los actos que son 
materia de apelación o queja en el Tribunal Fiscal, lo que 
debe acreditarse documentariamente.

Asimismo, la causal prevista por el numeral 5) del 
mismo artículo 97 también es aplicable cuando el Vocal o 
Resolutor - Secretario de Atención de Quejas haya tenido 
en los últimos doce (12) meses relación de servicio o de 
subordinación con la Administración Tributaria de la que 
proviene el expediente, siempre que el Vocal o Resolutor - 
Secretario de Atención de Quejas haya tenido participación 
directa y activa en los procedimientos que dieron origen a 
los actos que son materia de apelación o queja en el Tribunal 
Fiscal, lo que debe acreditarse documentariamente”.

“Artículo 120. INTERVENCIÓN EXCLUYENTE DE 
PROPIEDAD

(…)

h)  El apelante y la Administración Tributaria pueden 
solicitar el uso de la palabra conforme con el segundo 
párrafo del artículo 150.

(…)”.
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“ARTÍCULO 141. MEDIOS PROBATORIOS 
EXTEMPORÁNEOS

No se admite como medio probatorio bajo 
responsabilidad, el que habiendo sido requerido por 
la Administración Tributaria durante el proceso de 
verifi cación o fi scalización no ha sido presentado y/o 
exhibido, salvo que el deudor tributario pruebe que 
la omisión no se generó por su causa o acredite la 
cancelación del monto reclamado vinculado a las pruebas 
presentadas actualizado a la fecha de pago, o presente 
carta fi anza bancaria o fi nanciera u otra garantía por 
dicho monto que la Administración Tributaria establezca 
por resolución de superintendencia, actualizada hasta 
por nueve (9) meses o doce (12) meses tratándose 
de la reclamación de resoluciones emitidas como 
consecuencia de la aplicación de las normas de precios 
de transferencia o veinte (20) días hábiles tratándose 
de la reclamación de resoluciones de multa que 
sustituyan a aquellas que establezcan sanciones de 
comiso de bienes, internamiento temporal de vehículos 
y cierre temporal de establecimiento u ofi cina de 
profesionales independientes, posteriores de la fecha de 
la interposición de la reclamación. Lo señalado en este 
párrafo no es aplicable si no se ha determinado importe a 
pagar en el acto administrativo impugnado, supuesto en 
el cual, no corresponde exigir ni la cancelación del monto 
reclamado vinculado con las pruebas presentadas ni la 
presentación de carta fi anza, ni que el deudor tributario 
pruebe que la omisión no se generó por su causa.

(…)”.
 
“Artículo 148. MEDIOS PROBATORIOS 

ADMISIBLES
No se admite como medio probatorio ante el Tribunal 

Fiscal la documentación que habiendo sido requerida en 
primera instancia no hubiera sido presentada y/o exhibida 
por el deudor tributario. Sin embargo, dicho órgano 
resolutor debe admitir y actuar aquellas pruebas en las 
que el deudor tributario demuestre que la omisión de 
su presentación no se generó por su causa. Asimismo, 
el Tribunal Fiscal debe aceptarlas cuando el deudor 
tributario acredite la cancelación del monto impugnado 
vinculado a las pruebas no presentadas y/o exhibidas 
por el deudor tributario en primera instancia, el cual debe 
encontrarse actualizado a la fecha de pago, o presente 
carta fi anza bancaria o fi nanciera por dicho monto, 
actualizado hasta por doce (12) meses, o dieciocho 
(18) meses tratándose de la apelación de resoluciones 
emitidas como consecuencia de la aplicación de 
normas de precios de transferencia, o veinte (20) días 
hábiles tratándose de apelación de resoluciones que 
resuelven reclamaciones contra resoluciones de multa 
que sustituyan a aquellas que establezcan sanciones de 
comiso de bienes, internamiento temporal de vehículos 
y cierre temporal de establecimiento u ofi cinas de 
profesionales independientes; posteriores a la fecha de 
interposición de la apelación. Lo señalado en este párrafo 
no es aplicable si no se ha determinado importe a pagar en 
el acto administrativo impugnado, supuesto en el cual, no 
corresponde exigir ni la cancelación del monto impugnado 
vinculado a las pruebas no presentadas y/o exhibidas en 
primera instancia, ni la presentación de carta fi anza, ni 
que el deudor tributario demuestre que la omisión de su 
presentación no se generó por su causa.

(…)”.

“Artículo 150. PLAZO PARA RESOLVER LA 
APELACIÓN

El Tribunal Fiscal resolverá las apelaciones dentro 
del plazo de doce meses (12) meses contados a partir 
de la fecha de ingreso de los actuados al Tribunal. 
Tratándose de la apelación de resoluciones emitidas 
como consecuencia de la aplicación de las normas de 
precios de transferencia, el Tribunal Fiscal resolverá las 
apelaciones dentro del plazo de dieciocho (18) meses 
contados a partir de la fecha de ingreso de los actuados 
al Tribunal.

El apelante puede solicitar el uso de la palabra 
únicamente al interponer el recurso de apelación. En el 
caso de la Administración Tributaria, solamente puede 

hacerlo en el documento mediante el que eleva el 
expediente de apelación, debiendo el Tribunal Fiscal 
señalar una misma fecha y hora para el informe de ambas 
partes. 

El Tribunal Fiscal no concede el uso de la palabra:

- Cuando considere que las apelaciones de puro 
derecho presentadas no califi can como tales.

- Cuando declare la nulidad del concesorio de la 
apelación.

- En las quejas.
- En las solicitudes presentadas al amparo del artículo 

153.
- En las apelaciones interpuestas contra resoluciones 

emitidas en cumplimiento de lo ordenado por el Tribunal 
Fiscal, cuando éste ya ha emitido pronunciamiento 
sobre el fondo de la controversia y/o el análisis sobre el 
cumplimiento verse únicamente sobre liquidaciones de 
montos.

Las partes pueden presentar alegatos dentro de 
los tres (3) días posteriores a la realización del informe 
oral. En el caso de sanciones de internamiento temporal 
de vehículos, comiso de bienes y cierre temporal de 
establecimiento u ofi cina de profesionales independientes, 
así como de las que las sustituyan, y en el caso de 
intervenciones excluyentes de propiedad, dicho plazo es 
de un (1) día. Los escritos presentados con posterioridad 
solamente son evaluados si habiendo transcurrido veinte 
(20) días hábiles desde que se llevó a cabo el informe 
oral, no se ha emitido la resolución correspondiente. 
De exceder el plazo de veinte (20) días hábiles o en los 
expedientes de apelación en los que no se ha llevado 
a cabo informe oral, se consideran para resolver los 
alegatos escritos presentados hasta los cinco (5) días 
hábiles anteriores a la fecha de emisión de la resolución 
por la Sala Especializada correspondiente que resuelve 
la apelación.

Cuando el Tribunal Fiscal constate la existencia de 
vicios de nulidad, además de la declaración de nulidad 
debe pronunciarse sobre el fondo del asunto, de contarse 
con los elementos sufi cientes para ello, salvaguardando 
los derechos de los administrados. Cuando no sea posible 
pronunciarse sobre el fondo del asunto, se dispone la 
reposición del procedimiento al momento en que se 
produjo el vicio de nulidad.

(…)”.

“Artículo 156. RESOLUCIONES DE CUMPLIMIENTO
Las resoluciones del Tribunal Fiscal son cumplidas 

por los funcionarios de la Administración Tributaria, bajo 
responsabilidad.

En caso que se requiera expedir resolución de 
cumplimiento o emitir informe, se cumple con el trámite 
en el plazo máximo de noventa (90) días hábiles de 
notifi cado el expediente a la Administración Tributaria, 
debiendo iniciarse la tramitación de la resolución de 
cumplimiento dentro de los quince (15) primeros días 
hábiles del referido plazo, bajo responsabilidad, salvo que 
el Tribunal Fiscal señale plazo distinto.

Contra la resolución de cumplimiento se podrá 
interponer recurso de apelación dentro del plazo de 
quince (15) días hábiles siguientes a aquél en que se 
efectuó su notifi cación. En este caso la controversia 
únicamente estará destinada a determinar si se ha dado 
estricto cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal Fiscal, 
por lo que los alegatos que no estén relacionados con 
dicho cumplimiento se tienen por no presentados. El 
Tribunal Fiscal resolverá la apelación dentro del plazo de 
seis (6) meses contados a partir de la fecha de ingreso de 
los actuados al Tribunal Fiscal.

En caso se requiera expedir resolución para dar 
cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal Fiscal en la 
vía de la queja, la Administración Tributaria cumplirá 
lo ordenado en un plazo máximo de veinte (20) días 
hábiles. El plazo se cuenta a partir de la notifi cación del 
expediente a la Administración Tributaria, debiéndose 
iniciar la tramitación de la resolución de cumplimiento 
dentro de los cinco (5) primeros días hábiles del referido 
plazo, bajo responsabilidad.” 
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Artículo 4. Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Única. Error en la determinación de los pagos a 
cuenta del impuesto a la renta producto del error en el 
arrastre de pérdidas

Tratándose de los pagos a cuenta del impuesto a la 
renta y la aplicación del artículo 78 del Código Tributario 
también se considera error si para efecto de la liquidación 
de aquellos se hubiera incurrido en los supuestos a que 
se refi ere el literal b) del numeral 3 del citado artículo 
modifi cado por el Decreto Legislativo.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Primera. Cómputo del plazo de prescripción
Tratándose de procedimientos en trámite y/o 

pendientes de resolución el inicio del plazo prescriptorio 
para exigir el cobro de la deuda tributaria contenida en 
resoluciones de determinación o de multa cuyo plazo de 
prescripción de la acción para determinar la obligación 
tributaria o para aplicar sanciones se inició hasta el 1 de 
enero de 2012, notifi cadas a partir del 28 de setiembre de 
2012 dentro del plazo de prescripción, se computa a partir 
del día siguiente de la notifi cación de tales resoluciones 
conforme con el numeral 7 del artículo 44 del Código 
Tributario.

Segunda. Uso de la palabra para expedientes en 
trámite

A efecto de solicitar el uso de la palabra, en el caso de 
apelaciones presentadas antes de la entrada en vigencia 
del Decreto Legislativo, es de aplicación el inciso h) del 
artículo 120 y el segundo, tercero y cuarto párrafo del 
artículo 150 del Código Tributario según corresponda, 
según texto vigente antes de las modifi caciones previstas 
en la presente norma respecto de los citados artículos.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1691026-10

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1422

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que mediante la Ley Nº 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de  
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo, la facultad 
de legislar por el plazo de sesenta (60) días calendario;

Que, en ese sentido, el literal g) del inciso 1 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal establece que el 
Poder Ejecutivo está facultado para, entre otros, modifi car 
el Código Tributario a fi n de brindar mayores garantías 

a los contribuyentes en la aplicación de la Norma XVI 
del Título Preliminar estableciendo la confi guración de 
infracciones y sanciones vinculadas con dicha disposición; 
establecer parámetros para su no aplicación a las micro y 
pequeñas empresas (MYPE); y ampliar los supuestos de 
responsabilidad solidaria de los representantes legales por 
aplicación de la cláusula antielusiva general, garantizando 
el derecho al debido proceso de los contribuyentes; 
además, de establecer modifi caciones a fi n de contar con 
procedimientos más efi cientes;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal g) del 
inciso 1 del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros y
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO TRIBUTARIO

Artículo 1.- Objeto
El Decreto Legislativo tiene por objeto brindar mayores 

garantías a los contribuyentes en la aplicación de la Norma 
XVI del Título Preliminar del Código Tributario, así como, 
dotar a la Administración Tributaria de herramientas para 
su efectiva implementación.

Artículo 2.- Defi nición
Para efecto del Decreto Legislativo se entiende 

por Código Tributario al aprobado mediante Decreto 
Legislativo N° 816, cuyo Texto Único Ordenado ha sido 
aprobado por el Decreto Supremo N° 133-2013-EF.

Artículo 3.- Modifi cación del numeral 3 del artículo 
62-A, del segundo párrafo del artículo 125, del segundo 
párrafo de artículo 131, del numeral 5 del artículo 177, 
del quinto ítem del rubro 5 de la Tabla de Infracciones 
y Sanciones I, II y III referido a la infracción del 
numeral 5 del artículo 177 de la Tabla de Infracciones 
y Sanciones I, II y III del Código Tributario.

Modifícanse el numeral 3 del artículo 62-A, el segundo 
párrafo del artículo 125 y el segundo párrafo del artículo 
131, el numeral 5 del artículo 177, el quinto ítem del 
rubro 5 de las Tablas de Infracciones y Sanciones I, II y 
III referido a la infracción del numeral 5 del artículo 177 de 
las Tablas de Infracciones y Sanciones I, II y III del Código 
Tributario, conforme a los siguientes textos:

“Artículo 62-A. PLAZO DE LA FISCALIZACIÓN 
DEFINITIVA

(…)
3. Excepciones al plazo: El plazo señalado en 

el presente artículo no es aplicable en el caso de 
procedimientos de fi scalización efectuados por aplicación 
de las normas de precios de transferencias o en los 
procedimientos de fi scalización defi nitiva en los que 
corresponda remitir el informe a que se refi ere el artículo 
62-C al Comité Revisor.

(…).”

“Artículo 125. MEDIOS PROBATORIOS
(…)
El plazo para ofrecer las pruebas y actuarlas será de 

treinta (30) días hábiles, contados a partir de la fecha en 
que se interpone el recurso de reclamación o apelación. El 
vencimiento de dicho plazo no requiere declaración expresa, 
tampoco es necesario que la administración tributaria 
requiera la actuación de las pruebas ofrecidas por el deudor 
tributario. Tratándose de las resoluciones emitidas como 
consecuencia de la aplicación de las normas de precios de 
transferencia o de la Norma XVI del Título Preliminar, el plazo 
para ofrecer y actuar las pruebas será de cuarenta y cinco 
(45) días hábiles. Asimismo, en el caso de las resoluciones 
que establezcan sanciones de comiso de bienes, 
internamiento temporal de vehículos y cierre temporal de 
establecimiento u ofi cina de profesionales independientes, 
así como las resoluciones que las sustituyan, el plazo para 
ofrecer y actuar las pruebas será de cinco (5) días hábiles.

(…).” 
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“Artículo 131. PUBLICIDAD DE LOS EXPEDIENTES
(…)
Tratándose de un procedimiento de fi scalización o de 

verifi cación, los deudores tributarios o sus representantes o 
apoderados tendrán acceso únicamente a los expedientes en 
los que son parte y se encuentren culminados, salvo cuando 
se trate del expediente del procedimiento en el que se le 
notifi que el informe a que se refi ere el artículo 62-C. El acceso 
no incluye aquella información de terceros comprendida en la 
reserva tributaria. El representante o apoderado que actúe en 
nombre del deudor tributario debe acreditar su representación 
conforme a lo establecido en el artículo 23. 

(…).”

“Artículo 177. INFRACCIONES RELACIONADAS 
CON LA OBLIGACIÓN DE PERMITIR EL CONTROL DE 
LA ADMINISTRACIÓN, INFORMAR Y COMPARECER 
ANTE LA MISMA

(…)

5. No proporcionar la información o documentos 
que sean requeridos por la Administración sobre sus 
actividades o las de terceros con los que guarde relación o 
proporcionarla sin observar la forma, plazos y condiciones 
que establezca la Administración Tributaria, incluyendo el 
no proporcionar la información a que se refi ere el segundo 
párrafo del artículo 62-C o proporcionarla sin cumplir con 
la forma y condiciones establecidas mediante resolución 
de superintendencia.

(…)”.

“TABLA I
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO 

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS Y ENTIDADES GENERADORES DE 

RENTA DE TERCERA CATEGORÍA INCLUIDAS LAS 
DEL RÉGIMEN MYPE TRIBUTARIO

(…)

Infracciones Referencia Sanción
(…)
5. CONSTITUYEN INFRACCIONES REL-
ACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN DE 
PERMITIR EL CONTROL DE LA ADMINIS-
TRACIÓN, INFORMAR Y COMPARECER 
ANTE LA MISMA

Artículo 
177

(…)

- No proporcionar la información o doc-
umentos que sean requeridos por la Ad-
ministración sobre sus actividades o las 
de terceros con los que guarde relación 
o proporcionarla sin observar la forma, 
plazos y condiciones que establezca la 
Administración Tributaria, incluyendo el no 
proporcionar la información a que se refi ere 
el segundo párrafo del artículo 62-C o pro-
porcionarla sin cumplir con la forma y condi-
ciones establecidas mediante resolución de 
superintendencia.

Numeral 5 0.3% de los IN
(11)

(…)”.

“TABLA II
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS NATURALES QUE PERCIBAN RENTA 
DE CUARTA CATEGORÍA, PERSONAS ACOGIDAS 

AL RÉGIMEN ESPECIAL DE RENTA Y OTRAS 
PERSONAS Y ENTIDADES NO INCLUIDAS EN LAS 

TABLAS I Y III, EN LO QUE SEA APLICABLE

(…)

Infracciones Referencia Sanción
(…)

5. CONSTITUYEN INFRACCIONES REL-
ACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN DE 
PERMITIR EL CONTROL DE LA ADMINIS-
TRACIÓN, INFORMAR Y COMPARECER 
ANTE LA MISMA

Artículo
177

Infracciones Referencia Sanción
(…)
No proporcionar la información o docu-
mentos que sean requeridos por la Ad-
ministración sobre sus actividades o las 
de terceros con los que guarde relación 
o proporcionarla sin observar la forma, 
plazos y condiciones que establezca la 
Administración Tributaria, incluyendo el no 
proporcionar la información a que se refi ere 
el segundo párrafo del artículo 62-C o pro-
porcionarla sin cumplir con la forma y condi-
ciones establecidas mediante resolución de 
superintendencia.

Numeral 5 0.3% de los IN
(11)

(…).”

“TABLA III
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS Y ENTIDADES QUE SE ENCUENTRAN 

EN EL NUEVO RÉGIMEN ÚNICO SIMPLIFICADO

(…)

Infracción Referencia Sanción
(…)
 5. CONSTITUYEN INFRACCIONES REL-
ACIONADAS CON LA OBLIGACIÓN DE 
PERMITIR EL CONTROL DE LA ADMINIS-
TRACIÓN, INFORMAR Y COMPARECER 
ANTE LA MISMA

Artículo
177

(…)
- No proporcionar la información o doc-
umentos que sean requeridos por la Ad-
ministración sobre sus actividades o las 
de terceros con los que guarde relación 
o proporcionarla sin observar la forma, 
plazos y condiciones que establezca la 
Administración Tributaria, incluyendo el no 
proporcionar la información a que se refi ere 
el segundo párrafo del artículo 62-C o pro-
porcionarla sin cumplir con la forma y condi-
ciones establecidas mediante resolución de 
superintendencia.

Numeral 5 0.3% de los I o 
cierre (2) (3).

(…).”

Artículo 4.- Incorporación del numeral 13 del tercer 
párrafo del artículo 16, del artículo 62-C, del segundo 
párrafo del numeral 6 del artículo 77, del numeral 9 
del artículo 178, del noveno ítem del rubro 6 de las 
Tablas de Infracciones y Sanciones I, II y III referido 
a la infracción del numeral 9 del artículo 178 y de la 
Nota (23) de las Tablas de Infracciones y Sanciones 
Tributarias I y II y de la Nota (15) de la Tabla de 
Infracciones y Sanciones III del Código Tributario.

Incorpóranse el numeral 13 del tercer párrafo del 
artículo 16, el artículo 62-C, el segundo párrafo del 
numeral 6 del artículo 77 del Código Tributario, el numeral 
9 del artículo 178, el noveno ítem del rubro 6 de las 
Tablas de Infracciones y Sanciones I, II y III referido a la 
infracción del numeral 9 del artículo 178 y la Nota (23) de 
las Tablas de Infracciones y Sanciones Tributarias I y II y 
la Nota (15) de la Tabla de Infracciones y Sanciones III del 
Código Tributario, en los siguientes términos: 

“Artículo 16. REPRESENTANTES - RESPONSABLES 
SOLIDARIOS

(…)
Se considera que existe dolo, negligencia grave o 

abuso de facultades, salvo prueba en contrario, cuando 
el deudor tributario:

(…)
13. Sea sujeto de la aplicación de los párrafos 

segundo al quinto de la Norma XVI del Título Preliminar. 
La responsabilidad se atribuye a los representantes 
legales siempre que hayan colaborado con el diseño 
o la aprobación o la ejecución de actos, situaciones o 
relaciones económicas previstas en los párrafos segundo 
al quinto de la Norma XVI.

(…).”
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“Artículo 62-C. APLICACIÓN DE LOS PÁRRAFOS 
SEGUNDO AL QUINTO DE LA NORMA XVI

La aplicación de los párrafos segundo al quinto de 
la Norma XVI del Título Preliminar se efectúa en un 
procedimiento de fi scalización defi nitiva y siempre que el 
órgano de la SUNAT que lleva a cabo dicho procedimiento 
cuente previamente con la opinión favorable de un Comité 
Revisor. La competencia del Comité Revisor alcanza 
a los casos en los cuales en el mismo procedimiento de 
fi scalización en el que se aplican los párrafos segundo al 
quinto antes mencionados también se presentan actos, 
situaciones y relaciones económicas contempladas en los 
párrafos primero y sexto de la Norma XVI citada.

Para efecto de lo dispuesto en el párrafo anterior, el 
órgano que lleva a cabo el procedimiento de fi scalización 
defi nitiva debe emitir un informe que es remitido, 
conjuntamente con el expediente de fi scalización, al 
Comité Revisor. Dicho informe se notifi ca al sujeto 
fi scalizado, quien debe declarar al órgano que lleva a cabo 
el referido procedimiento de fi scalización los datos de todos 
los involucrados en el diseño o aprobación o ejecución de 
los actos, situaciones o relaciones económicas materia 
del referido informe, en la forma, condiciones que se 
establezcan mediante resolución de superintendencia. La 
omisión a la declaración antes señalada, o la declaración sin 
cumplir con la forma y condiciones establecidas mediante 
resolución de superintendencia implica la comisión de la 
infracción prevista en el numeral 5 del artículo 177.

El Comité Revisor, antes de emitir opinión, debe citar al 
sujeto fi scalizado para que exponga sus razones respecto 
de la observación contenida en el informe elaborado por el 
órgano que lleva a cabo el procedimiento de fi scalización. 

El sujeto fi scalizado puede solicitar, por única vez, 
la prórroga de la fecha en la que debe presentarse ante 
el Comité Revisor. Para tal efecto, debe presentar una 
solicitud sustentada hasta el tercer (3) día hábil anterior a la 
fecha fi jada. El Comité Revisor puede conceder la prórroga 
por diez (10) días hábiles más y debe notifi car su respuesta 
al sujeto fi scalizado hasta el día anterior a la fecha en 
que dicho sujeto debía presentarse. De no producirse 
la notifi cación en la oportunidad indicada, se entiende 
concedida la prórroga. 

El Comité Revisor debe emitir su opinión sustentada, 
bajo responsabilidad, dentro de los treinta (30) días hábiles 
siguientes a la fecha en que el sujeto fi scalizado se presentó 
ante él o de la fecha fi jada para dicha presentación, en caso 
de no concurrencia del sujeto fi scalizado. 

El Comité Revisor está conformado por tres (3) 
funcionarios de la SUNAT, ejerciendo uno de ellos las 
funciones de secretaría, cuyos cargos, áreas y designación 
se establece por resolución de superintendencia. Además, 
para ser designado miembro del Comité Revisor se 
requiere ser de profesión abogado o contador, y tener 
experiencia no menor de diez (10) años en labores de 
determinación tributaria y/o auditoría y/o interpretación de 
normas tributarias desempeñados en el sector público. 

El Comité Revisor adopta opinión por mayoría y se 
pronuncia sobre la existencia o no de elementos sufi cientes 
para aplicar los párrafos segundo al quinto de la Norma XVI 
del Título Preliminar, salvo que considere necesario evaluar 
aspectos no expuestos en el informe o complementar este, 
en cuyo caso dispone la devolución del informe con el 
expediente de fi scalización al órgano de la SUNAT que 
lleva a cabo el procedimiento de fi scalización defi nitiva.

La opinión del Comité Revisor es vinculante para 
el órgano de la SUNAT que realiza el procedimiento de 
fi scalización defi nitiva y debe ser notifi cada al sujeto 
fi scalizado.

El documento que contiene la opinión del Comité 
Revisor sobre la existencia o no de elementos sufi cientes 
para aplicar los párrafos segundo al quinto de la Norma XVI 
del Título Preliminar no constituye un acto susceptible de 
ser impugnado, y forma parte del expediente.”

“Artículo 77. REQUISITOS DE LAS RESOLUCIONES 
DE DETERMINACIÓN Y DE MULTA

(…)
6. 
(…)
La resolución de determinación que se notifi que al 

sujeto fi scalizado como resultado de la aplicación de la 

Norma XVI del Título Preliminar expresa, adicionalmente, 
la descripción del acto, situación o relación económica 
que genera su aplicación, el detalle de la norma que 
se considera aplicable y las razones que sustentan la 
aplicación de la referida Norma XVI.

(…)”.

“Artículo 178. INFRACCIONES RELACIONADAS 
CON EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES 
TRIBUTARIAS

(…)
9. Determinar una menor deuda tributaria o un mayor 

o inexistente saldo o crédito a favor, pérdida tributaria o 
crédito por tributos, u obtener una devolución indebida o 
en exceso al incurrir en el tercer párrafo de la Norma XVI 
del Título Preliminar. En caso el infractor, al determinar 
su obligación tributaria, hubiese incurrido además en la 
infracción prevista en el numeral 1 del artículo 178, la 
sanción aplicable por dicha infracción también se regulará 
por lo dispuesto en este numeral.”

“TABLA I

CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO 
(INFRACCIONES Y SANCIONES)

PERSONAS Y ENTIDADES GENERADORES DE 
RENTA DE TERCERA CATEGORÍA INCLUIDAS LAS 

DEL RÉGIMEN MYPE TRIBUTARIO

(…)

Infracciones Referencia Sanción
(…)

6. CONSTITUYEN INFRACCIONES RELA-
CIONADAS CON EL CUMPLIMIENTO DE 
LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS

Artículo
178

(…)

- Determinar una menor deuda tributaria 
o un mayor o inexistente saldo o crédito a 
favor, pérdida tributaria o crédito por tribu-
tos, u obtener una devolución indebida o en 
exceso al incurrir en el tercer párrafo de la 
Norma XVI del Título Preliminar. En caso el 
infractor, al determinar su obligación tributar-
ia, hubiese incurrido además en la infracción 
prevista en el numeral 1 del artículo 178, la 
sanción aplicable por dicha infracción tam-
bién se regulará por lo dispuesto en este 
numeral.”

Numeral 9 50% del tributo 
omitido, o 50% 

del saldo, crédito 
u otro concepto 

similar determinado 
indebidamente o el 
15% de la pérdida 
tributaria indebida, 

o el 100% del 
monto devuelto 

indebidamente o en 
exceso (23).

“TABLA II
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS NATURALES QUE PERCIBAN RENTA 
DE CUARTA CATEGORÍA, PERSONAS ACOGIDAS 

AL RÉGIMEN ESPECIAL DE RENTA Y OTRAS 
PERSONAS Y ENTIDADES NO INCLUIDAS EN LAS 

TABLAS I Y III, EN LO QUE SEA APLICABLE

(…)

Infracciones Referencia Sanción
(…)
6. CONSTITUYEN INFRACCIONES RELA-
CIONADAS CON EL CUMPLIMIENTO DE 
LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS

Artículo
178

(…)

- Determinar una menor deuda tributaria 
o un mayor o inexistente saldo o crédito a 
favor, pérdida tributaria o crédito por tribu-
tos u obtener una devolución indebida o en 
exceso al incurrir en el tercer párrafo de la 
Norma XVI del Título Preliminar. En caso el 
infractor, al determinar su obligación tributar-
ia, hubiese incurrido además en la infracción 
prevista en el numeral 1 del artículo 178, la 
sanción aplicable por dicha infracción tam-
bién se regulará por lo dispuesto en este 
numeral.”

Numeral 9  50% del tributo 
omitido, o 50% 

del saldo, crédito 
u otro concepto 

similar determinado 
indebidamente o el 
15% de la pérdida 
tributaria indebida, 

o el 100% del 
monto devuelto 

indebidamente o en 
exceso (23).
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“TABLA III
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS Y ENTIDADES QUE SE ENCUENTRAN 

EN EL NUEVO RÉGIMEN ÚNICO SIMPLIFICADO

(…)

Infracciones Referencia Sanción
(…)
6. CONSTITUYEN INFRACCIONES RELA-
CIONADAS CON EL CUMPLIMIENTO DE 
LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS

Artículo
178

(…)

- Determinar una menor deuda tributaria 
o un mayor o inexistente saldo o crédito a 
favor, pérdida tributaria o crédito por tribu-
tos u obtener una devolución indebida o en 
exceso al incurrir en el tercer párrafo de la 
Norma XVI del Título Preliminar. En caso el 
infractor, al determinar su obligación tributar-
ia, hubiese incurrido además en la infracción 
prevista en el numeral 1 del artículo 178, la 
sanción aplicable por dicha infracción tam-
bién se regulará por lo dispuesto en este 
numeral.”

Numeral 9 50% del tributo 
omitido, o 50% 

del saldo, crédito 
u otro concepto 

similar determinado 
indebidamente o el 
15% de la pérdida 
tributaria indebida, 

o el 100% del 
monto devuelto 

indebidamente o en 
exceso (15).

“TABLA I
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO 

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS Y ENTIDADES GENERADORES DE 

RENTA DE TERCERA CATEGORÍA INCLUIDAS LAS 
DEL RÉGIMEN MYPE TRIBUTARIO

(…)

(23) a) El tributo omitido o el saldo, crédito u otro concepto 
similar determinado indebidamente o pérdida indebidamente 
declarada, será la diferencia entre el tributo resultante o el 
saldo, crédito u otro concepto similar o pérdida del período 
o ejercicio gravable, obtenido por autoliquidación o, en su 
caso, como producto de la fi scalización, y el declarado como 
tributo resultante o el declarado como saldo, crédito u otro 
concepto similar o pérdida de dicho período o ejercicio. Para 
estos efectos no se tomará en cuenta los saldos a favor de 
los períodos anteriores, ni las pérdidas netas compensables 
de ejercicios anteriores, ni los pagos anticipados y 
compensaciones efectuadas.

Para tal efecto, se entiende por tributo resultante:

En el caso del Impuesto a la Renta, al impuesto 
calculado considerando los créditos con y sin derecho a 
devolución, con excepción del saldo a favor del período 
anterior.

En caso los referidos créditos excedan el Impuesto 
calculado, el resultado será considerado saldo a favor.

En el caso del Impuesto General a las Ventas, al resultado 
de la diferencia entre el impuesto bruto y del crédito fi scal 
del período. En caso el referido crédito exceda el impuesto 
bruto, el resultado será considerado saldo a favor.

En el caso de los demás tributos, el resultado de 
aplicar la alícuota a la base imponible establecida en las 
leyes correspondientes.

b) En el Impuesto General a las Ventas, en caso se 
declare un saldo a favor correspondiendo declarar un 
tributo resultante, el monto de la multa será la suma del 
50% del tributo determinado y el 50% del monto declarado 
indebidamente como saldo a favor.

c) En el caso del Impuesto a la Renta Anual:

- En caso se declare un saldo a favor correspondiendo 
declarar un tributo resultante, el monto de la multa será la 
suma del 50% del saldo a favor declarado indebidamente 
y el 50% del tributo determinado.

- En caso se declare una pérdida correspondiendo 
declarar un tributo resultante, el monto de la multa será la 
suma del 15% de la pérdida declarada indebidamente y el 
50% del tributo determinado.

- En caso se declare un saldo a favor indebido y una 
pérdida indebida, el monto de la multa será la suma del 

50% del saldo a favor declarado indebidamente y el 15% 
de la pérdida declarada indebidamente.

- En caso se declare un saldo a favor indebido y una 
pérdida indebida, correspondiendo declarar un tributo 
resultante, el monto de la multa será la suma del 50% 
del saldo a favor indebido, 15% de la pérdida declarada 
indebidamente y el 50% del tributo determinado.

d) Para la aplicación de lo dispuesto en la presente 
nota, tratándose de los deudores tributarios que tienen 
una tasa distinta a la establecida en el Régimen General 
del Impuesto a la Renta y que hubieran declarado una 
pérdida indebida, la multa se calculará considerando, para 
el procedimiento de su determinación, en lugar del 15%, el 
50% de la tasa del Impuesto a la Renta que le corresponda.”

“TABLA II
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS NATURALES QUE PERCIBAN RENTA 
DE CUARTA CATEGORÍA, PERSONAS ACOGIDAS 

AL RÉGIMEN ESPECIAL DE RENTA Y OTRAS 
PERSONAS Y ENTIDADES NO INCLUIDAS EN LAS 

TABLAS I Y III, EN LO QUE SEA APLICABLE

(…)
(23) a) El tributo omitido o el saldo, crédito u otro concepto 

similar determinado indebidamente o pérdida indebidamente 
declarada, será la diferencia entre el tributo resultante o el 
saldo, crédito u otro concepto similar o pérdida del período 
o ejercicio gravable, obtenido por autoliquidación o, en su 
caso, como producto de la fi scalización, y el declarado como 
tributo resultante o el declarado como saldo, crédito u otro 
concepto similar o pérdida de dicho período o ejercicio. Para 
estos efectos no se tomará en cuenta los saldos a favor de 
los períodos anteriores, ni las pérdidas netas compensables 
de ejercicios anteriores, ni los pagos anticipados y 
compensaciones efectuadas.

Para tal efecto, se entiende por tributo resultante:

En el caso del Impuesto a la Renta, al impuesto calculado 
considerando los créditos con y sin derecho a devolución, 
con excepción del saldo a favor del período anterior.

En caso los referidos créditos excedan el Impuesto 
calculado, el resultado será considerado saldo a favor.

En el caso del Impuesto General a las Ventas, al resultado 
de la diferencia entre el impuesto bruto y del crédito fi scal 
del período. En caso el referido crédito exceda el impuesto 
bruto, el resultado será considerado saldo a favor.

En el caso de los demás tributos, el resultado de 
aplicar la alícuota a la base imponible establecida en las 
leyes correspondientes.

b) En el Impuesto General a las Ventas, en caso se 
declare un saldo a favor correspondiendo declarar un 
tributo resultante, el monto de la multa será la suma del 
50% del tributo determinado y el 50% del monto declarado 
indebidamente como saldo a favor.

c) En el caso del Impuesto a la Renta Anual:

- En caso se declare un saldo a favor correspondiendo 
declarar un tributo resultante, el monto de la multa será la 
suma del 50% del saldo a favor declarado indebidamente 
y el 50% del tributo determinado.

- En caso se declare una pérdida correspondiendo 
declarar un tributo resultante, el monto de la multa será la 
suma del 15% de la pérdida declarada indebidamente y el 
50% del tributo determinado.

- En caso se declare un saldo a favor indebido y una 
pérdida indebida, el monto de la multa será la suma del 
50% del saldo a favor declarado indebidamente y el 15% 
de la pérdida declarada indebidamente.

- En caso se declare un saldo a favor indebido y una 
pérdida indebida, correspondiendo declarar un tributo 
resultante, el monto de la multa será la suma del 50% 
del saldo a favor indebido, 15% de la pérdida declarada 
indebidamente y el 50% del tributo determinado.

d) Para la aplicación de lo dispuesto en la presente 
nota, tratándose de los deudores tributarios que tienen 
una tasa distinta a la establecida en el Régimen General 
del Impuesto a la Renta y que hubieran declarado una 
pérdida indebida, la multa se calculará considerando, para 
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el procedimiento de su determinación, en lugar del 15%, el 
50% de la tasa del Impuesto a la Renta que le corresponda.”

“TABLA III
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS Y ENTIDADES QUE SE ENCUENTRAN EN 

EL NUEVO RÉGIMEN ÚNICO SIMPLIFICADO

(…)

(15) a) El tributo omitido o el saldo, crédito u otro concepto 
similar determinado indebidamente o pérdida indebidamente 
declarada, será la diferencia entre el tributo resultante o el 
saldo, crédito u otro concepto similar o pérdida del período 
o ejercicio gravable, obtenido por autoliquidación o, en su 
caso, como producto de la fi scalización, y el declarado como 
tributo resultante o el declarado como saldo, crédito u otro 
concepto similar o pérdida de dicho período o ejercicio. Para 
estos efectos no se tomará en cuenta los saldos a favor de 
los períodos anteriores, ni las pérdidas netas compensables 
de ejercicios anteriores, ni los pagos anticipados y 
compensaciones efectuadas.

Para tal efecto, se entiende por tributo resultante:

En el caso del Impuesto a la Renta, al impuesto calculado 
considerando los créditos con y sin derecho a devolución, 
con excepción del saldo a favor del período anterior.

En caso los referidos créditos excedan el Impuesto 
calculado, el resultado será considerado saldo a favor.

En el caso del Impuesto General a las Ventas, al resultado 
de la diferencia entre el impuesto bruto y del crédito fi scal 
del período. En caso el referido crédito exceda el impuesto 
bruto, el resultado será considerado saldo a favor.

En el caso del Nuevo Régimen Único Simplifi cado, a la 
cuota mensual.

En el caso de los demás tributos, el resultado de aplicar 
la alícuota a la base imponible establecida en las leyes 
correspondientes.

b) En el Impuesto General a las Ventas, en caso se 
declare un saldo a favor correspondiendo declarar un 
tributo resultante, el monto de la multa será la suma del 
50% del tributo determinado y el 50% del monto declarado 
indebidamente como saldo a favor.

c) En el caso del Impuesto a la Renta Anual:

- En caso se declare un saldo a favor correspondiendo 
declarar un tributo resultante, el monto de la multa será la 
suma del 50% del saldo a favor declarado indebidamente y 
el 50% del tributo determinado.

- En caso se declare una pérdida correspondiendo 
declarar un tributo resultante, el monto de la multa será la 
suma del 15% de la pérdida declarada indebidamente y el 
50% del tributo determinado.

- En caso se declare un saldo a favor indebido y una 
pérdida indebida, el monto de la multa será la suma del 
50% del saldo a favor declarado indebidamente y el 15% 
de la pérdida declarada indebidamente.

- En caso se declare un saldo a favor indebido y una 
pérdida indebida, correspondiendo declarar un tributo 
resultante, el monto de la multa será la suma del 50% 
del saldo a favor indebido, 15% de la pérdida declarada 
indebidamente y el 50% del tributo determinado.

d) Para la aplicación de lo dispuesto en la presente 
nota, tratándose de los deudores tributarios que tienen 
una tasa distinta a la establecida en el Régimen General 
del Impuesto a la Renta y que hubieran declarado una 
pérdida indebida, la multa se calculará considerando, para 
el procedimiento de su determinación, en lugar del 15%, el 
50% de la tasa del Impuesto a la Renta que le corresponda.”

Artículo 5.- Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Disposiciones de la Ley N° 30230
La vigencia del Decreto Legislativo no está 

condicionada a lo regulado en el artículo 8 de la Ley                    
N° 30230.

Segunda.- Procedimientos de fi scalización 
Lo dispuesto en el artículo 62-C del Código Tributario 

se aplica respecto de los procedimientos de fi scalización 
defi nitiva en los que se revisen actos, hechos o 
situaciones producidos desde el 19 de julio de 2012.

Tercera.- Aprobación de los actos, situaciones y 
relaciones económicas a realizarse en el marco de la 
planifi cación fi scal 

Tratándose de sociedades que tengan directorio, 
corresponde a este órgano societario defi nir la estrategia 
tributaria de la sociedad debiendo decidir sobre la 
aprobación o no de actos, situaciones o relaciones 
económicas a realizarse en el marco de la planifi cación 
fi scal. Esta facultad es indelegable.

Cuarta.- Infracciones y sanciones por aplicación 
de los párrafos segundo al quinto de la Norma XVI 
del Título Preliminar del Código Tributario

En los casos no previstos por el numeral 9 del artículo 
178 del Código Tributario, la aplicación de la norma que 
hubiera correspondido a los actos usuales o propios 
a que se refi ere el párrafo cuarto de la Norma XVI del 
Título Preliminar conlleva la comisión de las infracciones 
a que hubiere lugar, según lo tipifi cado en los artículos 
173, 174, 175, 176, 177 y demás numerales del artículo 
178.

Quinta.- Criterios para aplicar los párrafos 
segundo al quinto de la Norma XVI del Título 
Preliminar del Código Tributario 

Para el diseño de los planes de gestión de riesgo y 
de estrategias de fi scalización para la aplicación de lo 
previsto en los párrafos segundo al quinto de la Norma 
XVI del Título Preliminar del Código Tributario, la SUNAT 
podrá tomar en cuenta, entre otros criterios, el tamaño o 
envergadura de las empresas; nivel de ingresos; monto 
de transacción.

Sexta.- Comité Revisor 
Mediante resolución de superintendencia se regula 

el procedimiento de selección y nombramiento de los 
miembros del Comité Revisor y requisitos adicionales 
a los establecidos en el artículo 62-C del Código 
Tributario, así como los demás asuntos relacionados a 
su organización y funcionamiento.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única.- De los actos, situaciones y relaciones 
económicas adoptados

Los actos, situaciones y relaciones económicas 
realizados en el marco de la planifi cación fi scal e 
implementados a la fecha de entrada en vigencia del 
Decreto Legislativo que sigan teniendo efectos, deben 
ser evaluados por el directorio de la persona jurídica 
para efecto de su ratifi cación o modifi cación. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior es sin perjuicio de 
que la gerencia u otros administradores de la sociedad 
hubieran aprobado en su momento los referidos actos, 
situaciones y relaciones económicas.

El plazo para la ratifi cación o modifi cación de los 
actos, situaciones y relaciones económicas antes 
mencionadas vence el 29 de marzo de 2019.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1691026-11
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DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1423

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante la Ley Nº 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
legislar, entre otros, en materia tributaria y fi nanciera por 
el término de sesenta (60) días calendario;

Que, el literal i) del inciso 1) del artículo 2 del citado 
dispositivo legal establece que el Poder Ejecutivo está 
facultado para legislar en materia tributaria y fi nanciera, 
a fi n de simplifi car la regulación y demás aspectos 
referentes a la cobertura y acceso a los regímenes 
especiales de devolución del impuesto general a las 
ventas (IGV) orientados a promover y agilizar la inversión 
en el país, a fi n de brindar mayor celeridad y efi ciencia 
para su acogimiento;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal i) del 
inciso 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente;

DECRETO LEGISLATIVO QUE PERFECCIONA Y 
SIMPLIFICA LOS REGÍMENES ESPECIALES DE 
DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO GENERAL A LAS 

VENTAS 

Artículo 1.- Objeto
El Decreto Legislativo tiene por objeto simplifi car la 

regulación y demás aspectos referentes a la cobertura 
y acceso a los regímenes especiales de devolución del 
impuesto general a las ventas regulados por el Decreto 
Legislativo N° 973, Decreto Legislativo que establece 
el Régimen Especial de Recuperación Anticipada del 
Impuesto General a las Ventas; por la Ley Nº 28754, Ley 
que elimina sobrecostos en la provisión de obras públicas 
de infraestructura y de servicios públicos mediante 
inversión pública o privada y; por el Capítulo II de la Ley                                                                                                                       
Nº 30296, Ley que promueve la reactivación de la 
economía; a fi n de promover y agilizar la inversión en el 
país. 

Artículo 2.- Defi nición 
Se entiende por:

a) Decreto Legislativo N° 973: Al Decreto Legislativo 
que establece el Régimen Especial de Recuperación 
Anticipada del Impuesto General a las Ventas.

b) Ley N° 28754: A la Ley que elimina sobrecostos 
en la provisión de obras públicas de infraestructura y de 
servicios públicos mediante inversión pública o privada.

c) Ley N° 30296: A la Ley que Ley que promueve la 
reactivación de la economía. 

Artículo 3.- Modifi cación de los incisos e), f), g), 
h) y j) del numeral 1.1 del artículo 1, del numeral 2.1 
del artículo 2; del encabezado del primer párrafo del 
numeral 3.2; del primer y segundo párrafo del inciso 
a) y del primer párrafo del inciso b) del numeral 3.2 
y el numeral 3.3 del artículo 3; del artículo 4; de los 
numerales 5.3 y 5.6 del artículo 5; de los numerales 
7.1, 7.3 y 7.4 del artículo 7; del numeral 9.1 del artículo 
9; y del numeral 10.1 del artículo 10 del Decreto 
Legislativo N° 973

Modifícanse los incisos e), f), g), h) y j) del numeral 1.1 
del artículo 1, el numeral 2.1 del artículo 2; el encabezado 
del primer párrafo del numeral 3.2; el primer y segundo 

párrafo del inciso a) y el primer párrafo del inciso b) del 
numeral 3.2 y el numeral 3.3 del artículo 3; el artículo 4; 
los numerales 5.3 y 5.6 del artículo 5; los numerales 7.1, 
7.3 y 7.4 del artículo 7; el numeral 9.1 del artículo 9; y 
el numeral 10.1 del artículo 10 del Decreto Legislativo                            
N° 973, en los términos siguientes:

“Artículo 1. Norma General

1.1 A los fi nes del presente Régimen Especial de 
Recuperación Anticipada se entiende por:

(…)
e) Proyecto: A la obra o actividad económica que se 

compromete a realizar el benefi ciario.
f) Benefi ciario: A las personas naturales o jurídicas que 

se encuentren en la etapa preproductiva del proyecto y 
cuenten con la Resolución Ministerial a que se refi ere el 
numeral 3.3 del artículo 3 de este Decreto Legislativo, que 
los califi que para el goce del Régimen.

g) Compromiso de Inversión: Al monto de inversión 
a ser ejecutado a partir de la fecha de la solicitud de 
acogimiento al Régimen, en el caso de que a dicha fecha 
la etapa preproductiva del proyecto ya se hubiere iniciado; 
o a partir de la fecha de inicio de la etapa preproductiva 
contenida en el cronograma de inversión del proyecto, en 
el caso de que este se inicie con posterioridad a la fecha 
de solicitud.

h) Fecha del inicio del cronograma de inversión: A la 
fecha señalada en la solicitud de acogimiento al Régimen 
como inicio de la ejecución del programa de inversiones.

(…)
j) Sector: A la entidad del gobierno central, regional o 

local que en el marco de sus competencias es la encargada 
de celebrar y suscribir en representación del gobierno 
central, regional o local, contratos o convenios, u otorgar 
autorizaciones para la concesión o ejecución de obras, 
proyectos de inversión, prestación de servicios y demás 
opciones de desarrollo conforme a la ley de la materia.

Tratándose de proyectos en los que por la modalidad 
de promoción de la inversión no resulte de aplicación la 
suscripción de contratos o convenios u otorgamiento de 
autorizaciones, se considerará Sector a la entidad del 
gobierno central que en el marco de sus competencias 
ejerza el control de la actividad económica a que se 
refi era el Proyecto.

(…)”

“Artículo 2. De la Recuperación Anticipada del 
Impuesto General a las Ventas

2.1 Establézcase el Régimen Especial de Recuperación 
Anticipada del Impuesto General a las Ventas, consistente 
en la devolución del IGV que gravó las importaciones y/o 
adquisiciones locales de bienes de capital nuevos, bienes 
intermedios nuevos, servicios y contratos de construcción, 
realizadas en la etapa preproductiva, a ser empleados 
por los benefi ciarios del Régimen directamente en la 
ejecución del compromiso de inversión del proyecto y que 
se destinen a la realización de operaciones gravadas con 
el IGV o a exportaciones.

(…)”

“Artículo 3. Del acogimiento al Régimen

(…) 
3.2 Para acogerse al Régimen, las personas naturales 

o jurídicas deberán sustentar ante la Agencia de 
Promoción de la Inversión Privada – PROINVERSION el 
cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) La realización de un proyecto en cualquier sector 
de la actividad económica que genere renta de tercera 
categoría.

El compromiso de inversión para la ejecución del 
proyecto no podrá ser menor a cinco millones de dólares 
de los Estados Unidos de América (US$ 5 000 000,00) 
como monto de inversión total incluyendo la sumatoria de 
todos los tramos, etapas o similares, si los hubiere. Dicho 
monto no incluye el IGV.

(…) 
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b) El proyecto a que se refi ere el inciso a) requiera 
de una etapa preproductiva igual o mayor a dos años, 
contado a partir de la fecha del inicio del cronograma de 
inversiones.

(…) 

3.3 Mediante Resolución Ministerial del sector 
competente se aprobará a las personas naturales o 
jurídicas que califi quen para el goce del Régimen, así 
como los bienes, servicios y contratos de construcción 
que otorgarán la Recuperación Anticipada del IGV, para 
cada proyecto.”

“Artículo 4. Del proyecto 

4.1 Para efecto de sustentar el proyecto a que se 
refi ere el inciso a) del numeral 3.2 del artículo 3 se deberá 
presentar ante PROINVERSION una solicitud que tendrá 
carácter de declaración jurada.

4.2 La solicitud deberá consignar cuando menos la 
siguiente información:

a) Identifi cación del titular del proyecto y su 
representante legal, de ser el caso;

b) El monto total del compromiso de inversión y las 
etapas, tramos o similares, de ser el caso, en que se 
efectuará este;

c) Descripción detallada del proyecto al que se 
destinará la inversión;

d) El plazo en el que se compromete a realizar el total 
de la inversión para la realización del compromiso de 
inversión;

e) El cronograma de ejecución de la inversión con la 
identifi cación de las etapas, tramos o similares, de ser el 
caso;

f) El periodo de muestras, pruebas o ensayos, de ser 
el caso.

4.3 El control de la ejecución del proyecto será 
realizado periódicamente por el Sector correspondiente, lo 
que incluirá la revisión de los bienes, servicios y contratos 
de construcción que fueron destinados en la ejecución del 
proyecto contemplado en la Resolución Ministerial a que 
se refi ere el numeral 3.3 del artículo 3 de este Decreto 
Legislativo, sin perjuicio de lo señalado en el numeral 
7.4 del artículo 7. Los benefi ciarios deberán poner a 
disposición del Sector correspondiente la documentación 
o información que éste requiera vinculada al proyecto.”

“Artículo 5. De la etapa preproductiva

(…)
5.3 El inicio de operaciones productivas se considerará 

respecto del proyecto materia de acogimiento al Régimen. 
En el caso de proyectos que contemplen su ejecución 
por etapas, tramos o similares, el inicio de operaciones 
productivas se verifi cará respecto de cada etapa, tramo 
o similar, según se haya determinado en el respectivo 
cronograma de inversiones.

(…)
5.6 No se entenderán iniciadas las operaciones 

productivas, por la realización de operaciones que 
no deriven de la explotación del proyecto materia de 
acogimiento al Régimen, o que tengan la calidad de 
muestras, pruebas o ensayos autorizados por el Sector 
respectivo para la puesta en marcha del proyecto.”

“Artículo 7. Bienes, servicios y contratos de 
construcción comprendidos en el Régimen

7.1 Los bienes, servicios y contratos de construcción 
cuya adquisición dará lugar a la Recuperación Anticipada 
del IGV serán aprobados para cada proyecto en la 
Resolución Ministerial a que se refi ere el numeral 3.3 del 
artículo 3.

(…) 
7.3 Los bienes, servicios y contratos de construcción 

cuya adquisición dará lugar al Régimen son aquellos 
adquiridos a partir de la fecha de la solicitud de 
acogimiento al Régimen, en el caso de que a dicha fecha 
la etapa preproductiva del proyecto ya se hubiere iniciado; 

o a partir de la fecha de inicio de la etapa preproductiva 
contenida en el cronograma de inversión del proyecto, en 
el caso de que este se inicie con posterioridad a la fecha 
de solicitud.

7.4 Corresponderá a la SUNAT el control y fi scalización 
de los bienes, servicios y contratos de construcción por 
los cuales se solicita el Régimen. El Sector encargado de 
controlar la ejecución del proyecto, conforme a lo establecido 
en el numeral 4.3 del artículo 4, deberá proporcionar 
dentro del plazo que establezca el Reglamento, bajo 
responsabilidad, la información que la SUNAT requiera 
para efectuar el control y fi scalización a su cargo.”

“Artículo 9. Del registro contable de las 
Operaciones

9.1 Las personas naturales o jurídicas que cuenten con 
más de un proyecto, o ejecuten la inversión por etapas, 
tramos o similares, para efectos del Régimen deberán 
contabilizar sus operaciones en cuentas independientes 
por cada proyecto, etapa, tramo o similar, de ser el caso, 
conforme a lo que establezca el reglamento.

(...)”

“Artículo 10. De la forma de devolución del IGV y 
de su compensación con deudas tributarias

10.1 La devolución del IGV por aplicación del Régimen 
se efectuará mediante Notas de Crédito Negociables, 
cheques no negociables o abonos en cuenta corriente 
o de ahorro con la periodicidad y de acuerdo al 
procedimiento que establezca el reglamento. Para efecto 
de la devolución mediante abono en cuenta corriente o 
de ahorros, serán aplicables las normas reglamentarias 
y complementarias del artículo 39 del Código Tributario. 

(…)”

Artículo 4.- Incorporación del segundo párrafo 
en el numeral 7.2 del artículo 7, del segundo y tercer 
párrafo del numeral 8.1 del artículo 8; y del artículo 11 
del Decreto Legislativo N° 973

Incorpórase el segundo párrafo en el numeral 7.2 del 
artículo 7, el segundo y tercer párrafo del numeral 8.1 del 
artículo 8; y el artículo 11 del Decreto Legislativo N° 973, 
en los términos siguientes:

“Artículo 7. Bienes, servicios y contratos de 
construcción comprendidos en el Régimen

(…) 
7.2 En el caso de los bienes, éstos deberán estar 

comprendidos en las subpartidas nacionales que 
correspondan a la Clasifi cación según Uso o Destino 
Económico (CUODE), según los códigos que se señalen 
en el reglamento de este Decreto Legislativo.

Tratándose de servicios y contratos de construcción, 
las actividades deberán estar contenidas en la 
Clasifi cación Internacional Industrial Uniforme (CIIU), 
según los códigos que se señalen en el reglamento de 
este Decreto Legislativo.

(…)”

“Artículo 8. Montos devueltos indebidamente

8.1 Los benefi ciarios que gocen indebidamente del 
Régimen, deberán restituir el IGV devuelto, en la forma 
que se establezca en el reglamento, siendo de aplicación 
la Tasa de Interés Moratorio y el procedimiento a que 
se refi ere el artículo 33 del Código Tributario, a partir de 
la fecha en que se puso a disposición del solicitante la 
devolución efectuada. 

Para tal efecto, constituyen causales de goce indebido 
del Régimen los siguientes supuestos:

1. El incumplimiento del compromiso de inversión.
2. El incumplimiento de la culminación del proyecto al 

término del plazo de vigencia del Régimen.
3. El inicio de las operaciones productivas, según 

lo defi nido en el artículo 5 del Decreto, antes del 
cumplimiento del plazo mínimo a que se refi ere el inciso 
b) del numeral 3.2 del artículo 3 del Decreto.
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4. La resolución u otra forma de terminación del 
contrato de concesión, convenio con el Estado o la 
caducidad de la autorización que permite desarrollar el 
proyecto de inversión; en el caso de que el benefi ciario 
fuera un concesionario, hubiera suscrito un convenio u 
obtenido una autorización al amparo de leyes sectoriales. 

Cuando el acaecimiento de alguna de las causales antes 
indicadas se produzca por causa atribuible al benefi ciario, 
adicionalmente a la restitución del monto total del impuesto 
devuelto, aplicará una sanción equivalente al 100% del monto 
obtenido indebidamente; sin perjuicio de la responsabilidad 
administrativa y/o penal a que hubiere lugar. 

(…)”

“Artículo 11. De la vigencia del Régimen 
El plazo de vigencia del Régimen para cada proyecto 

será el establecido en la Resolución Ministerial a que se 
refi ere el numeral 3.3 del artículo 3, para el cumplimiento 
del compromiso de inversión.”

Artículo 5.- Modifi cación de los artículos 2 y 3 de 
la Ley N° 28754 

Modifícanse los artículos 2 y 3 de la Ley N° 28754, en 
los términos siguientes:

“Artículo 2. Del Proyecto 

2.1 El proyecto materia de acogimiento al reintegro 
tributario debe contar con un compromiso de inversión no 
menor a cinco millones de dólares de los Estados Unidos 
de América (US$ 5 000 000,00) como monto de inversión 
total incluyendo la sumatoria de todos los tramos, etapas 
o similares, si los hubiere. Dicho monto no incluye el IGV. 

2.2 El proyecto debe requerir una etapa preoperativa 
igual o mayor a dos años, contado desde la fecha de 
suscripción del contrato de concesión en el caso de 
Benefi ciarios privados, o desde la fecha de inicio del 
cronograma de inversiones, en el caso de Benefi ciarios 
estatales; hasta la fecha anterior al inicio de operaciones 
productivas.

2.3. Para efecto del acogimiento al Régimen se 
deberá sustentar ante la Agencia de Promoción de la 
Inversión Privada – PROINVERSION el cumplimiento de 
lo señalado en este artículo, para lo cual se presentará 
una solicitud que tendrá carácter de declaración jurada 
conforme a lo que se establezca en el reglamento.” 

“Artículo 3. Del goce indebido del reintegro 
tributario 

Los benefi ciarios que gocen indebidamente del 
reintegro tributario, deberán restituir el IGV devuelto, en 
la forma que se establezca en el reglamento, siendo de 
aplicación la Tasa de Interés Moratorio y el procedimiento 
a que se refi ere el artículo 33 del Código Tributario, a partir 
de la fecha en que se puso a disposición del solicitante la 
devolución efectuada. 

Para tal efecto, constituyen causales de goce indebido 
del reintegro tributario los siguientes supuestos:

1. El incumplimiento del compromiso de inversión.
2. El incumplimiento de la culminación del proyecto al 

término del plazo de vigencia del reintegro tributario.
3. La resolución u otra forma de terminación del 

contrato de concesión que permite desarrollar el proyecto. 

Cuando el acaecimiento de alguna de las causales 
antes indicadas se produzca por causa atribuible al 
benefi ciario, adicionalmente a la restitución del monto total 
del impuesto devuelto, aplicará una sanción equivalente al 
100% del monto obtenido indebidamente; sin perjuicio de 
la responsabilidad administrativa y/o penal a que hubiere 
lugar.”

Artículo 6.- Incorporación de los artículos 1-A y 6 
de la Ley N° 28754 

Incorpórase el artículo 1-A y el artículo 6 de la Ley N° 
28754, en los términos siguientes:

“Artículo 1-A. Bienes, servicios y contratos de 
construcción comprendidos en el reintegro tributario

1-A.1 Los bienes, servicios y contratos de construcción 
cuya adquisición dará lugar al reintegro tributario serán 

aprobados para cada proyecto en la Resolución Ministerial 
a que se refi ere el numeral 1.5 del artículo 1.

1-A.2. Los bienes, servicios y contratos de construcción 
cuya adquisición dará lugar al reintegro tributario son 
aquellos adquiridos a partir de la fecha de la solicitud de 
acogimiento al Régimen, en el caso de que a dicha fecha la 
etapa preoperativa del proyecto ya se hubiere iniciado; o a 
partir de la fecha de inicio de la etapa preoperativa contenida 
en el cronograma de inversión del proyecto, en el caso de 
que este se inicie con posterioridad a la fecha de solicitud.

1-A.3. En el caso de los bienes, éstos deberán 
estar comprendidos en las subpartidas nacionales que 
correspondan a la Clasifi cación según Uso o Destino 
Económico (CUODE), según los códigos que se señalen 
en el reglamento de esta Ley. 

1-A.4. Tratándose de servicios y contratos de 
construcción, las actividades deberán estar contenidas en 
la Clasifi cación Internacional Industrial Uniforme (CIIU), 
según los códigos que se señalen en el reglamento de 
esta Ley.”

“Artículo 6. De la vigencia del reintegro tributario 
El plazo de vigencia del reintegro tributario para cada 

proyecto será el establecido en la Resolución Ministerial 
a que se refi ere el numeral 1.5 del artículo 1 para el 
cumplimiento del compromiso de inversión.”

Artículo 7.- Modifi cación del primer párrafo del 
artículo 3 del Capítulo II de la Ley N° 30296 

Modifícase el primer párrafo del artículo 3 del Capítulo 
II de la Ley N° 30296 en los términos siguientes:

“Artículo 3. Del Régimen Especial de Recuperación 
Anticipada del Impuesto General a las Ventas

El régimen consiste en la devolución del crédito 
fi scal generado en las importaciones y/o adquisiciones 
locales de bienes de capital nuevos, efectuadas por 
contribuyentes cuyos ingresos netos anuales sean hasta 
300 UIT y que realicen actividades productivas de bienes 
y servicios gravadas con el Impuesto General a las Ventas 
o exportaciones, que se encuentren acogidos al Régimen 
MYPE Tributario del Impuesto a la Renta o al Régimen 
General del Impuesto a la Renta.

(…)”

Artículo 8.- Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Vigencia
El Decreto Legislativo entra en vigencia a partir del 

primer día del mes siguiente a la fecha de publicación 
del Decreto Supremo que modifi que las disposiciones 
reglamentarias de los regímenes especiales de 
devolución del Impuesto General a las Ventas conforme 
a las disposiciones del Decreto Legislativo; con excepción 
de lo dispuesto en el artículo 7, en la Sexta Disposición 
Complementaria Final y en la Única Disposición 
Complementaria Modifi catoria, que entran en vigencia a 
partir del primer día calendario del mes siguiente al de su 
publicación. 

Segunda.- Adecuación de normas reglamentarias
Mediante decreto supremo refrendado por el Ministro 

de Economía y Finanzas, en un plazo que no deberá 
exceder de sesenta (60) días calendario contados a partir 
de la fecha de publicación del Decreto Legislativo, se 
adecuarán las normas reglamentarias de los regímenes 
especiales de devolución del Impuesto General a 
las Ventas conforme a lo dispuesto por este Decreto 
Legislativo.

Tercera.- Texto Único Ordenado del Decreto 
Legislativo N° 973 y de la Ley N° 28754

Facúltese al Ministerio de Economía y Finanzas a 
dictar mediante decreto supremo el Texto Único Ordenado 
del Decreto Legislativo N° 973 y de la Ley N° 28754, y sus 
normas modifi catorias.
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Cuarta.- Aplicación simultánea del Reintegro 
Tributario y la Recuperación Anticipada

Los concesionarios que tuvieran derecho a acceder 
simultáneamente al Régimen previsto en el Decreto 
Legislativo N° 973 y al Reintegro Tributario establecido en 
la Ley Nº 28754, podrán obtener una única Resolución 
Ministerial que los califi que como benefi ciarios de ambos 
regímenes.

Quinta.- Aplicación del Régimen Especial de 
Recuperación Anticipada del Impuesto General a las 
Ventas para promover la adquisición de bienes de capital

Para efecto del Régimen a que se refi ere el artículo 3 
del Capítulo II de la Ley N° 30296, tratándose de los sujetos 
incorporados a éste en virtud a la modifi cación dispuesta 
por el artículo 7 del Decreto Legislativo, dicho Régimen 
será de aplicación a las importaciones y/o adquisiciones 
que efectúen a partir de la vigencia de dicho artículo.

Sexta.- Zonas afectadas por desastres naturales
Podrán acogerse excepcionalmente hasta el 31 de 

diciembre de 2019 al Régimen dispuesto en el artículo 
3 del Capítulo II de la Ley N° 30296 los contribuyentes 
del Impuesto General a las Ventas que tengan domicilio 
fi scal en una zona declarada en estado de emergencia 
por desastre natural, cuyos ingresos netos anuales sean 
mayores a 300 UIT y hasta 1700 UIT y se encuentren 
acogidos al Régimen MYPE Tributario del Impuesto a la 
Renta o al Régimen General del Impuesto a la Renta.

Para efecto de lo dispuesto en el párrafo anterior las 
zonas en estado de emergencia por desastre natural son 
aquellas declaradas como tal mediante decreto supremo 
emitido por la Presidencia del Consejo de Ministros a 
partir del año 2017.

Sétima.- Transparencia 
La SUNAT, dentro del primer mes de cada año, 

publicará la relación de benefi ciarios de los regímenes 
de Recuperación Anticipada y del Reintegro Tributario 
del Impuesto General a las Ventas, así como los montos 
de devolución por proyecto correspondiente a cada 
benefi ciario. En el caso del Régimen a que se refi ere el 
artículo 3 del Capítulo II de la Ley N° 30296 la información 
será por benefi ciario. Para tal efecto se tomará en cuenta 
las devoluciones efectuadas el año calendario anterior.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA 

Única.- Aplicación de las modifi caciones 
introducidas con el Decreto Legislativo 

Las disposiciones del Decreto Legislativo referidas 
al Decreto Legislativo N° 973 y la Ley N° 28754 son 
de aplicación a las solicitudes de acogimiento que se 
presenten a partir de su entrada en vigencia. En el caso de 
los proyectos cuyas solicitudes se encuentren en trámite 
o ya hubieran accedido a los regímenes establecidos por 
las citadas normas, continuarán rigiéndose por las normas 
vigentes con anterioridad a este Decreto Legislativo.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA MODIFICATORIA

Única.- Modifi cación del numeral 4 de la Segunda 
Disposición Complementaria Final del Decreto 
Legislativo Nº 1395, Decreto Legislativo que modifi ca 
la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto 
Selectivo al Consumo, el Decreto Legislativo Nº 940 y 
la Ley Nº 28211

Modifícase el numeral 4 de la Segunda Disposición 
Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº 1395, 
Decreto Legislativo que modifi ca la Ley del Impuesto 
General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, 
el Decreto Legislativo Nº 940 y la Ley Nº 28211, en los 
términos siguientes:

“Segunda. De la aplicación de las nuevas disposiciones 
sobre el pago de los tributos que gravan la importación de 
bienes, la libre disposición de los montos depositados y 
el derecho al crédito fi scal, saldo a favor del exportador 
o cualquier otro benefi cio vinculado con el Impuesto 
General a las Ventas

(…)

4. Lo previsto en el inciso c) del primer párrafo de la 
Tercera Disposición Complementaria y Final de la Ley N° 
28211 modifi cado por el Decreto Legislativo es aplicable 
a las solicitudes de libre disposición que se presenten a 
partir de la entrada en vigencia del artículo 6 del Decreto 
Legislativo.”

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Derogación 
Derógase el segundo párrafo del numeral 1.2 del 

artículo 1 de la Ley N° 28754.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1691026-12

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1424

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo, la facultad 
de legislar por el plazo de 60 días calendario;

Que, en ese sentido, los literales a) y k) del inciso 
1) del artículo 2 del citado dispositivo legal establecen 
que el Poder Ejecutivo está facultado para legislar en 
materia tributaria a fi n de modifi car la Ley del Impuesto a 
la Renta respecto a la enajenación indirecta de acciones 
o participaciones representativas del capital de personas 
jurídicas domiciliadas en el país, al tratamiento de 
establecimientos permanentes, la deducción de gastos 
empresariales a fi n que estos no se utilicen indebidamente 
para generar escudos fi scales y evitar la doble imposición 
internacional con la fi nalidad de ampliar la base tributaria 
y otorgar seguridad jurídica;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con los literales a) y 
k) del inciso 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el decreto legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA LEY 
DEL IMPUESTO A LA RENTA

Artículo 1.- Objeto
El Decreto Legislativo tiene por objeto perfeccionar 

el tratamiento aplicable a las rentas obtenidas por la 
enajenación indirecta de acciones o participaciones 
representativas del capital de personas jurídicas 
domiciliadas en el país y a las rentas de los establecimientos 
permanentes de empresas unipersonales, sociedades 
y entidades de cualquier naturaleza constituidas en 
el exterior, modifi car el tratamiento del crédito directo 
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e incorporar el crédito indirecto a fi n de atenuar la 
doble imposición económica y modifi car el tratamiento 
aplicable a la deducción de gastos por intereses para 
la determinación del Impuesto a la Renta de tercera 
categoría.

Artículo 2.- Defi nición 
Para efecto del Decreto Legislativo se entiende por 

Ley al Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la 
Renta, aprobado por Decreto Supremo N° 179-2004-EF.

Artículo 3.- Modifi cación del segundo párrafo del 
artículo 6, inciso e) del artículo 7, inciso e) del artículo 
10, segundo párrafo del inciso e) del artículo 56, 
artículo 68 y primer párrafo del artículo 88 de la Ley

Modifícase el segundo párrafo del artículo 6, inciso 
e) del artículo 7, inciso e) del artículo 10, inciso a) del 
artículo 37, segundo párrafo del inciso e) del artículo 56, 
artículo 68 y primer párrafo del artículo 88 de la Ley, en los 
siguientes términos:

“Artículo 6.- (…)
En caso de contribuyentes no domiciliados en el país, 

de las sucursales, agencias u otros establecimientos 
permanentes de empresas unipersonales, sociedades y 
entidades de cualquier naturaleza constituidas en el exterior 
a que se refi ere el inciso e) del artículo 7, el impuesto recae 
solo sobre las rentas gravadas de fuente peruana.”

“Artículo 7.- (…)

(…)
e) Las sucursales, agencias u otros establecimientos 

permanentes en el Perú de empresas unipersonales, 
sociedades y entidades de cualquier naturaleza 
constituidas en el exterior, en cuyo caso la condición 
de domiciliada alcanza a la sucursal, agencia u otro 
establecimiento permanente, en cuanto a su renta de 
fuente peruana.

(…)”

“Artículo 10.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo anterior, también se consideran rentas de fuente 
peruana:

(…)
e) Las obtenidas por la enajenación indirecta de 

acciones o participaciones representativas del capital de 
personas jurídicas domiciliadas en el país. A estos efectos, 
se debe considerar que se produce una enajenación 
indirecta cuando se enajenan acciones o participaciones 
representativas del capital de una persona jurídica no 
domiciliada en el país que, a su vez, es propietaria -en 
forma directa o por intermedio de otra u otras personas 
jurídicas- de acciones o participaciones representativas 
del capital de una o más personas jurídicas domiciliadas 
en el país, siempre que se produzcan de manera 
concurrente las siguientes condiciones:

1. En cualquiera de los doce (12) meses anteriores 
a la enajenación, el valor de mercado de las acciones o 
participaciones de las personas jurídicas domiciliadas en 
el país de las que la persona jurídica no domiciliada sea 
propietaria en forma directa o por intermedio de otra u 
otras personas jurídicas, equivalga al cincuenta por ciento 
(50%) o más del valor de mercado de todas las acciones 
o participaciones representativas del capital de la persona 
jurídica no domiciliada.

Para determinar el porcentaje antes indicado, se 
tendrá en cuenta lo siguiente:

i. Se determinará el porcentaje de participación 
que la persona jurídica no domiciliada, cuyas acciones 
o participaciones se enajenan, tiene en el capital de la 
persona jurídica domiciliada. 

En caso de que aquella sea propietaria de esta 
por intermedio de otra u otras personas jurídicas, su 
porcentaje de participación se determinará multiplicando 
o sumando los porcentajes de participación que cada 
persona jurídica tiene en el capital de la otra, conforme al 
procedimiento que establezca el reglamento.

ii. El porcentaje de participación determinado conforme 
a lo señalado en el acápite i. se multiplicará por el valor 
de mercado de todas las acciones o participaciones 
representativas del capital de la persona jurídica 
domiciliada en el país.

En caso de que la persona jurídica no domiciliada sea 
propietaria de acciones o participaciones de dos o más 
personas jurídicas domiciliadas en el país, se sumarán los 
resultados determinados por cada una de estas.

iii. El resultado anterior se dividirá entre el valor 
de mercado de todas las acciones o participaciones 
representativas del capital de la persona jurídica no 
domiciliada cuyas acciones o participaciones se enajenan.

iv. El resultado anterior se multiplicará por cien (100).

2. En un período cualquiera de doce (12) meses, el 
enajenante y sus partes vinculadas transfi eran mediante 
una o varias operaciones simultáneas o sucesivas, 
acciones o participaciones que representen el diez por 
ciento (10%) o más del capital de la persona jurídica no 
domiciliada.

Para efectos de determinar el citado porcentaje se 
considerarán las transferencias que señale el reglamento.

De cumplirse con estas condiciones, para determinar 
la base imponible cada contribuyente debe considerar 
las enajenaciones que hubiera efectuado en el período 
de doce (12) meses antes referido, salvo aquellas que 
hubieran sido gravadas anteriormente.

Se presumirá que una persona jurídica no domiciliada 
en el país enajena indirectamente las acciones o 
participaciones representativas del capital de una persona 
jurídica domiciliada en el país de la que sea propietaria en 
forma directa o por intermedio de otra u otras personas 
cuando emite nuevas acciones o participaciones como 
consecuencia de un aumento de capital, producto de 
nuevos aportes, de capitalización de créditos o de una 
reorganización y las coloca por un valor inferior al de 
mercado. En este caso, se entenderá que enajena las 
acciones o participaciones que emite como consecuencia 
del aumento de capital. Lo previsto en el presente párrafo 
se aplicará siempre que, en cualquiera de los doce (12) 
meses anteriores a la fecha de emisión de las acciones 
o participaciones, el valor de mercado de las acciones o 
participaciones de las personas jurídicas domiciliadas en 
el país de las que la persona jurídica no domiciliada sea 
propietaria en forma directa o por intermedio de otra u 
otras personas jurídicas, equivalga al cincuenta por ciento 
(50%) o más del valor de mercado de todas las acciones 
o participaciones representativas del capital de la persona 
jurídica no domiciliada antes de la fecha de emisión. 
Para estos efectos, se aplicará lo previsto en el segundo 
párrafo del numeral 1 del presente inciso.

También se confi gura una enajenación indirecta, cuando 
el importe total de las acciones o participaciones de las 
personas jurídicas domiciliadas en el país cuya enajenación 
indirecta se realice en un período cualquiera de doce (12) 
meses, sea igual o mayor a cuarenta mil (40 000) Unidades 
Impositivas Tributarias (UIT). El referido importe se determina 
sumando los montos que resulten de aplicar el porcentaje 
que se establezca siguiendo el procedimiento previsto en 
el segundo párrafo del numeral 1 de este inciso, sobre el 
valor pactado por cada enajenación que el enajenante y sus 
partes vinculadas realicen de las acciones o participaciones 
de la persona jurídica no domiciliada. La base imponible 
se determina por cada contribuyente considerando las 
enajenaciones que hubiera efectuado en el período de doce 
(12) meses antes referido, sin incluir aquellas que hubieran 
sido gravadas anteriormente. 

En cualquiera de los supuestos señalados en los 
párrafos anteriores, si las acciones o participaciones que 
se enajenen, o las nuevas acciones o participaciones 
emitidas como consecuencia de un aumento del capital, 
corresponden a una persona jurídica residente en un país 
o territorio no cooperante o de baja o nula imposición, se 
considera que la operación es una enajenación indirecta. 
No se aplica lo dispuesto en el presente párrafo cuando 
el enajenante acredite de manera fehaciente que la 
enajenación no cumple con alguna de las condiciones 
a que se refi ere el presente inciso, salvo que resulte de 
aplicación el cuarto párrafo de este inciso.
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Se incluye dentro de la enajenación de acciones 
de personas jurídicas no domiciliadas en el país a la 
enajenación de ADR (American Depositary Receipts) 
o GDR (Global Depositary Receipts) que tengan como 
activo subyacente a tales acciones.

En todos los casos, el ingreso gravable será el 
resultante de aplicar al valor de mercado de las acciones 
o participaciones de la persona jurídica no domiciliada en 
el país que se enajenan, el porcentaje determinado en el 
segundo párrafo del numeral 1 del presente inciso, el cual 
no puede ser inferior al valor de mercado de las acciones 
o participaciones que se enajenen indirectamente. 

Mediante decreto supremo se establecerá la forma 
como se determina el valor de mercado de las acciones 
o participaciones a que se refi ere el presente inciso, para 
lo cual se podrá considerar, entre otros, el método de fl ujo 
de caja descontado, el valor de participación patrimonial 
incrementado por la tasa activa de mercado promedio 
mensual en moneda nacional (TAMN) que publique la 
Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras 
de Fondos de Pensiones, el valor de participación 
patrimonial sobre la base de balances auditados, incluso 
anteriores a los doce (12) meses precedentes a la 
enajenación o a la emisión de acciones o participaciones.

Para los efectos del presente inciso, la mención a 
acciones o participaciones representativas del capital 
de una persona jurídica no domiciliada en el país se 
entenderá referida a cualquier instrumento representativo 
del capital, independientemente a la denominación que 
se otorgue en otro país. Asimismo, la vinculación se 
determinará conforme a lo establecido en el inciso b) del 
artículo 32-A de esta Ley.”

“Artículo 37.- (…)
(…)

a) Los intereses de deudas y los gastos originados por 
la constitución, renovación o cancelación de las mismas 
siempre que hayan sido contraídas para adquirir bienes 
o servicios vinculados con la obtención o producción 
de rentas gravadas en el país o mantener su fuente 
productora. 

Para efecto de los gastos previstos en este inciso, se 
tendrá en cuenta lo siguiente:

1. Serán deducibles los intereses provenientes de 
endeudamientos, cuando dicho endeudamiento no 
exceda del resultado de aplicar el coefi ciente de 3 sobre 
el patrimonio neto del contribuyente al cierre del ejercicio 
anterior; los intereses que se obtengan por el exceso de 
endeudamiento que resulte de la aplicación del coefi ciente 
no serán deducibles.

Los contribuyentes que se constituyan en el ejercicio 
considerarán como patrimonio neto su patrimonio inicial.

Si en cualquier momento del ejercicio el 
endeudamiento excede el monto máximo determinado en 
el primer párrafo de este numeral, sólo serán deducibles 
los intereses que proporcionalmente correspondan a 
dicho monto máximo de endeudamiento, de acuerdo a lo 
que señale el Reglamento.

2. El límite a que se refi ere el numeral anterior no es 
aplicable a: 

a. Las empresas del sistema fi nanciero y de seguros 
señaladas en el artículo 16 de la Ley N° 26702- Ley 
General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros 
y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros.

b. Contribuyentes cuyos ingresos netos en el ejercicio 
gravable sean menores o iguales a dos mil quinientas 
(2500) UIT. 

c. Contribuyentes que mediante Asociaciones 
Público Privadas desarrollen proyectos de infraestructura 
pública, servicios públicos, servicios vinculados a estos, 
investigación aplicada y/o innovación tecnológica en el 
marco del Decreto Legislativo N° 1224, “Decreto Legislativo 
del Marco de Promoción de la Inversión Privada mediante 
Asociaciones Público Privadas y Proyectos en Activos” y 
las normas que lo modifi quen o sustituyan.

d. Endeudamientos para el desarrollo de proyectos 
de infraestructura pública, servicios públicos, servicios 
vinculados a estos, investigación aplicada y/o innovación 

tecnológica, bajo la modalidad de Proyectos en Activos 
en el marco del Decreto Legislativo N° 1224, “Decreto 
Legislativo del Marco de Promoción de la Inversión Privada 
mediante Asociaciones Público Privadas y Proyectos en 
Activos” y las normas que lo modifi quen o sustituyan, de 
acuerdo a lo que señale el Reglamento.

e. Endeudamientos provenientes de la emisión de 
valores mobiliarios representativos de deuda que cumplan 
con las siguientes condiciones: 

i. Se realicen por oferta pública primaria en el territorio 
nacional conforme a lo establecido en el Texto Único 
Ordenado de la Ley de Mercado de Valores aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 093-2002-EF y las normas 
que lo modifi quen o sustituyan.

ii. Los valores mobiliarios que se emitan sean 
nominativos; y,

iii. La oferta pública se coloque en un número mínimo 
de 5 inversionistas no vinculados al emisor. 

Los endeudamientos señalados en los acápites d. y 
e. del presente numeral serán computables a efectos de 
calcular el límite previsto en el numeral 1 de este inciso. 
Los intereses de dichos endeudamientos son deducibles 
aun cuando excedan el referido límite. 

3. Solo son deducibles los intereses determinados 
conforme a los numerales 1 y 2 de este inciso, en la 
parte que excedan el monto de los ingresos por intereses 
exonerados e inafectos. Para tal efecto, no se computarán 
los intereses exonerados e inafectos generados por 
valores cuya adquisición haya sido efectuada en 
cumplimiento de una norma legal o disposiciones del 
Banco Central de Reserva del Perú, ni los generados 
por valores que reditúen una tasa de interés, en moneda 
nacional, no superior al cincuenta por ciento (50%) de la 
tasa activa de mercado promedio mensual en moneda 
nacional (TAMN) que publique la Superintendencia de 
Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos 
de Pensiones.

4. Tratándose de bancos y empresas fi nancieras, 
deberá establecerse la proporción existente entre los 
ingresos fi nancieros gravados e ingresos fi nancieros 
exonerados e inafectos y deducir como gasto, únicamente, 
los cargos en la proporción antes establecida para los 
ingresos fi nancieros gravados. 

5. También serán deducibles los intereses de 
fraccionamientos otorgados conforme al Código Tributario. 
Estos no forman parte del cálculo del límite señalado en 
el numeral 1.” 

“Artículo 56.- (…)

(…)
e) (…)
En el caso de sucursales u otro tipo de 

establecimientos permanentes en el país de empresas 
unipersonales, sociedades y entidades de cualquier 
naturaleza constituidas en el exterior, se entenderán 
distribuidas las utilidades en la fecha de vencimiento del 
plazo para la presentación de la declaración jurada anual 
del Impuesto a la Renta, considerándose como monto de 
la distribución, la renta disponible a favor del titular del 
exterior. La base de cálculo comprenderá la renta neta 
de la sucursal u otro tipo de establecimiento permanente 
incrementada por los ingresos por intereses exonerados y 
dividendos u otras formas de distribución de utilidades u 
otros conceptos disponibles, que hubiese generado en el 
ejercicio menos el monto del impuesto pagado conforme 
al artículo anterior.

(…)”

“Artículo 68.- En la enajenación directa e indirecta 
de acciones, participaciones o de cualquier otro valor o 
derecho representativo del patrimonio de una empresa a 
que se refi ere el inciso h) del artículo 9 y los incisos e) y 
f) del artículo 10 de esta Ley, respectivamente, efectuada 
por sujetos no domiciliados, la persona jurídica domiciliada 
en el país emisora de dichos valores mobiliarios es 
responsable solidaria, cuando en cualquiera de los doce 
(12) meses anteriores a la enajenación, el sujeto no 
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domiciliado enajenante se encuentre vinculado directa o 
indirectamente a la empresa domiciliada a través de su 
participación en el control, la administración o el capital. 
El reglamento señalará los supuestos en los que se 
confi gura la referida vinculación.

Tratándose de la enajenación indirecta de acciones o 
participaciones a que se refi ere el inciso e) del artículo 
10 de la Ley realizada por una persona jurídica no 
domiciliada en el país que tiene una sucursal o cualquier 
otro establecimiento permanente en el país que cuente 
con un patrimonio asignado, se considera a este último 
como responsable solidario.

El responsable solidario señalado en el párrafo 
anterior debe proporcionar la información relacionada con 
las acciones o participaciones representativas del capital 
de la persona jurídica no domiciliada en el país cuyas 
acciones o participaciones se enajenan, en particular, 
la referida a los valores de mercado, porcentajes de 
participación, aumento o reducción de capital, emisión 
y colocación de acciones o participaciones, procesos 
de reorganización, valores patrimoniales y balances, 
conforme a lo que establezca el reglamento. 

No se atribuirá la responsabilidad solidaria cuando 
sea de aplicación la retención prevista en el inciso g) del 
artículo 71 de la Ley.

La responsabilidad solidaria se mantendrá cuando la 
retención se efectúe por las instituciones de compensación 
y liquidación de valores o quienes ejerzan funciones 
similares.”

“Artículo 88.- Los contribuyentes obligados o no a 
presentar las declaraciones a que se refi ere el artículo 79, 
deducen de su impuesto los conceptos siguientes:

(…)”

Artículo 4.- Incorporación del artículo 14-B, 
segundo párrafo del inciso e), inciso f) y segundo 
párrafo al artículo 88 de la Ley 

Incorpórase el artículo 14-B, segundo párrafo del 
inciso e), inciso f) y segundo párrafo al artículo 88 de la 
Ley, en los siguientes términos:

“Artículo 14-B.- Para los efectos de esta Ley, se 
considera establecimiento permanente:

1. Todo lugar fi jo de negocios mediante el cual una 
empresa unipersonal, sociedad o entidad de cualquier 
naturaleza constituida en el exterior desarrolla, total o 
parcialmente, sus actividades. 

En tanto se desarrolle la actividad con arreglo a lo antes 
dispuesto, constituyen establecimientos permanentes 
las sedes de dirección, las sucursales, las agencias, 
las ofi cinas, las fábricas, los talleres, los almacenes, las 
tiendas, las minas, los pozos de petróleo o de gas, las 
canteras o cualquier otro lugar, instalación o estructura 
fi ja o móvil, utilizada en la exploración, explotación o 
extracción de recursos naturales.

2. Las obras o proyectos de construcción, instalación 
o montaje, así como las actividades de supervisión 
relacionadas con aquellos, cuando su duración sea 
superior a ciento ochenta y tres (183) días calendario 
dentro de un período cualquiera de doce (12) meses, 
salvo que se haya establecido un plazo menor en los 
Convenios para Evitar la Doble Imposición en cuyo caso 
ese será el plazo aplicable. 

3. La prestación de servicios, cuando se realicen 
en el país para el mismo proyecto, servicio o para uno 
relacionado, por un período o períodos que en total 
excedan de ciento ochenta y tres (183) días calendario 
dentro de un período cualquiera de doce (12) meses, 
salvo que se haya establecido un plazo menor en los 
Convenios para Evitar la Doble Imposición en cuyo caso 
ese será el plazo aplicable. 

4. Cuando una persona actúe en el país por cuenta de 
una empresa unipersonal, sociedad o entidad de cualquier 
naturaleza constituida en el exterior y como tal, concluya 
habitualmente contratos o desempeñe habitualmente el 
rol principal en la conclusión de contratos rutinariamente 
celebrados sin modifi cación sustancial por parte de la 
empresa unipersonal, sociedad o entidad de cualquier 
naturaleza constituida en el exterior y dichos contratos se 
celebren:

i) en nombre de estas; o,
ii) para la transferencia del derecho de propiedad o del 

derecho de uso de bienes de propiedad de estas o sobre 
los que estas tienen el derecho de uso; o,

iii) para la prestación de servicios por parte de estas.

Sin perjuicio de lo señalado en los numerales 1 
y 4 del párrafo anterior, no se considera que existe un 
establecimiento permanente cuando la actividad realizada 
es de carácter preparatorio o auxiliar. Se considera que 
una actividad tiene carácter preparatorio o auxiliar cuando 
no sea parte esencial y signifi cativa de las actividades de 
la empresa unipersonal, sociedad o entidad de cualquier 
naturaleza constituida en el exterior, salvo que dicha 
actividad conjuntamente con otras desarrolladas en el 
país por aquella y/o sus partes vinculadas constituyan 
funciones complementarias que formen parte de la 
operación de un negocio cohesionado.

Para efectos de determinar si se confi guran los 
supuestos de establecimiento permanente a que se refi eren 
los numerales 2 y 3 del presente artículo, se sumará al 
período en que la empresa unipersonal, sociedad o entidad 
de cualquier naturaleza constituida en el exterior realiza 
las actividades mencionadas en dichos numerales, el o 
los períodos en que partes vinculadas a esta, desarrollan 
actividades idénticas, sustancialmente similares o conexas.

Lo señalado en el numeral 4 de este artículo no resulta 
aplicable cuando la persona que actúe por cuenta de la 
empresa unipersonal, sociedad o entidad de cualquier 
naturaleza constituida en el exterior realice una actividad 
económica en el país como agente independiente y 
actúe por esta en el curso ordinario de esa actividad. No 
obstante, una persona no será considerada como agente 
independiente para efectos de este párrafo cuando, entre 
otros:

i) realice más del 80% de sus actividades por cuenta 
de la empresa unipersonal, sociedad o entidad de 
cualquier naturaleza constituida en el exterior y en sus 
relaciones comerciales y fi nancieras con esta se pacten 
o impongan condiciones que difi eran de aquellas que se 
habrían pactado entre partes independientes; o,

ii) realice más del 80% de sus actividades por cuenta 
de una o más empresas unipersonales, sociedades o 
entidades de cualquier naturaleza constituidas en el 
exterior con las que esté vinculada.

Se considera que una empresa unipersonal, sociedad 
o entidad de cualquier naturaleza constituida en el exterior 
tiene varios establecimientos permanentes cuando 
disponga en el país de diversos lugares fi jos de negocios 
o realice en el país actividades claramente diferenciables, 
que de manera independiente cumplan los requisitos para 
califi car como establecimientos permanentes, siempre 
que su gestión se realice de manera separada. De ser así, 
cada establecimiento permanente tendrá la condición de 
contribuyente del Impuesto de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 14 de esta Ley y tributará de manera 
independiente.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, la 
vinculación se determinará conforme a lo establecido en 
el inciso b) del artículo 32-A de esta Ley.”

“Artículo 88.- (…)

e) (…)
Lo previsto en este inciso no se aplica a los impuestos 

abonados por la distribución de dividendos o utilidades 
cuando a estos resulte aplicable lo dispuesto por el inciso 
f).

f) Las personas jurídicas señaladas en el artículo 14 de 
la Ley, salvo las referidas en los incisos f), h) y k) de dicho 
artículo, domiciliadas en el país, que obtengan rentas de 
fuente extranjera gravadas por esta Ley correspondientes 
a dividendos o utilidades distribuidas por sociedades no 
domiciliadas, deducen:

1. El impuesto a la renta pagado o retenido en el 
exterior por los dividendos o utilidades distribuidas; y,

2. El impuesto a la renta pagado por la sociedad no 
domiciliada de primer nivel.
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Para los efectos de este inciso, entiéndase por 
sociedad no domiciliada de primer nivel a la sociedad 
no domiciliada en el país que distribuye dividendos o 
utilidades a la persona jurídica domiciliada en el país. 
Asimismo, entiéndase por impuesto a la renta pagado por 
la sociedad no domiciliada de primer nivel al impuesto a 
la renta pagado por esta en el exterior, por la realización 
de un negocio o empresa, en la parte proporcional que 
corresponde a los dividendos o utilidades distribuidas a la 
persona jurídica domiciliada en el país.

Para efecto de lo previsto en el párrafo anterior, se 
debe considerar lo siguiente:

1. La persona jurídica domiciliada en el país debe 
tener una participación directa de al menos diez por 
ciento (10%) del total de las acciones con derecho a voto 
de la sociedad no domiciliada de primer nivel, durante al 
menos doce (12) meses anteriores a la fecha en que esta 
le distribuye los dividendos o utilidades.

2. La persona jurídica domiciliada debe adicionar a su 
renta neta el impuesto a la renta pagado por la sociedad no 
domiciliada de primer nivel, para determinar el impuesto a 
la renta del ejercicio.

3. El importe de la deducción es el monto que resulte 
menor de comparar: 

i. El impuesto a la renta efectivamente pagado en el 
exterior, conformado por la suma del monto del impuesto 
a la renta pagado por la sociedad no domiciliada de primer 
nivel más el importe del impuesto pagado o retenido en 
el exterior por los dividendos o utilidades distribuidas; y,

ii. El impuesto que hubiese correspondido pagar en 
el país por la renta total del exterior, que es el resultado 
de aplicar la tasa media del contribuyente a la suma del 
importe de los dividendos o utilidades distribuidas (sin 
disminuir la retención o pago del impuesto en el exterior 
por su distribución) más el impuesto a la renta pagado por 
la sociedad no domiciliada de primer nivel. Para ello, la 
tasa media se calcula de la siguiente forma:

 

Donde:

Tm : Tasa media.
ID : Impuesto determinado por el ejercicio gravable, considerando lo 

dispuesto en el numeral 2 de este párrafo.
RN3ra : Renta neta o pérdida neta de tercera categoría, según corresponda. 

De existir pérdidas de la tercera categoría de ejercicios anteriores 
estas no se restan de la renta neta.

RNFE : Renta neta de fuente extranjera.
Isoc : Impuesto a la renta pagado por la sociedad no domiciliada de primer 

nivel.

Sin perjuicio de lo señalado en los párrafos 
precedentes, las personas jurídicas domiciliadas en 
el país a que se refi ere el primer párrafo de este inciso 
también pueden deducir el monto del impuesto a la 
renta pagado por una sociedad de segundo nivel. Para 
tal efecto, entiéndase por sociedad no domiciliada de 
segundo nivel a la sociedad no domiciliada que distribuye 
dividendos o utilidades a una sociedad de primer nivel. 
Asimismo, entiéndase por impuesto a la renta pagado por 
la sociedad no domiciliada de segundo nivel al impuesto 
a la renta pagado por esta en el exterior, por la realización 
de un negocio o empresa, en la parte proporcional que 
corresponde a los dividendos o utilidades distribuidas a la 
sociedad de primer nivel.

Para efecto de lo previsto en el párrafo anterior, se 
debe considerar lo siguiente:

1. La persona jurídica domiciliada en el país debe 
tener una participación indirecta de al menos diez por 
ciento (10%) del total de las acciones con derecho a voto 
de la sociedad no domiciliada de segundo nivel durante 

al menos doce (12) meses anteriores a la fecha en que 
esta distribuya los dividendos o utilidades a la sociedad 
no domiciliada de primer nivel.

La sociedad no domiciliada de segundo nivel debe:

i. Ser residente o domiciliada en un país con el que 
el Perú tiene celebrado un acuerdo de intercambio de 
información; o,

ii. Ser residente o domiciliada en el mismo país en el 
que se encuentre domiciliada la sociedad de primer nivel.

2. La persona jurídica domiciliada debe adicionar 
a su renta neta el impuesto a la renta pagado por las 
sociedades no domiciliadas de primer y segundo nivel, 
para determinar el impuesto a la renta del ejercicio.

3. El importe de la deducción es el monto que resulte 
menor de comparar:

i. El impuesto a la renta efectivamente pagado en el 
exterior, conformado por la suma del monto del impuesto 
a la renta pagado por las sociedades no domiciliadas de 
primer y segundo nivel, más el importe del impuesto a la 
renta pagado o retenido en el exterior por los dividendos 
o utilidades distribuidas a la persona jurídica domiciliada 
en el país; y, 

ii. El impuesto que hubiese correspondido pagar en 
el país por la renta total obtenida en el exterior, que es el 
resultado de aplicar la tasa media del contribuyente a la 
suma del importe de los dividendos o utilidades distribuidas 
(sin disminuir la retención o pago del impuesto en el exterior 
por su distribución) más el impuesto a la renta pagado 
por las sociedades no domiciliadas de primer y segundo 
nivel. Para ello, la tasa media se calcula según la fórmula 
prevista en el numeral 3 del segundo párrafo de este inciso, 
adicionando en el denominador el impuesto a la renta 
pagado por la sociedad no domiciliada de segundo nivel.

Para la deducción determinada conforme lo dispuesto 
en el primer o tercer párrafos se tiene en cuenta, 
adicionalmente, lo siguiente:

1. La deducción se efectúa en el ejercicio en el que se 
imputa la renta de fuente extranjera correspondiente a los 
dividendos o utilidades distribuidas a la persona jurídica 
domiciliada; debiendo incluirse en la determinación del 
monto a deducir únicamente los impuestos pagados o 
retenidos en el exterior dentro del plazo de vencimiento 
para la presentación de la declaración jurada anual de dicho 
ejercicio. El importe que por cualquier circunstancia no se 
utilice en el ejercicio gravable, no puede compensarse en 
otros ejercicios ni da derecho a devolución alguna.

2. No se considera el impuesto a renta pagado en el 
exterior, por sociedades residentes en países o territorios 
no cooperantes o de baja o nula imposición, o respecto de 
rentas, ingresos o ganancias se encuentren sujetos a un 
régimen fi scal preferencial.

3. La participación de la persona jurídica domiciliada 
en las sociedades no domiciliadas de primer o segundo 
nivel debe ser acreditada con documento fehaciente.

4. Para tener derecho a la deducción, los dividendos 
o utilidades distribuidas deben informarse en un registro 
a cargo de la SUNAT, en la forma y condiciones que 
establece el reglamento. En dicho registro debe 
identifi carse la participación accionaria del contribuyente 
sobre las sociedades no domiciliadas de primer y segundo 
nivel, el ejercicio al cual corresponden dichos dividendos 
o utilidades, los montos, así como las modifi caciones 
posteriores.”

“Artículo 88.- (…)
Para efectos de lo previsto en los incisos e) y f):

1. El impuesto a la renta pagado en cada país debe ser 
acreditado con el certifi cado del pago o retención expedido 
por la autoridad tributaria respectiva. Excepcionalmente, 
se puede acreditar con documento fehaciente. 

2. No se considera el impuesto a renta pagado en el 
exterior:

i. Que grave los dividendos o utilidades, en la parte 
que correspondan a rentas atribuidas a contribuyentes 
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domiciliados en el país en aplicación del régimen de 
transparencia fi scal internacional.

ii. Que no tenga carácter defi nitivo, que sea voluntario 
u optativo, que esté sujeto a devolución, reintegro o 
reembolso o que se encuentre prescrito.

iii. Cuando su aplicación en el país de imposición 
dependa de ser admitido como crédito contra el impuesto 
a la renta en el país hacia donde se distribuyen los 
dividendos o utilidades.

3. El reglamento establece el tipo de cambio aplicable 
para convertir a moneda nacional las rentas gravadas en 
el extranjero y los impuestos allí pagados.”

Artículo 5.- Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Vigencia
Lo dispuesto en el Decreto Legislativo entra en 

vigencia el 1 de enero de 2019.

Segunda.- Informe anual
La SUNAT debe presentar al Ministerio de Economía 

y Finanzas un informe anual sobre las inversiones de 
las personas jurídicas domiciliadas en el Perú que se 
efectúen en el extranjero por los cuales de distribuyen 
los dividendos o utilidades que son deducidos conforme 
con el inciso f) del artículo 88 de la Ley, incorporado 
por este decreto legislativo, identifi cando los países de 
procedencia de los dividendos y utilidades, así como el 
costo-benefi cio del decreto legislativo.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única.- De las deudas constituidas o renovadas 
hasta la fecha de publicación del Decreto Legislativo 

A las deudas constituidas o renovadas hasta la 
fecha de publicación del Decreto Legislativo, les será de 
aplicación hasta el 31 el diciembre de 2020, el texto del 
inciso a) del artículo 37 antes de la modifi cación efectuada 
por el Decreto Legislativo. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA MODIFICATORIA

Única.- Modifícase a partir del 1 de enero de 2021 
el inciso a) del artículo 37 de la Ley

“Artículo 37.- (…)
(…)

a) Los intereses de deudas y los gastos originados por 
la constitución, renovación o cancelación de las mismas 
siempre que hayan sido contraídas para adquirir bienes 
o servicios vinculados con la obtención o producción de 
rentas gravadas en el país o mantener su fuente productora. 

Para efecto de los gastos previstos en este inciso, se 
tendrá en cuenta lo siguiente:

1. No son deducibles los intereses netos en la parte 
que excedan el treinta por ciento (30%) del EBITDA del 
ejercicio anterior. 

Para tal efecto, se entiende por:

i. Interés neto: Monto de los gastos por intereses 
que exceda el monto de los ingresos por intereses, 
computables para determinar la renta neta. 

ii. EBITDA: Renta neta luego de efectuada la 
compensación de pérdidas más los intereses netos, 
depreciación y amortización. 

Los intereses netos que no hubieran podido 
ser deducidos en el ejercicio por exceder el límite 
antes señalado, podrán ser adicionados a aquellos 
correspondientes a los cuatro (4) ejercicios inmediatos 
siguientes, quedando sujetos al límite conforme a lo que 
establezca el Reglamento.

2. El límite a que se refi ere el numeral anterior no es 
aplicable a: 

a. Las empresas del sistema fi nanciero y de seguros 
señaladas en el artículo 16° de la Ley N° 26702 - Ley 
General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros 
y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros.

b. Contribuyentes cuyos ingresos netos en el ejercicio 
gravable sean menores o iguales a dos mil quinientas 
(2500) UIT. 

c. Contribuyentes que desarrollen proyectos de 
infraestructura pública, servicios públicos, servicios vinculados 
a estos, investigación aplicada y/o innovación tecnológica 
que se realicen en el marco del Decreto Legislativo N° 1224, 
“Decreto Legislativo del Marco de Promoción de la Inversión 
Privada mediante Asociaciones Público Privadas y Proyectos 
en Activos” y las normas que lo modifi quen o sustituyan.

d. Intereses de endeudamientos para el desarrollo de 
proyectos de infraestructura pública, servicios públicos, 
servicios vinculados a estos, investigación aplicada y/o 
innovación tecnológica, bajo la modalidad de Proyectos 
en Activos en el marco del Decreto Legislativo N° 1224, 
“Decreto Legislativo del Marco de Promoción de la 
Inversión Privada mediante Asociaciones Público Privadas 
y Proyectos en Activos” y las normas que lo modifi quen o 
sustituyan, de acuerdo a lo que señale el Reglamento.

e. Intereses de endeudamientos provenientes de la 
emisión de valores mobiliarios representativos de deuda 
que cumplan con las siguientes condiciones: 

i. Se realicen por oferta pública primaria en el territorio 
nacional conforme a lo establecido en la Ley de Mercado 
de Valores aprobada mediante Decreto Legislativo N° 861 
y las normas que lo modifi quen o sustituyan.

ii. Los valores mobiliarios que se emitan sean 
nominativos; y,

iii. La oferta pública se coloque en un número mínimo 
de 5 inversionistas no vinculados al emisor. 

Los intereses señalados en los acápites d. y e. del 
presente numeral serán computables a efectos de calcular 
el límite previsto en el numeral 1 de este inciso. Dichos 
intereses son deducibles aun cuando excedan el referido 
límite. 

3. Solo son deducibles los intereses determinados 
conforme a los numeral 1 y 2 de este inciso, en la parte que 
excedan el monto de los ingresos por intereses exonerados 
e inafectos. Para tal efecto no se computarán los intereses 
exonerados e inafectos generados por valores cuya 
adquisición haya sido efectuada en cumplimiento de una 
norma legal o disposiciones del Banco Central de Reserva 
del Perú, ni los generados por valores que reditúen una tasa 
de interés, en moneda nacional, no superior al cincuenta 
por ciento (50%) de la tasa activa de mercado promedio 
mensual en moneda nacional (TAMN) que publique la 
Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras 
Privadas de Fondos de Pensiones.

4. Tratándose de bancos y empresas fi nancieras, 
deberá establecerse la proporción existente entre los 
ingresos fi nancieros gravados e ingresos fi nancieros 
exonerados e inafectos y deducir como gasto, únicamente, 
los cargos en la proporción antes establecida para los 
ingresos fi nancieros gravados. 

5. También serán deducibles los intereses de 
fraccionamientos otorgados conforme al Código Tributario. 
Estos no forman parte del cálculo del límite señalado en el 
numeral 1.”

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al Congreso 
de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce días 
del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1691026-13
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DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1425

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección 
de personas en situación de violencia y vulnerabilidad 
y de modernización de la gestión del Estado, el 
Congreso de la República ha delegado en el Poder 
Ejecutivo, la facultad de legislar por el plazo de 60 días 
calendario;

Que, en ese sentido, el literal a) del inciso 1 del artículo 
2 del citado dispositivo legal establecen que el Poder 
Ejecutivo está facultado para legislar en materia tributaria 
y fi nanciera a fi n de modifi car la Ley del Impuesto a la 
Renta para incorporar una defi nición de devengo a fi n de 
otorgar seguridad jurídica;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal a) del 
inciso 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el decreto legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA
LEY DEL IMPUESTO A LA RENTA

Artículo 1. Objeto
El Decreto Legislativo tiene por objeto establecer una 

defi nición de devengo para efectos del impuesto a la renta 
a fi n de otorgar seguridad jurídica.

Artículo 2. Defi nición 
Para efecto del Decreto Legislativo se entiende por 

Ley al Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la 
Renta, aprobado por Decreto Supremo N° 179-2004-EF.

Artículo 3. Modifi cación del segundo párrafo del 
numeral 5) del artículo 32, el artículo 57 y el artículo 
63 de la Ley

 Modifícase el segundo párrafo del numeral 5) 
del artículo 32, el artículo 57 y el artículo 63 de la Ley, 
conforme a los textos siguientes:

“Artículo 32.- (…)
Para los efectos de la presente Ley se considera valor 

de mercado:

(…) 

5. (…)

Tratándose de Instrumentos Financieros Derivados 
celebrados fuera de mercados reconocidos, el valor de 
mercado será el que corresponde al elemento subyacente 
en la fecha en que ocurra alguno de los hechos a que 
se refi ere el octavo párrafo del inciso a) del artículo 57 
de la Ley, el que ocurra primero. El valor de mercado del 
subyacente se determina de acuerdo con lo establecido 
en los numerales 1 al 4 del presente artículo. 

(…)”

“Artículo 57.- A los efectos de esta Ley, el ejercicio 
gravable comienza el 1 de enero de cada año y fi naliza 
el 31 de diciembre, debiendo coincidir en todos los 
casos el ejercicio comercial con el ejercicio gravable, sin 
excepción.

Las rentas se imputan al ejercicio gravable de acuerdo 
con las siguientes normas:

a) Las rentas de la tercera categoría se consideran 
producidas en el ejercicio comercial en que se devenguen.

Para dicho efecto, se entiende que los ingresos 
se devengan cuando se han producido los hechos 
sustanciales para su generación, siempre que el derecho 
a obtenerlos no esté sujeto a una condición suspensiva, 
independientemente de la oportunidad en que se cobren 
y aun cuando no se hubieren fi jado los términos precisos 
para su pago. 

No obstante, cuando la contraprestación o parte 
de esta se fi je en función de un hecho o evento que se 
producirá en el futuro, el ingreso se devenga cuando 
dicho hecho o evento ocurra. 

Adicionalmente, se debe tener en cuenta lo siguiente: 

1) Tratándose de la enajenación de bienes se 
considera que se han producido los hechos sustanciales 
para la generación del ingreso cuando se produzca lo 
señalado en los acápites 1.1) o 1.2), lo que ocurra primero:

1.1) El adquirente tenga el control sobre el bien, es 
decir, tenga el derecho a decidir sobre el uso del bien y a 
obtener sustancialmente los benefi cios del mismo.

Para determinar si el adquirente tiene control sobre el 
bien no se debe tener en cuenta: 

a) La existencia de pactos entre el transferente y el 
adquirente que otorguen a uno de ellos, el derecho a 
adquirir o transferir el bien o establezcan la obligación de 
uno de ellos, de adquirir o transferir el bien. 

b) El derecho del adquirente de resolver el contrato 
o exigir al transferente que se efectúen las correcciones 
correspondientes cuando los bienes materia de la 
transferencia no reúnan las cualidades, características o 
especifi caciones pactadas.

c) La existencia de una o más prestaciones que deban 
ser contabilizadas en forma conjunta a la transferencia del 
bien, debiendo para efecto del devengo ser consideradas 
en forma independiente.

1.2) El enajenante ha transferido al adquirente el 
riesgo de la pérdida de los bienes.

2) Tratándose de la prestación de servicios que se 
ejecutan en el transcurso del tiempo:

2.1) Los ingresos se devengan de acuerdo con el 
grado de su realización. 

Los métodos para medir el grado de realización son 
los siguientes:

a) Inspección de lo ejecutado.
b) Determinación del porcentaje que resulte de 

relacionar lo ejecutado con el total a ejecutar.
c) Determinación del porcentaje que resulte de 

relacionar los costos incurridos con el costo total de 
la prestación del servicio. Para este efecto, se debe 
considerar como costos incurridos solo aquellos 
vinculados con la parte ejecutada y como costo total los 
costos de la parte ejecutada y por ejecutar.

El método que se adopte es el que mejor se ajuste a la 
naturaleza y características de la prestación. 

El Reglamento podrá aprobar otros métodos, siempre 
que los mismos permitan determinar de una mejor manera 
el grado de realización del servicio. 

2.2) Tratándose de servicios de ejecución continuada:

a) Cuando se pacten por tiempo determinado, los 
ingresos se devengan en forma proporcional al tiempo 
pactado para su ejecución, salvo que exista un mejor 
método de medición de la ejecución del servicio, conforme 
a la naturaleza y características de la prestación. 

b) Cuando se pacten por tiempo indeterminado, los 
ingresos se devengan considerando el mejor método 
de medición de su ejecución, conforme a la naturaleza y 
características de la prestación. 

Una vez adoptado el método de acuerdo a lo dispuesto 
en los acápites 2.1) y 2.2) de este numeral, este deberá 
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aplicarse uniformemente a otras prestaciones similares en 
situaciones semejantes. 

Para variar el método adoptado se debe solicitar 
autorización a la SUNAT que la aprobará o denegará en 
un plazo no mayor de cuarenta y cinco (45) días hábiles. 
De no mediar resolución expresa al acabo de dicho plazo 
se dará por aprobada la solicitud. El cambio del método 
opera a partir del ejercicio siguiente a aquél en que se 
aprobó la solicitud.

En caso los contribuyentes omitan acreditar la 
pertinencia del método utilizado y el sustento de su 
aplicación, la SUNAT puede aplicar el método de medición 
que considere conveniente, acorde con la naturaleza y 
características de la prestación. 

Para efecto de lo dispuesto en el presente numeral se 
entiende que el costo comprende: los materiales directos 
utilizados, la mano de obra directa, así como otros costos 
directos o indirectos de la prestación del servicio. Dichos 
costos deben guardar correlación con los ingresos.

3) Tratándose de la cesión temporal de bienes por 
un plazo determinado, el ingreso se devenga en forma 
proporcional al tiempo de la cesión, salvo que exista un 
mejor método de medición de la ejecución de la cesión, 
conforme a la naturaleza y características de la prestación.

Cuando las mencionadas cesiones se efectúen por 
tiempo indeterminado los ingresos se devengan conforme 
se vaya ejecutando la cesión, para lo cual se aplicará el 
mejor método de medición de dicha ejecución, conforme 
a la naturaleza y características de esta.

Una vez adoptado el método este deberá aplicarse 
uniformemente a otras prestaciones similares en 
situaciones semejantes.

Para efecto de lo previsto en este numeral, resulta de 
aplicación lo dispuesto en el antepenúltimo y el penúltimo 
párrafos del numeral anterior.

4) Respecto de las obligaciones de no hacer, el ingreso 
se devenga en forma proporcional al tiempo pactado para 
su ejecución.

Cuando las referidas obligaciones se pacten por tiempo 
indeterminado, el ingreso se devenga al vencimiento del 
o los plazos previstos para el pago de la contraprestación.

5) En las transferencias de créditos cuando el 
adquirente no asuma el riesgo crediticio del deudor, el 
ingreso de aquel se devenga conforme se van generando 
los intereses en el período comprendido entre la fecha 
en que el descontante o adquirente entrega al cliente 
o transferente el valor de la transferencia y la fecha de 
vencimiento del plazo otorgado al deudor para pagar. 

6) En las expropiaciones, los ingresos se devengan en 
el o los ejercicios gravables en que se ponga a disposición 
el valor de la expropiación o el importe de las cuotas del 
mismo. Cuando una parte del precio de expropiación 
se pague en bonos, los benefi cios se imputarán 
proporcionalmente a los ejercicios en los cuales los bonos 
se rediman o transfi eran en propiedad.

En el caso de ingresos por prestaciones distintas a las 
mencionadas en los numerales precedentes, tales como 
indemnizaciones, intereses, incluyendo los señalados en 
el inciso e) del artículo 1 del Decreto Legislativo N° 915 y 
el mutuo oneroso de bienes consumibles, el devengo se 
determina conforme a lo dispuesto en el segundo y tercer 
párrafos del inciso a) del presente artículo. 

Cuando la transacción involucre más de una 
prestación, el devengo de los ingresos se determina en 
forma independiente por cada una de ellas. 

En ningún caso se desconocen, disminuyen o difi eren 
ingresos por efecto de:

i) Estimaciones que se realicen sobre la posibilidad de 
no recibir la contraprestación o parte de ella.

ii) Acuerdos que otorgan a la otra parte la opción de 
adquirir bienes o servicios adicionales en forma gratuita 
o a cambio de una contraprestación inferior debido 
a descuentos o conceptos similares. Los referidos 
descuentos o conceptos similares solo surten efecto en el 
momento en que se aplican. 

iii) Contraprestaciones que el contribuyente se obliga 
a pagar al adquirente, usuario o terceros. Para efecto del 
devengo, estas deben tratarse de manera independiente 
a los ingresos del transferente. 

En el caso de Instrumentos Financieros Derivados, 
las rentas y pérdidas se consideran devengadas en 
el ejercicio en que ocurra cualquiera de los siguientes 
hechos:

1. Entrega física del elemento subyacente.
2. Liquidación en efectivo.
3. Cierre de posiciones.
4. Abandono de la opción en la fecha en que la opción 

expira, sin ejercerla.
5. Cesión de la posición contractual.
6. Fecha fi jada en el contrato de swap fi nanciero 

para la realización del intercambio periódico de fl ujos 
fi nancieros.

En el caso de Instrumentos Financieros Derivados que 
consideren como elemento subyacente exclusivamente el 
tipo de cambio de una moneda extranjera, las rentas y 
pérdidas se imputan al cierre de cada ejercicio gravable 
aun cuando la fecha de vencimiento del contrato 
corresponda a un ejercicio posterior. Para este efecto se 
aplica lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley.

Para el caso de Instrumentos Financieros Derivados 
celebrados con fi nes de intermediación fi nanciera por 
las empresas del Sistema Financiero reguladas por la 
Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de 
Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y 
Seguros, Ley N° 26702, las rentas y pérdidas se imputan 
de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 2) del inciso d) 
del artículo 5-A de la presente Ley.

Las rentas de las personas jurídicas se considerarán 
del ejercicio gravable en que cierra su ejercicio comercial. 
De igual forma, las rentas provenientes de empresas 
unipersonales serán imputadas por el propietario al 
ejercicio gravable en el que cierra el ejercicio comercial.

Las reglas previstas en este inciso también son de 
aplicación para la imputación de los ingresos para efecto 
del cálculo de los pagos a cuenta.

b) Las rentas de primera categoría se imputan al 
ejercicio gravable en que se devenguen, teniendo en 
cuenta lo dispuesto en el segundo y tercer párrafos del 
inciso a) del presente artículo.

c) Las rentas de fuente extranjera que obtengan los 
contribuyentes domiciliados en el país provenientes de 
la explotación de un negocio o empresa en el exterior 
se imputan al ejercicio gravable en que se devenguen, 
teniendo en cuenta lo dispuesto en el segundo párrafo del 
inciso a) del presente artículo. 

d) Las demás rentas se imputan al ejercicio gravable 
en que se perciban.

Las normas establecidas en el segundo párrafo de 
este artículo son de aplicación para la imputación de los 
gastos, con excepción de lo previsto en los siguientes 
párrafos. 

Tratándose de gastos de tercera categoría se 
imputan en el ejercicio gravable en que se produzcan los 
hechos sustanciales para su generación, siempre que la 
obligación de pagarlos no esté sujeta a una condición 
suspensiva, independientemente de la oportunidad en 
que se paguen, y aun cuando no se hubieren fi jado los 
términos precisos para su pago. 

No obstante, cuando la contraprestación o parte 
de ésta se fi je en función de un hecho o evento que se 
producirá en el futuro, los gastos de tercera categoría se 
devengan cuando dicho hecho o evento ocurra.

Excepcionalmente, en aquellos casos en que debido 
a razones ajenas al contribuyente no hubiera sido posible 
conocer un gasto de la tercera categoría oportunamente 
y siempre que la SUNAT compruebe que su imputación 
en el ejercicio en que se conozca no implica la obtención 
de un benefi cio fi scal, se puede aceptar su deducción 
en ese ejercicio, en la medida que dichos gastos sean 
provisionados contablemente y pagados íntegramente 
antes de su cierre.

Tratándose de gastos de rentas de fuente extranjera 
a que se refi ere el inciso c) de este artículo, resulta de 
aplicación lo dispuesto en el cuarto párrafo del presente 
artículo.”

“Artículo 63.- Las empresas de construcción o 
similares, que ejecuten contratos de obra cuyos resultados 
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correspondan a más de un (1) ejercicio gravable deben 
acogerse a uno de los siguientes métodos, sin perjuicio 
de los pagos a cuenta a que se encuentren obligados, en 
la forma que establezca el Reglamento:

a) Asignar a cada ejercicio gravable la renta bruta 
que resulte de aplicar sobre los importes cobrados por 
cada obra, durante el ejercicio comercial, el porcentaje 
de ganancia bruta calculado para el total de la respectiva 
obra;

b) Asignar a cada ejercicio gravable la renta bruta que 
se establezca deduciendo del importe cobrado y/o por 
cobrar por los trabajos ejecutados en cada obra durante 
el ejercicio comercial, los costos correspondientes a tales 
trabajos.

En todos los casos se llevará una cuenta especial por 
cada obra.

La diferencia que resulte en defi nitiva de la 
comparación de la renta bruta real y la establecida 
mediante los métodos antes mencionados, se imputará al 
ejercicio gravable en el que se concluya la obra.

El método que se adopte, según lo dispuesto en 
este artículo, debe aplicarse uniformemente a todas las 
obras que ejecute la empresa, y no podrá ser variado sin 
autorización de la SUNAT, la que determinará a partir de 
qué año podrá efectuarse el cambio.

Tratándose de bonos dados en pago a los contratistas 
de obras de edifi caciones, pistas, veredas, obras 
sanitarias y eléctricas del Sector Público Nacional, dichos 
contratistas incluirán, para los efectos del cómputo de la 
renta, sólo aquella parte de los mencionados bonos que 
sea realizada durante el correspondiente ejercicio.”

Artículo 4. Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Vigencia
Lo dispuesto en el Decreto Legislativo entra en 

vigencia el 1 de enero de 2019.

Segunda. Interpretación del acápite 1.1) del 
numeral 1) del inciso a) del artículo 57 de la Ley.

Para la interpretación de lo dispuesto en el acápite 1.1) 
del numeral 1) del inciso a) del artículo 57 de la Ley es de 
aplicación lo señalado respecto al control de los bienes 
en la Norma Internacional de Información Financiera 
NIIF 15 - Ingresos de actividades ordinarias procedentes 
de contratos con clientes, en tanto no se oponga a lo 
señalado en la Ley. 

La versión de la NIIF, ofi cializada por el Consejo 
Normativo de Contabilidad, que se utilizará para estos 
efectos es la vigente a la fecha de publicación del Decreto 
Legislativo.

Tercera. Empresas de construcción o similares 
que ejecuten contratos de obra cuyos resultados 
correspondan a más de un (1) ejercicio gravable

Las empresas de construcción o similares que ejecuten 
contratos de obra cuyos resultados correspondan a más 
de un (1) ejercicio gravable que opten por el método a que 
se refi ere el inciso b) del artículo 63 de la Ley, les resulta 
de aplicación lo dispuesto en el primer, segundo, tercero, 
sexto y séptimo párrafos del inciso a) del artículo 57 de 
la Ley.

Cuarta. Obligaciones formales y disposiciones 
para el control

Mediante resolución de superintendencia la SUNAT 
puede establecer las obligaciones formales, así como las 
disposiciones que resulten necesarias para el control de 
la aplicación de lo previsto en los artículos 57 y 63 de la 
Ley. 

Quinta. Normas especiales o sectoriales
Las modifi caciones a la Ley previstas en el Decreto 

Legislativo no modifi can el tratamiento del devengo del 

ingreso o gasto establecido en normas especiales o 
sectoriales.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1691026-14

PRESIDENCIA DEL CONSEJO

DE MINISTROS

Autorizan viaje del Ministro de Energía y 
Minas a Canadá y encargan su Despacho al 
Ministro de Economía y Finanzas

RESOLUCIÓN SUPREMA
N° 169-2018-PCM

Lima, 12 de setiembre de 2018

VISTOS: 

El Informe N° 164-2018-MEM/OGP-PIC de la 
Ofi cina de Planeamiento, Programación de Inversiones 
y Cooperación Internacional de la Ofi cina General 
de Planeamiento y Presupuesto; el Informe N° 
127-2018-MEM-OGA/FIN de la Ofi cina Financiera de 
la Ofi cina General de Administración y el Informe N° 
860-2018-MEM/OGJ de la Ofi cina General de Asesoría 
Jurídica, del Ministerio de Energía y Minas; y,  

CONSIDERANDO:

Que, el Ministerio de Energía y Minas es un organismo 
del Poder Ejecutivo, encargado de formular, en armonía 
con la política general y los planes del Gobierno, las 
políticas de alcance nacional en materia de electricidad, 
hidrocarburos y minería, supervisando y evaluando su 
cumplimiento;

Que, de conformidad con lo establecido en la Ley N° 
30705, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de 
Energía y Minas, una de las funciones que le corresponde 
es promover la inversión sostenible y las actividades del 
sector;

Que, mediante Ofi cio OF.RE (DPE) N° 2-13-A/68, 
de fecha 01 de agosto de 2018, la Dirección General 
de Promoción Económica del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, informa que el Ministro de Estado en el 
Despacho de Energía y Minas está invitado al Roadshow 
de Inversiones, que se desarrollará el día 20 de setiembre 
en la ciudad de Vancouver, Canadá;

Que, el citado evento tiene por objeto promover las 
oportunidades de inversión en el Perú ante representantes 
del sector privado canadiense y contará con una 
importante delegación peruana presidida por los Ministros 
de Energía y Minas, y de Transportes y Comunicaciones, 
e integrada por la Agencia de Promoción de la Inversión 
Privada – ProInversión y la Agencia privada de promoción 
“In Perú”. Cabe mencionar que este evento brindará el 
marco adecuado previo a la visita de trabajo que realizará 
el señor Presidente de la República del Perú, Martín 
Alberto Vizcarra Cornejo, a la ciudad de Canadá los días 
27 y 28 de setiembre de 2018;
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favor de MARCOBRE S.A.C. la concesión defi nitiva para 
desarrollar la actividad de transmisión de energía eléctrica 
en la Línea de Transmisión en 220 kV S.E. Poroma 
– S.E. Mina Justa, ubicada en el distrito de Marcona, 
provincia de Nazca, departamento de Ica, aprobándose el 
CONTRATO, estableciéndose que el inicio de ejecución 
de obras se efectuaría el 1 de agosto de 2017 y la Puesta 
en Operación Comercial (POC) a más tardar el 30 de julio 
de 2018;

Que, mediante carta MARC-CA-2018-0228 con 
Registro N° 2823479, de fecha 13 de junio de 2018, 
MARCOBRE S.A.C. solicita la aprobación del Calendario 
Garantizado de Ejecución de Obras, manifestando que no 
será necesario el inicio de un procedimiento administrativo 
de modifi cación de Calendario por fuerza mayor;

Que, mediante el Informe N° 288-2018-MEM/DGE, 
de fecha 23 de julio de 2018, la Dirección General 
de Electricidad señala que corresponde tramitar, la 
solicitud de aprobación de Calendario Garantizado, bajo 
Modifi cación Contractual, el cual se aprueba bajo un 
procedimiento de modifi cación de concesión defi nitiva;

Que, mediante carta MARC-CA-2018-0391 con 
Registro N° 2840986, de fecha 1 de agosto de 2018, 
MARCOBRE S.A.C. solicita la primera modifi cación de 
la concesión defi nitiva de transmisión de la Línea de 
Transmisión en 220 kV S.E. Poroma – S.E. Mina Justa, 
a fi n de prorrogar la POC del proyecto hasta el 30 de 
setiembre de 2019, para lo cual presenta un Calendario 
Garantizado de Ejecución de Obras, acompañado de una 
garantía de fi el cumplimiento, presentada mediante carta 
MARC-CA-2018-0375 con Registro N° 2839676, de fecha 
30 de julio de 2018, acogiéndose a lo establecido en el 
literal b) del artículo 36 del Decreto Ley N° 25844, Ley de 
Concesiones Eléctricas;

Que, el literal b) del artículo 36 de la Ley de 
Concesiones Eléctricas establece que la concesión 
defi nitiva caduca cuando “El concesionario no cumpla con 
ejecutar las obras conforme al Calendario de Ejecución 
de Obras, salvo que (…) se apruebe un calendario 
garantizado de ejecución de obras por única vez, el cual 
debe acompañarse de una garantía adicional, según las 
condiciones previstas en el Reglamento”;

Que, al respecto, el literal d) del artículo 73 del 
Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, 
aprobado por Decreto Supremo N° 009-93-EM, señala las 
características que debe tener la garantía que acompañe 
al Calendario Garantizado de Ejecución de Obras;

Que, la Dirección General de Electricidad del Ministerio 
de Energía y Minas, según los Informes de Vistos, 
considera que la solicitud presentada por MARCOBRE 
S.A.C. mediante documento con Registro N° 2840986 
cumple con lo establecido en el literal b) del artículo 36 de la 
Ley de Concesiones Eléctricas, así como con lo señalado 
en el literal d) del artículo 73 de su Reglamento, por lo 
que corresponde modifi car el Calendario de Ejecución de 
Obras, sustituyéndolo por el Calendario Garantizado de 
Ejecución de Obras, y de esta manera establecer que la 
ejecución de obras se inicia desde el 1 de mayo de 2018 
y la Puesta en Operación Comercial (POC) se efectuará a 
más tardar el 30 de setiembre de 2019, así como indicar la 
nueva garantía de fi el cumplimiento de ejecución de obras 
presentada;

Que, la Dirección General de Electricidad y la Ofi cina 
General de Asesoría Jurídica del Ministerio de Energía y 
Minas, según los Informes de Vistos, han verifi cado que se 
ha cumplido con lo establecido en la Ley de Concesiones 
Eléctricas y su Reglamento; por lo que recomiendan 
aprobar la primera modifi cación de la concesión defi nitiva 
de transmisión de la Línea de Transmisión en 220 kV 
S.E. Poroma – S.E. Mina Justa, así como la Primera 
Modifi cación al CONTRATO en los términos y condiciones 
que se describen en la minuta correspondiente, la misma 
que deberá ser elevada a Escritura Pública incorporando 
en ésta el texto de la presente Resolución, e inscribirla en el 
Registro de Concesiones para la Explotación de Servicios 
Públicos del Registro de Propiedad Inmueble, según lo 
establecido en los artículos 7 y 56 del citado Reglamento;

De conformidad con lo dispuesto en la Ley de 
Concesiones Eléctricas, sus normas reglamentarias 
y modifi caciones, el Texto Único de Procedimientos 
Administrativos del Ministerio de Energía y Minas, 

aprobado con Decreto Supremo N° 038-2014 y sus 
modifi catorias, la Ley N° 30705, Ley de Organización 
y Funciones del Ministerio de Energía y Minas, y el 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Energía y Minas, aprobado con Decreto Supremo N° 
031-2007-EM y sus modifi catorias;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar la primera modifi cación de 
la concesión defi nitiva para desarrollar la actividad 
de transmisión de energía eléctrica en la Línea de 
Transmisión en 220 kV S.E. Poroma – S.E. Mina Justa y 
la Primera Modifi cación al Contrato de Concesión N° 502-
2017, solicitada por MARCOBRE S.A.C., en lo referido a la 
modifi cación de la Cláusula Séptima, la Cláusula Décimo 
Segunda y el Anexo N° 4, por las razones y fundamentos 
legales señalados en la parte considerativa de la presente 
Resolución Ministerial.

Artículo 2.- Autorizar al Director General de 
Electricidad o quien haga sus veces, a suscribir, en 
representación del Estado, la Minuta de la Primera 
Modifi cación al Contrato de Concesión N° 502-2017, 
aprobada en el artículo precedente y la Escritura Pública 
correspondiente.

Artículo 3.- Incorporar el texto de la presente 
Resolución Ministerial en la Escritura Pública que dé origen 
la Primera Modifi cación al Contrato de Concesión N° 502-
2017 en cumplimiento del artículo 56 del Reglamento de 
la Ley de Concesiones Eléctricas, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 009-93-EM.

Artículo 4.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución Ministerial por una sola vez en el diario ofi cial 
El Peruano dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes 
a su expedición, por cuenta de MARCOBRE S.A.C., de 
conformidad con el artículo 54 del Reglamento de la Ley 
de Concesiones Eléctricas, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 009-93-EM.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1688588-1

Aprueban 10 Fichas de Homologación para 
Aparatos de Refrigeración

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 340-2018-MEM/DM

Lima, 11 de setiembre de 2018

VISTOS: El Informe Técnico Legal N° 033-2018-MEM/
DGEE-JWCCH, el Informe N° 010-2018-MEM/DGEE-
CRF y el Informe N° 743-2018-MEM/OGJ, emitidos por 
la Dirección General de Efi ciencia Energética y la Ofi cina 
General de Asesoría Jurídica del Ministerio de Energía y 
Minas;

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 1 de la Ley Nº 27345, Ley de 
Promoción del Uso Efi ciente de la Energía, declara de 
interés nacional la promoción del Uso Efi ciente de la 
Energía para asegurar el suministro de energía, proteger 
al consumidor, fomentar la competitividad de la economía 
nacional y reducir el impacto ambiental negativo del uso y 
consumo de los energéticos; asimismo, el artículo 2 de la 
referida Ley, señala que el Ministerio de Energía y Minas 
es la autoridad competente del Estado para la promoción 
del uso efi ciente de la energía; 

Que, el literal b) del numeral 6.3 del artículo 6 del 
Reglamento de la Ley Nº 27345, aprobado por el Decreto 
Supremo Nº 053-2007-EM, señala que las entidades 
del Sector Público utilizarán, para fi nes de iluminación 
y otros usos, equipos efi cientes que cumplan con las 
características técnicas determinadas por el Ministerio de 
Energía y Minas;
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Que, el numeral 1.1 del artículo 1 del Decreto Supremo 
Nº 004-2016-EM, Decreto Supremo que aprueba medidas 
para el uso efi ciente de la energía, establece que las 
entidades y/o empresas públicas que requieran adquirir o 
reemplazar equipos energéticos, deberán reemplazarlos 
o sustituirlos por equipos de tecnología más efi ciente que 
exista en el mercado al momento de su compra. Para 
tal efecto, el Ministerio de Energía y Minas, mediante 
Resolución Ministerial, establece los lineamientos 
y/o especifi caciones técnicas de las tecnologías más 
efi cientes de equipos energéticos previo procedimiento 
de homologación previsto en la Ley de Contrataciones del 
Estado;

Que, asimismo, el numeral 1.2 del artículo 1 del 
precitado Decreto Supremo señala que, entre los equipos 
energéticos que están dentro del alcance de lo antes 
establecido, se encuentran, entre otros, los aparatos de 
refrigeración; 

Que, mediante el Decreto Supremo N° 009-2017-EM, 
se aprobó el Reglamento Técnico sobre el etiquetado 
de efi ciencia energética para Equipos energéticos, 
el cual entró en vigencia el 07 de abril de 2018. En su 
Tercera Disposición Complementaria Transitoria, dicho 
Reglamento Técnico establece que por el periodo 
de un año contado desde su entrada en vigencia; 
los Productores, Importadores, Distribuidores y/o 
Comercializadores incorporan la Etiqueta de Efi ciencia 
Energética cumpliendo lo establecido en el Reglamento 
Técnico y sus Anexos, sin la necesidad de presentar el 
certifi cado de conformidad. Se precisa que durante dicho 
plazo, pueden hacer uso de laboratorios de ensayo, ya 
sea nacionales o internacionales, de tercera o primera 
parte, acreditados o no, para realizar los ensayos y/o 
las evaluaciones necesarias para reportar la información 
y cumplir con los requisitos de Etiquetado de Efi ciencia 
Energética;

Que, el artículo 17 de la Ley N° 30225, Ley de 
Contrataciones del Estado, modifi cado por el Decreto 
Legislativo N° 1341, establece que las Entidades del 
Poder Ejecutivo que formulen políticas nacionales y/o 
sectoriales del Estado están facultadas a uniformizar los 
requerimientos en el ámbito de sus competencias a través 
de un proceso de homologación;

Que, el numeral 9.1 del artículo 9 del Reglamento de la 
Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado 
por Decreto Supremo N° 350-2015-EF y modifi cado por el 
Decreto Supremo N° 056-2017-EF, señala que mediante 
la homologación las Entidades del Poder Ejecutivo que 
formulan políticas nacionales y/o sectoriales, establecen 
las características técnicas de los requerimientos y/o los 
requisitos de califi cación en general relacionados con 
el ámbito de su competencia, priorizando aquellos que 
sean de contratación recurrente, de uso masivo por las 
Entidades y/o aquellos identifi cados como estratégicos 
para el sector, conforme a los lineamientos establecidos 
por la Central de Compras Públicas – PERÚ COMPRAS; 

Que, los numerales 10.1 y 10.2 del artículo 10 del 
citado Reglamento indican que la aprobación, modifi cación 
y exclusión de una fi cha de homologación se efectúa 
mediante resolución del Titular de la Entidad que realiza 
la homologación, siendo ésta una facultad indelegable; 
debiéndose contar con la opinión favorable de PERÚ 
COMPRAS y publicarse en el Diario Ofi cial “El Peruano”; 
estableciéndose además que el proyecto de fi cha de 
homologación debe prepublicarse en el portal institucional 
de la Entidad que realiza la homologación, de PERÚ 
COMPRAS y en el Sistema Electrónico de Contrataciones 
del Estado (SEACE) a fi n de recibir comentarios, 
recomendaciones y observaciones sobre su contenido, 
por un periodo mínimo de diez (10) días hábiles; luego 
de lo cual, la Entidad que realiza la homologación, tiene 
un plazo de diez (10) días hábiles para evaluar y, de ser 
el caso, modifi car el proyecto de fi cha de homologación;

Que, conforme a los literales a), b) y n) del artículo 89 
del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Energía y Minas, aprobado por Decreto Supremo Nº 
031-2007-EM y sus modifi catorias, la Dirección General 
de Efi ciencia Energética está facultada para proponer 
la política del sector energético en concordancia con 
las políticas de desarrollo nacional; proponer la política 
de efi ciencia energética, que incluya las medidas 

promocionales y regulatorias que sean necesarias en 
relación a la producción, transporte, transformación, 
distribución, comercialización de los recursos energéticos 
y el consumo en los sectores residencial, productivo, 
servicios, público y transporte; así como de las energías 
renovables; y, conducir, promover y/o ejecutar las 
actividades encargadas al Ministerio de Energía y Minas 
mediante la Ley N° 27345, Ley de Promoción del Uso 
Efi ciente de la Energía y su Reglamento, en el ámbito de 
su competencia; 

Que, en ese contexto, la Dirección General de 
Efi ciencia Energética elaboró diez (10) proyectos de 
fi chas de homologación de aparatos de refrigeración, 
conforme a lo establecido en el Decreto Supremo N° 
004-2016-EM, Decreto Supremo que aprueba medidas 
para el uso efi ciente de la energía, la Directiva N° 004-
2016-PERÚ COMPRAS denominada “Procedimiento 
de Homologación de Requerimientos”, aprobada por 
Resolución Jefatural N° 037-2016-PERÚ COMPRAS;

Que, mediante los Ofi cios N° 408-2017-MEM/
DGEE y N° 409-2017-MEM/DGEE, ambos de fecha 16 
de octubre de 2017, la Dirección General de Efi ciencia 
Energética remitió a la Central de Compras Públicas 
– PERÚ COMPRAS y al Organismo Supervisor de las 
Contrataciones del Estado, diez (10) proyectos de fi chas 
de homologación de aparatos de refrigeración, a efectos 
de que sean prepublicados en sus respectivos portales 
institucionales por el plazo de diez (10) días hábiles;

Que, mediante Ofi cio N° 079-2018-PERÚ COMPRAS/
SG de fecha 09 de abril de 2018, la Central de Compras 
Públicas - PERÚ COMPRAS emite opinión favorable 
para la aprobación de diez (10) proyectos de fi chas de 
homologación de aparatos de refrigeración;

Que, contando con la opinión favorable de la Central 
de Compras Públicas – PERÚ COMPRAS, corresponde 
aprobar los diez (10) proyectos de fi chas de homologación 
de aparatos de refrigeración;

Que, por otro lado, mediante las Resoluciones 
Ministeriales N° 108-2017-EM/DM, 143-2017-EM/DM, 
152-2017-EM/DM, 223-2017-EM/DM, 494-2017-EM/DM y 
042-2018-EM/DM se aprobaron fi chas de homologación 
para diversos equipos energéticos, en cuyos anexos se 
estableció la necesidad de que en los procedimientos de 
selección se requiera la presentación de un certifi cado 
emitido por un organismo de evaluación de la conformidad 
nacional o del país de fabricación u otros países que sean 
miembros fi rmantes del Acuerdo de Reconocimiento 
Multilateral (MLA) del Foro Internacional de Acreditación 
(IAF), acompañado de una declaración jurada suscrita por 
el postor en el que se de fe de su contenido;

Que, por medio del Ofi cio N° 0201-2018-MEM/DGEE 
de fecha 22 de mayo de 2018, la Dirección General de 
Efi ciencia Energética solicitó a la Central de Compras 
Públicas – PERÚ COMPRAS opinión respecto a la 
incorporación de una Disposición Complementaria Final 
Transitoria en la Resolución Ministerial en la que se precise 
que hasta el 07 de abril de 2019, en los procesos de 
selección para adquirir o remplazar equipos energéticos 
que cuenten con fi chas de homologación aprobados, 
no es exigible la presentación de los certifi cados de 
conformidad, siendo sufi ciente la presentación de los 
resultados de laboratorios de ensayo conforme a la Tercera 
Disposición Complementaria Transitoria del Reglamento 
Técnico sobre el etiquetado de efi ciencia energética para 
equipos energéticos, aprobado por Decreto Supremo N° 
009-2017-EM;

Que, mediante el Informe N° 058-2018-PERÚ 
COMPRAS/DSI, adjunto al Ofi cio N° 143-2018-PERÚ 
COMPRAS/SG, de fecha 03 de julio de 2018, la Central 
de Compras Públicas - PERÚ COMPRAS señaló que 
la inclusión de la Disposición Complementaria Final 
Transitoria referida en el considerando precedente, 
es competencia del Titular de la Entidad que realiza la 
homologación;

De conformidad con lo dispuesto en la Ley Nº 29158, 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; en la Ley N° 27345, 
Ley de Promoción del Uso Efi ciente de la Energía y en su 
Reglamento aprobado por el Decreto Supremo Nº 053-
2007-EM; en la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del 
Estado, modifi cado por el Decreto Legislativo N° 1341, 
y en su Reglamento aprobado por Decreto Supremo 
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N° 350-2015-EF, modifi cado por Decreto Supremo N° 
056-2017-EF; en el Decreto Supremo N° 009-2017-
EM, Decreto Supremo que aprueba el Reglamento 
Técnico sobre el Etiquetado de Efi ciencia Energética 
para Equipos Energéticos; en el Decreto Supremo Nº 
004-2016-EM, Decreto Supremo que aprueba medidas 
para el uso efi ciente de la energía; y, en el Reglamento 
de Organización y Funciones del Ministerio de Energía y 
Minas aprobado por Decreto Supremo Nº 031-2007-EM y 
sus modifi catorias;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobación de Fichas de Homologación
Aprobar diez (10) Fichas de Homologación para 

Aparatos de Refrigeración, cuyas características técnicas 
se encuentran descritas en los Anexos que forman parte 
integrante de la presente Resolución Ministerial.

Artículo 2.- Publicación 
Disponer la publicación de la presente Resolución 

Ministerial en el Diario Ofi cial El Peruano y de los 
Anexos señalados en el artículo precedente en el portal 
institucional del Ministerio de Energía y Minas (www.
minem.gob.pe).

Artículo 3.- Vigencia
La presente Resolución Ministerial entra en vigencia a 

partir del día siguiente de su publicación. 

DISPOSICION COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única.- Exigibilidad de ensayos de laboratorio
Precisar que hasta el 07 de abril de 2019, en los 

procesos de selección para adquirir o reemplazar equipos 
energéticos que cuenten con fi chas de homologación 
aprobados, no es exigible la presentación del Certifi cado de 
Conformidad emitido por un Organismo de Certifi cación de 
Producto (OCP) acreditados por la Autoridad competente 
del país de fabricación u otros países que sean miembros 
fi rmantes del Acuerdo de Reconocimiento Multilateral 
(MLA) del Foro Internacional de Acreditación (IAF). En 
su reemplazo, sólo es requerida la presentación de los 
resultados de laboratorios de ensayo, ya sea nacionales 
o internacionales, de tercera o primera parte, acreditados 
o no, que sustente el cumplimiento de los requisitos 
del etiquetado de efi ciencia energética de acuerdo a lo 
establecido en el Reglamento Técnico sobre el etiquetado 
de efi ciencia energética para equipos energéticos, 
aprobado por Decreto Supremo N° 009-2017-EM.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1690395-1

Autorizan publicación del proyecto de 
Resolución Ministerial que aprueba 
los “Lineamientos para la formulación 
de los Planes Ambientales Detallados 
para Adecuación de Actividades de 
Hidrocarburos y Planes de Abandono 
para Actividades de Hidrocarburos sin 
Certificación Ambiental” y su exposición de 
motivos

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 346-2018-MEM/DM

Lima, 11 de setiembre de 2018

VISTOS: El Informe N° 210-2018-MEM/DGAAE/DNAE 
de fecha 16 de agosto de 2018, emitido por la Dirección 
Normativa de Asuntos Ambientales Energéticos, y con la 
conformidad otorgada por la Dirección General de Asuntos 

Ambientales Energéticos; y el Informe N° 820-2018-MEM/
OGJ de la Ofi cina General de Asesoría Jurídica;

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 8 del Reglamento de la Ley                                
Nº 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación de 
Impacto Ambiental, aprobado por Decreto Supremo 
Nº  019-2009-MINAM, publicado el 25 de setiembre 
de 2009, indica que son autoridades competentes 
en el marco del Sistema Nacional de Evaluación de 
Impacto Ambiental (SEIA), las autoridades sectoriales 
nacionales, las autoridades regionales y las autoridades 
locales con competencia en materia de evaluación de 
impacto ambiental. Asimismo, señala que las autoridades 
competentes a cargo de la evaluación de los estudios 
ambientales tienen como función emitir normas, guías 
técnicas, criterios, lineamientos y procedimientos para 
regular y orientar el proceso de evaluación de impacto 
ambiental de los proyectos de inversión a su cargo, en 
coordinación con el MINAM y en concordancia con el 
marco normativo del SEIA; 

Que, mediante el artículo 13 del Reglamento de la 
Ley Nº 27446, se indica que los Instrumentos de Gestión 
Ambiental no comprendidos en el SEIA, son considerados 
instrumentos complementarios al mismo. Las obligaciones 
que se establezcan en dichos instrumentos deben ser 
determinadas de forma concordante con los objetivos, 
principios y criterios que se señalan en la Ley del 
Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental 
y en su Reglamento, bajo un enfoque de integralidad y 
complementariedad de tal forma que se adopten medidas 
efi caces para proteger y mejorar la salud de las personas, 
la calidad ambiental, conservar la diversidad biológica 
y propiciar el desarrollo sostenible, en sus múltiples 
dimensiones;

Que, mediante Decreto Supremo N° 039-2014-EM 
se aprobó el Reglamento para la Protección Ambiental 
en las Actividades de Hidrocarburos, publicado el 12 de 
noviembre de 2014, dispositivo que tiene por objeto normar 
la protección y gestión ambiental de las Actividades de 
Hidrocarburos con el fi n primordial de prevenir, minimizar, 
rehabilitar, remediar y compensar los impactos ambientales 
negativos derivados de tales actividades para promover el 
desarrollo sostenible; 

Que, la Dirección General de Asuntos Ambientales 
Energéticos propuso la modifi cación del Decreto Supremo 
Nº 039-2014-EM, y mediante Resolución Ministerial N° 
310-2017-MEM/DM, publicado el 25 de julio de 2017, se 
autorizó la publicación en el portal institucional del proyecto 
de Decreto Supremo que modifi ca el Reglamento para la 
Protección Ambiental en las Actividades de Hidrocarburos 
y su Exposición de Motivos;

Que, el referido proyecto normativo estableció en 
su Quinta Disposición Complementaria Transitoria un 
plazo de adecuación ambiental para que los Titulares 
que vienen desarrollando Actividades de Hidrocarburos 
sin contar con un Instrumento de Gestión Ambiental 
aprobado previamente, presenten a la Autoridad Ambiental 
Competente el Instrumento de Gestión Ambiental de 
Adecuación o Plan de abandono que corresponda a su 
actividad de hidrocarburos; 

Que, mediante el Informe de Vistos, la Dirección General 
de Asuntos Ambientales Energéticos sustenta la necesidad 
de contar con lineamientos para la formulación del Plan de 
Ambiental Detallado para Adecuación de Actividades de 
Hidrocarburos, así como para el Plan de Abandono para 
Actividades de Hidrocarburos sin Certifi cación Ambiental; 

Que, mediante Decreto Supremo N° 021-2018-EM se 
aprobó el Decreto Supremo que modifi ca el Reglamento 
de Organización y Funciones del Ministerio de Energía 
y Minas, el cual señala que debe observarse el principio 
de especialidad, conforme el cual se debe integrar 
las funciones afi nes y eliminar posibles confl ictos de 
competencia y cualquier duplicidad de funciones entre sus 
órganos y unidades orgánicas;

Que, el inciso a) del artículo 87-D del Decreto Supremo 
N° 021-2018-EM, establece que la Dirección General de 
Asuntos Ambientales de Hidrocarburos es la encargada 
de formular, proponer y aprobar, cuando corresponda; 
programas, proyectos, estrategias, normas, guías y 
lineamientos relacionados con la protección del ambiente 
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y la evaluación de instrumentos de gestión ambiental en el 
Subsector Hidrocarburos;

Que, en atención a lo dispuesto en el artículo 39 del 
Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información 
Pública Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana 
en Asuntos Ambientales, aprobado por Decreto Supremo 
N° 002-2009-MINAM, publicado el 17 de enero de 2009, 
los proyectos de normas que regulen asuntos ambientales 
generales o que tengan efectos ambientales serán puestos 
en conocimiento del público para recibir opiniones y 
sugerencias de los interesados. El aviso de publicación 
del proyecto debe publicarse en el Diario Ofi cial “El 
Peruano” y el cuerpo completo del proyecto en el portal de 
transparencia de la entidad, por un periodo mínimo de diez 
(10) días útiles;

Que, en ese sentido, corresponde disponer la 
publicación del proyecto de Resolución Ministerial que 
aprueba los “Lineamientos para la formulación del Planes 
Ambientales Detallados para Adecuación de Actividades 
de Hidrocarburos y Planes de Abandono para Actividades 
de Hidrocarburos sin Certifi cación Ambiental” en el portal 
institucional del Ministerio de Energía y Minas, otorgando 
a los interesados un plazo de diez (10) días hábiles para la 
remisión por escrito o vía electrónica de los comentarios y 
sugerencias;

De conformidad con lo dispuesto por la Ley N° 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; el Reglamento 
sobre Transparencia, Acceso a la Información Pública 
Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en 
Asuntos Ambientales, aprobado por Decreto Supremo N° 
002-2009-MINAM; la Ley N° 30705, Ley de Organización 
y Funciones del Ministerio de Energía y Minas; el Decreto 
Supremo N° 031-2007-EM y sus modifi catorias;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Autorizar la publicación del proyecto de 
Resolución Ministerial que aprueba los “Lineamientos para 
la formulación de los Planes Ambientales Detallados para 
Adecuación de Actividades de Hidrocarburos y Planes 
de Abandono para Actividades de Hidrocarburos sin 
Certifi cación Ambiental” y su correspondiente Exposición 
de Motivos.

Artículo 2.- Establecer un plazo de diez (10) 
días hábiles, contados a partir del día siguiente de la 
publicación de la presente Resolución Ministerial, a fi n de 
que los interesados remitan por escrito sus opiniones y 
sugerencias a la Dirección General de Asuntos Ambientales 
de Hidrocarburos, sito en Avenida Las Artes Sur N° 260, 
distrito de San Borja, provincia y departamento de Lima, o 
vía internet a la siguiente dirección de correo electrónico: 
prepublicacionesdgaae@minem.gob.pe.

Artículo 3.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución Ministerial en el Diario Ofi cial El Peruano. 
Asimismo, publíquese en el portal institucional del Ministerio 
de Energía y Minas (www.minem.gob.pe) el proyecto de 
Resolución Ministerial que aprueba los “Lineamientos para 
la formulación de los Planes Ambientales Detallados para 
Adecuación de Actividades de Hidrocarburos y Planes 
de Abandono para Actividades de Hidrocarburos sin 
Certifi cación Ambiental” y su correspondiente Exposición 
de Motivos, el mismo día de la publicación de la presente 
Resolución Ministerial en el Diario Ofi cial.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1690550-1

INTERIOR

Aprueban el Plan Operativo Institucional 
(POI) 2018 Modificado del Ministerio

RESOLUCIÓN DE SECRETARÍA GENERAL
Nº 137-2018-IN/SG

Lima, 11 de setiembre de 2018

VISTOS, el Informe N° 000521-2018/IN/OGPP/OPP, de la 
Ofi cina de Planifi cación Operativa y Presupuesto de la Ofi cina 
General de Planifi cación y Presupuesto; el Memorando                                                                                                     
N° 001744-2018/IN/OGPP, de la Ofi cina General de 
Planifi cación y Presupuesto y el Informe N° 002292-2018/IN/
OGAJ, de la Ofi cina General de Asesoría Jurídica, y;

CONSIDERANDO:

Que, el numeral 1 del artículo 25° de la Ley N° 29158, 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, establece que los 
Ministros de Estado tienen entre sus funciones, dirigir 
el proceso de planeamiento estratégico sectorial, en el 
marco del Sistema Nacional de Planeamiento Estratégico 
y determinar los objetivos sectoriales funcionales 
nacionales aplicables a todos los niveles de gobierno; 
aprobar los planes de actuación; y asignar los recursos 
necesarios para su ejecución, dentro de los límites de las 
asignaciones presupuestarias correspondientes; 

Que, el numeral 71.1 del artículo 71° del Texto Único 
Ordenado de la Ley N° 28411, Ley General del Sistema 
Nacional de Presupuesto, aprobado por Decreto Supremo 
N° 304-2012-EF, establece que las Entidades, para la 
elaboración de sus Planes Operativos Institucionales y 
Presupuestos Institucionales, deben tomar en cuenta 
su Plan Estratégico Institucional (PEI), el cual debe ser 
concordante, entre otros, con los Planes Estratégicos 
Sectoriales Multianuales (PESEM);

Que, de acuerdo a los numerales 71.2 y 71.3 del artículo 
71° del referido Texto Único Ordenado, el Presupuesto 
Institucional se articula con el Plan Estratégico de la 
Entidad, desde una perspectiva de mediano y largo 
plazo, a través de los Planes Operativos Institucionales, 
en aquellos aspectos orientados a la asignación de 
los fondos públicos conducentes al cumplimiento de 
las metas y objetivos de la Entidad, conforme a su 
escala de prioridades; asimismo, los Planes Operativos 
Institucionales refl ejan las Metas Presupuestarias que 
se esperan alcanzar para cada año fi scal y constituyen 
instrumentos administrativos que contienen los procesos 
a desarrollar en el corto plazo, precisando las tareas 
necesarias para cumplir las Metas Presupuestarias 
establecidas para dicho período, así como la oportunidad 
de su ejecución, a nivel de cada dependencia orgánica;

Que, mediante Resolución Ministerial N° 811-2017-IN, 
se aprueba el Plan Operativo Institucional (POI) 2018 del 
Ministerio del Interior, el cual se articula a los lineamientos 
estratégicos establecidos en el Plan Estratégico 
Institucional - PEI 2017-2019, los cuales a su vez están en 
correspondencia con el análisis prospectivo realizado en 
el Plan Estratégico Sectorial Multianual - PESEM 2016-
2021 Actualizado del Sector Interior; posteriormente, 
mediante Resolución de Secretaría General N° 319-2017-
IN/SG se aprueba el Plan Operativo Institucional (POI) 
2018 Modifi cado del Ministerio del Interior; 

Que, conforme al numeral 4.3 de la Guía para el 
Planeamiento Institucional, aprobada por Resolución de 
Presidencia de Consejo Directivo N° 033-2017/CEPLAN/
PCD y modifi cada por Resolución de Presidencia 
de Consejo Directivo N° 062-2017/CEPLAN/PCD, 
el POI se modifi ca cuando se presentan cambios en 
la programación de metas físicas de las Actividades 
Operativas e Inversiones, que estén relacionados al 
mejoramiento continuo de los procesos y/o su priorización, 
y la incorporación de nuevas Actividades Operativas e 
Inversiones por cambios en el entorno, cumplimiento 
de nuevas disposiciones normativas dictadas por el 
Ejecutivo o el Legislativo, entre otros que contribuyan con 
la implementación y cumplimiento de la estrategia del PEI; 

Que, mediante la Ley N° 30693, Ley de Presupuesto 
del Sector Público para el Año Fiscal 2018, se aprobó el 
presupuesto anual de gastos para el Año Fiscal 2018; 

Que, mediante el Decreto de Urgencia N° 005-
2018, se establecen medidas extraordinarias en materia 
económica y fi nanciera para la efi ciencia del gasto público 
durante el año fi scal 2018, para atenuar y modular el 
crecimiento del gasto corriente sin afectar la prestación 
de los servicios públicos, y garantizar el cumplimiento de 
las metas fi scales previstas para el presente año fi scal;

Que, conforme al numeral 1) del artículo 38° del 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
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cantidad de semillas de dicha especie; asimismo, señalan 
que la participación de las citadas profesionales contribuirá 
al fortalecimiento de capacidades para el desarrollo de los 
objetivos propuestos en el proyecto “Acondicionamiento y 
Reproducción de Especies Priorizadas (lenguado, chita y 
cabrilla)”, el cual se desarrolla en el Laboratorio de Cultivo de 
Peces del IMARPE en el marco del Programa Presupuestal 
0094 Ordenamiento y Desarrollo de la Acuicultura;

Que, mediante el Memorándum N° 750-2018-IMARPE/
AFLel, el Área Funcional de Logística e Infraestructura del 
IMARPE señala que se ha realizado la cotización de los 
pasajes aéreos para la comisión de servicios en tarifa 
económica;

Que, por el Memorándum N° 431-2018-IMARPE/
OGPP, la Ofi cina General de Planeamiento y Presupuesto 
del IMARPE, manifi esta su conformidad respecto a la 
comisión de servicios de las mencionadas profesionales, 
señalando que su participación en dicho evento se 
recibirá capacitación en instituciones coreanas donde se 
desarrollan cultivos de peces marinos como el Hirame, 
cuyas técnicas podrán ser aplicadas en el tratamiento 
de disfunciones reproductivas que se presentan en 
cautiverio de dicha especie y visualizar en mayor 
escala el cultivo de pre-engorde y engorde de juveniles; 
asimismo, señala que existe disponibilidad presupuestal 
para dicho requerimiento, el cual se realizará con cargo al 
Presupuesto Institucional 2018 del IMARPE;

Que, la Ley Nº 27619, Ley que regula la autorización 
de viajes al exterior de servidores y funcionarios públicos 
y el Decreto Supremo Nº 047-2002-PCM, que aprueba 
normas reglamentarias sobre autorización de viajes 
al exterior de servidores y funcionarios públicos y sus 
modifi catorias, señalan que la Resolución de autorización 
de viaje al exterior debe sustentarse en el interés nacional 
o en el interés específi co institucional; asimismo, que las 
autorizaciones de viaje de los servidores y funcionarios 
públicos de los Ministerios y de los Organismos Públicos 
Descentralizados correspondientes que ocasionen gastos 
al Estado, se otorgan por Resolución Ministerial del 
respectivo Sector;

Que, por las consideraciones expuestas, atendiendo 
a lo sustentado y requerido por el IMARPE, es de interés 
institucional autorizar el viaje de las señoras Noemí 
Jackelith Cota Mamani y Angélica María Castro Fuentes, 
profesionales del IMARPE, del 05 al 14 de octubre de 
2018, a la ciudad de Jeju, República de Corea; cuyos 
gastos por concepto de pasajes y viáticos serán cubiertos 
con cargo a los fondos del Presupuesto Institucional 2018 
del Pliego 240: Instituto del Mar del Perú;

De conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 30693, 
Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2018; el Decreto Legislativo N° 1047, Decreto Legislativo 
que aprueba la Ley de Organización y Funciones del 
Ministerio de la Producción y modifi catorias; la Ley N° 
27619, Ley que regula la autorización de viajes al exterior 
de servidores y funcionarios públicos y modifi catorias; el 
Decreto Supremo N° 047-2002-PCM, que aprueba normas 
reglamentarias sobre autorización de viajes al exterior de 
servidores y funcionarios públicos y modifi catorias; el 
Decreto Supremo N° 002-2017-PRODUCE, que aprueba 
el Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de la Producción y modifi catoria; y la Resolución 
Ministerial N° 296-2009-PRODUCE, que aprueba la 
Directiva General N° 007-2009-PRODUCE, “Directiva 
de Procedimientos para las Autorizaciones de Viajes al 
Exterior en el Ministerio de la Producción”;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Autorizar el viaje en comisión de servicios 
de las señoras Noemí Jackelith Cota Mamani y Angélica 
María Castro Fuentes, profesionales del IMARPE, del 05 
al 14 de octubre de 2018, a la ciudad de Jeju, República de 
Corea, para los fi nes expuestos en la parte considerativa 
de la presente Resolución Ministerial.

Artículo 2.- Los gastos correspondientes a los 
pasajes aéreos y viáticos que demanden los viajes que 
se autorizan en el artículo 1 de la presente Resolución, 
son cubiertos con cargo a los fondos del Presupuesto 
Institucional 2018 del Pliego 240: Instituto del Mar del 
Perú, de acuerdo al siguiente detalle:

Nombres y apellidos
Pasaje aéreo 

(Incluido TUUA) 
US$

Viáticos por 6 días (5 días + 1 
día por concepto de instalación)

US$ 250,00 por día 

Total
US$

Noemí Jackelith Cota 
Mamani 2,699.12 1,500.00 4,199.12

Angélica María Castro 
Fuentes 2,699.12 1,500.00 4,199.12

Artículo 3.- Dentro de los quince (15) días calendario 
siguientes de efectuado el viaje, las profesionales 
autorizadas deben presentar, cada uno, al Titular de la 
Entidad, un informe detallado de las acciones realizadas, 
los resultados obtenidos y la rendición de cuentas.

Artículo 4.- La presente Resolución Ministerial no 
libera ni exonera del pago de impuestos y/o derechos 
aduaneros de cualquier clase o denominación. 

Regístrese, comuníquese y publíquese.

RAÚL PÉREZ-REYES ESPEJO
Ministro de la Producción

1691027-3

TRABAJO Y PROMOCION

DEL EMPLEO

Decreto Supremo que modifica el 
Reglamento de la Ley de Contratación de 
Trabajadores Extranjeros, aprobado por 
Decreto Supremo N° 014-92-TR

DECRETO SUPREMO
Nº 008-2018-TR

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, mediante el Decreto Legislativo Nº 689, Ley para 
la contratación de trabajadores extranjeros, se establecen 
disposiciones que regulan la contratación de personal 
extranjero en el mercado laboral peruano; 

Que, de conformidad con lo establecido en la Primera 
Disposición Transitoria y Final de la mencionada ley, 
mediante Decreto Supremo Nº 014-92-TR se aprueba el 
Reglamento de la Ley de Contratación de Trabajadores 
Extranjeros; 

Que, mediante el Decreto Supremo Nº 023-2001-TR 
se aprueba la modifi cación de los artículos 1, 3, 9, 12, 13, 
17 y 18 del reglamento mencionado en el considerando 
precedente; 

Que, el numeral 32.4 del artículo 32 del Texto Único 
Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo 
Nº 006-2017-JUS, establece que los procedimientos de 
aprobación automática son aquellos procedimientos 
administrativos sujetos a la presunción de veracidad, 
que, entre otros, habilitan para el ejercicio continuado 
de actividades profesionales, sociales, económicas o 
laborales en el ámbito privado, siempre que no afecten 
derechos de terceros y sin perjuicio de la fi scalización 
posterior que realice la administración; 

Que, el objetivo específi co 5 de la Política Nacional 
Migratoria 2017-2025, aprobada mediante Decreto 
Supremo Nº 015-2017-RE, establece que se debe 
promover la integración de extranjeros a la sociedad 
peruana, garantizando la protección, atención y defensa 
de sus derechos humanos e identidad cultural; 

Que, los trabajadores extranjeros representan el 0,5% 
del total de trabajadores inscritos en la Planilla Electrónica 
y se encuentran regulados por un marco normativo que 
requiere ser actualizado para efectivizar el derecho a 
la migración laboral y la normativa sobre simplifi cación 
administrativa vigente; 

De conformidad con lo establecido por el numeral 8 
del artículo 118 de la Constitución Política del Perú; la 
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Ley Nº 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; la Ley                       
Nº 29831, Ley de Organización y Funciones del Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo;

DECRETA:

Artículo 1.- Objeto 
El presente decreto supremo tiene por objeto 

actualizar la normativa reglamentaria sobre contratación 
de personal extranjero para efectivizar el derecho a la 
migración laboral y la normativa sobre simplifi cación 
administrativa vigente.

Artículo 2.- Modifi cación del Reglamento de la Ley 
de Contratación de Trabajadores Extranjeros

Modifícanse los artículos 1, 2, 12, 18, 21 y 25 del 
Reglamento de la Ley de Contratación de Trabajadores 
Extranjeros, aprobado por Decreto Supremo Nº 014-92-
TR; los que quedan redactados de la siguiente manera:

“Artículo 1.- Los contratos de trabajo de personal 
extranjero se consideran aprobados desde su 
presentación ante la Autoridad Administrativa de Trabajo 
a través del sistema virtual de contratos de extranjeros.

La Autoridad Administrativa de Trabajo sistematiza y 
monitorea la información registrada en el sistema virtual 
de contratos de extranjeros.

La Autoridad Migratoria constata la aprobación del 
contrato de trabajo de personal extranjero en virtud a 
lo regulado en el presente decreto supremo. Ninguna 
autoridad administrativa puede exigir requisito adicional.

El personal extranjero sólo podrá iniciar la prestación 
de servicios luego de la presentación de su contrato 
ante la Autoridad Administrativa de Trabajo y obtenida la 
calidad migratoria habilitante.

La pérdida de la calidad migratoria habilitante 
constituye una condición resolutoria que extingue 
automáticamente el contrato de trabajo, en aplicación 
de lo dispuesto en el literal c) del artículo 16 del Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley de 
Productividad y Competitividad Laboral, aprobado por 
Decreto Supremo N° 003-97-TR.

Artículo 2.- Se encuentran exceptuados de los 
trámites de contratación de personal extranjero, los 
empleadores que contraten a los extranjeros incluidos en 
el artículo 3 de la Ley.

El empleador deberá conservar, hasta por un plazo 
máximo de cinco (5) años desde la extinción de la relación 
laboral, los documentos que acrediten que el trabajador se 
encuentra incurso en alguno de los casos de excepción.

En caso que la Autoridad Administrativa de Trabajo 
disponga una fi scalización posterior, la documentación 
debe encontrarse a disposición inmediata de la Autoridad 
Inspectiva de Trabajo.

De constatarse que el trabajador no se encuentra 
exceptuado, se requerirá al empleador regularice la 
situación contractual según la normativa vigente.

Artículo 12.- La solicitud de aprobación de los 
contratos de trabajo de personal extranjero debe 
acompañar lo siguiente:

(i) Contrato de trabajo por escrito, preferentemente 
según modelo; 

(ii) Declaración Jurada, preferentemente según 
modelo, donde se señala que la contratación de extranjero 
cumple las condiciones establecidas por la Ley y cuenta 
con la capacitación o experiencia laboral requerida por la 
misma; y,

(iii) Comprobante de pago del derecho correspondiente 
a la Autoridad Administrativa de Trabajo.

Artículo 18.- Las exoneraciones se tramitan a 
través del procedimiento de aprobación automática y se 
consideran aprobadas desde su presentación a través del 
sistema virtual de contratos de extranjeros.

Artículo 21.- Las prórrogas o modifi caciones se 
tramitan bajo el procedimiento de aprobación automática, 
y se consideran aprobadas desde su presentación a 
través del sistema virtual de contratos de extranjeros.

Artículo 25.- La Autoridad Administrativa de Trabajo 
encargada del trámite de aprobación de contrato de trabajo 

de personal extranjero queda a cargo de la fi scalización 
posterior prevista en el artículo 33 del Texto Único 
Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, sin perjuicio de las actuaciones 
inspectivas a cargo de la Autoridad Inspectiva del Trabajo 
competente.”

Artículo 3.- Refrendo
El presente decreto supremo es refrendado por el 

Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Vigencia
El presente decreto supremo entra en vigencia a los 

treinta (30) días calendario de su publicación en el Diario 
Ofi cial El Peruano.

Segunda.- Modifi cación del TUPA del Ministerio de 
Trabajo y Promoción del Empleo

El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, en 
un plazo no mayor a treinta (30) días calendario contados 
desde la entrada en vigencia del presente decreto 
supremo, modifi ca su Texto Único de Procedimientos 
Administrativos de conformidad con lo previsto en el 
presente decreto supremo.

Tercera.- Modifi cación de formularios aplicables a 
la contratación de extranjeros 

El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, en 
un plazo no mayor a treinta (30) días calendario contados 
desde la entrada en vigencia del presente decreto supremo, 
modifi ca los formularios aplicables a la contratación de 
trabajadores extranjeros aprobados mediante Resolución 
Ministerial Nº 021-93-TR, considerando lo previsto en el 
presente decreto supremo. 

Cuarta.- Normativa complementaria 
El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, en 

un plazo no mayor a treinta (30) días calendario contados 
desde la entrada en vigencia del presente decreto 
supremo, por resolución ministerial, emite la normativa 
complementaria para la implementación de lo establecido 
en la presente norma. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Primera.- Procedimientos en trámite 
Los procedimientos administrativos iniciados antes de 

la entrada en vigencia de las disposiciones del presente 
decreto supremo se rigen por las normas vigentes en esta 
norma.

Segunda.- De los contratos de trabajo de personal 
extranjero aprobados

Los contratos de trabajo de personal extranjero que 
se hayan aprobado antes de la entrada en vigencia del 
presente decreto supremo se rigen por la normativa 
vigente al momento de su obtención hasta su vencimiento. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Derogación de artículos del Reglamento de 
la Ley de Contratación de Trabajadores Extranjeros

Deróganse los artículos 4, 13, 15, 16,17 y 26 del 
Reglamento de la Ley de Contratación de Trabajadores 
Extranjeros, aprobado por Decreto Supremo Nº 014-92-
TR.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo

1691028-1
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de Licenciamiento, evidencias de la implementación de la 
estructura y desarrollo de investigación en sede y fi liales, 
incluyendo a la Unidad de Posgrado y las facultades 
que presentan menor participación actualmente en los 
proyectos de investigación. 

(v) Que, antes del inicio del periodo académico 2019-
I, presente ante la Dirección de Licenciamiento, un plan 
de implementación para el equipamiento homogéneo de 
los laboratorios de enseñanza del programa de estudios 
de Ingeniería Civil en sede y fi liales, que incluya a su 
vez, la incorporación de los equipos necesarios para 
la realización del ensayo triaxial, que actualmente se 
desarrolla externamente.

Sexto.- RECOMENDAR a la Universidad Católica 
Sedes Sapientiae:

(i) Que, considere extender el área cedida por 
el Vicariato Apostólico de San Ramón, para el 
funcionamiento del local F02L01, de forma tal que, se 
incorpore al ámbito físico del local, la infraestructura de 
servicios complementarios que se ubican en el Centro 
de Investigación y Formación Intercultural Nopoki, que 
le brinda soporte al local de la fi lial (servicios deportivos, 
culturales, albergue estudiantil, entre otros).

(ii) Que, considere formular, implementar y ejecutar 
un plan de desarrollo, fomento y fortalecimiento de la 
carrera docente, orientada al incremento de la cantidad de 
docentes ordinarios en las Filiales, apuntando a que haya 
similitud entre la proporción en Sede y Filial, de acuerdo a 
las posibilidades de estas últimas. 

Sétimo.- ESTABLECER que el otorgamiento de la 
presente licencia institucional no exime a la Universidad 
Católica Sedes Sapientiae de cumplir con las Condiciones 
Básicas de Calidad específi cas por programas que 
establezca la Superintendencia Nacional de Educación 
Superior Universitaria – Sunedu; así como de la 
fi scalización y supervisión de las modalidades a distancia 
que fueran reguladas posteriormente.

Octavo.- La presente resolución no agota la vía 
administrativa, salvo que sea consentida, pudiendo ser 
impugnada ante el Consejo Directivo de la Sunedu mediante 
la interposición del recurso de reconsideración ante el 
mismo órgano, dentro del plazo de quince (15) días hábiles 
contados a partir del día siguiente de su notifi cación4. 

Noveno.- NOTIFICAR la presente Resolución a la 
Universidad Católica Sedes Sapientiae, encargando a la 
Unidad de Atención al Ciudadano y Trámite Documentario 
realizar el trámite correspondiente.

Décimo.- DISPONER la publicación de la presente 
Resolución en el Diario Ofi cial El Peruano y en el Portal 
institucional de la Superintendencia Nacional de Educación 
Superior Universitaria - Sunedu (www.sunedu.gob.pe); y 
la publicación del Anexo N° 01 en el Portal institucional 
de la Superintendencia Nacional de Educación Superior 
Universitaria - Sunedu (www.sunedu.gob.pe).

Regístrese, comuníquese y publíquese.

CARLOS MARTÍN BENAVIDES ABANTO 
Presidente del Consejo Directivo de la SUNEDU

4 Reglamento del Procedimiento de Licenciamiento Institucional, 
aprobado por Resolución del Consejo Directivo N° 008-2017-SUNEDU/
CD 

 Artículo 25.- Recurso de Reconsideración
 25.1 El Consejo Directivo constituye la única instancia resolutiva en el 

procedimiento de licenciamiento. Contra la resolución de Consejo Directivo 
cabe recurso de reconsideración, sin necesidad de presentar nueva prueba. 
(…)

 Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo N° 006-2017-
JUS

 Artículo 216. Recursos administrativos
 (…) 216.2 El término para la interposición de los recursos es de quince (15) 

días perentorios, y deberán resolverse en el plazo de treinta (30) días.

1690912-1

PODER JUDICIAL

CONSEJO EJECUTIVO DEL

PODER JUDICIAL

Modifican el Reglamento para Identificación 
de Buenas Prácticas sobre la Nueva Ley 
Procesal del Trabajo

RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA 
Nº 260-2018-CE-PJ

Lima, 15 de agosto de 2018 

VISTO:

El Ofi cio N° 440-2018-P-ETIINLPT-CE-PJ, cursado 
por el señor Consejero Responsable del Equipo 
Técnico Institucional de Implementación de la Nueva 
Ley Procesal del Trabajo, respecto a la propuesta de 
modifi cación del Reglamento para la Identifi cación de 
Buenas Prácticas sobre la Nueva Ley Procesal del 
Trabajo.

CONSIDERANDO:

Primero. Que, mediante Resolución Administrativa 
Nº 255-2016-CE-PJ, del 5 de octubre de 2016, se 
aprobó el “Reglamento para Identifi cación de Buenas 
Prácticas sobre la Nueva Ley Procesal del Trabajo”.

Segundo. Que, por Resolución Administrativa Nº 
076-2018-CE-PJ, del 6 de marzo de 2018, se aprobó 
el “Plan Nacional de Capacitación 2018 para el 
Fortalecimiento de la Reforma Procesal Laboral”.

Tercero. Que, el señor Consejero Responsable 
del Equipo Técnico Institucional de Implementación 
de la Nueva Ley Procesal del Trabajo mediante 
Ofi cio N° 440-2018-P-ETIINLPT-CE-PJ, eleva a este 
Órgano de Gobierno el Informe N° 150-2018-ST-
ETIINLPT-PJ por el cual se sustenta la necesidad 
de modifi car el Reglamento de “Buenas Prácticas 
sobre la Nueva Ley Procesal del Trabajo”, aprobado 
mediante Resolución Administrativa N° 255-2016-CE-
PJ, al haberse advertido omisiones en su contenido, en 
cuanto al ámbito de aplicación, base legal, defi nición 
de buena práctica, criterios para defi nir una buena 
práctica, formato de presentación de la buena práctica, 
evaluación y califi cación de la propuesta, premiación, 
etapas y condiciones del concurso; a fi n de lograr los 
objetivos del concurso de buenas prácticas de los 
órganos jurisdiccionales que aplican la Nueva Ley 
procesal del Trabajo a nivel nacional.

Cuarto. Que, estando a lo expuesto y evaluada 
la propuesta presentada, resulta necesario aprobar 
las modifi caciones contenidas en el informe remitido 
por el señor Consejero Responsable del Equipo 
Técnico Institucional de Implementación de la Nueva 
Ley Procesal del Trabajo, las cuales contribuirán a 
la consecución de los fi nes de la Reforma Procesal 
Laboral.

Quinto. Que el artículo 82°, inciso 26), del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
determina como función y atribución del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial, la adopción de acuerdos y 
demás medidas necesarias para que las dependencias 
de este Poder del Estado funcionen con celeridad y 
efi ciencia.

En consecuencia; en mérito al Acuerdo N° 639-2018 
de la vigésimo novena sesión del Consejo Ejecutivo del 
Poder Judicial de la fecha, adoptado con la intervención 
de los señores Prado Saldarriaga, Tello Gilardi, Lama 
More, Ruidías Farfán, Vera Meléndez y Angulo Arana; 
en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 82° 
del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. Por unanimidad, 
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SE RESUELVE:

Artículo Primero.- Modifi car el “Reglamento para 
Identifi cación de Buenas Prácticas sobre la Nueva Ley 
Procesal del Trabajo”, aprobado mediante Resolución 
Administrativa N° 255-2016-CE-PJ, en los siguientes 
términos:

(…)
“Artículo 2°.- ÁMBITO DE APLICACIÓN
El presente Reglamento deberá ser aplicado en los 

Juzgados de Paz Letrados Laborales, los Juzgados 
Especializados de Trabajo y las Salas Laborales que 
aplican la Nueva Ley Procesal del Trabajo y/o que 
integran los Módulos Corporativos Laborales, de las 
Cortes Superiores de Justicia a nivel nacional. Así, 
también, el presente Reglamento podrá ser aplicado a 
los órganos jurisdiccionales de las Cortes Superiores de 
Justicia, y la(s) Sala(s) de la Corte Suprema de Justicia, 
que conozca(n) expedientes laborales tramitados 
con arreglo a la Nueva Ley Procesal del Trabajo, 
respectivamente.

Artículo 3°.- BASE LEGAL

- Ley N° 29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo.
- Resolución Administrativa N° 399-2014-CE-PJ, 

Nuevo Reglamento del Módulo Corporativo Laboral bajo 
la Ley N° 29497, y conexas.

- Resolución Administrativa N° 127-2012-CE-PJ, que 
aprueba el modelo de “Despacho Judicial Corporativo” 
de aplicación a la Nueva Ley Procesal del Trabajo.

- Nueva Estructura Organizacional y Funcional 
del Equipo Técnico Institucional de Implementación 
de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, aprobada 
por Resolución Administrativa N° 061-2013-CE-PJ y 
modifi catorias.

Artículo 4°.- DEFINICIÓN DE BUENA PRÁCTICA
Una buena práctica constituye una experiencia 

exitosa en un Distrito Judicial para mejorar la efectividad, 
celeridad, efi cacia y calidad de los procesos judiciales 
de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, utilizando como 
herramientas, el cambio cultural, innovación, nuevas 
técnicas, desarrollo de capacidades, trabajo en equipo, 
mejora de clima laboral, optimización de procesos, 
mejora de las tareas, optimización de recursos, y todo 
aquello que mejora directa o indirectamente los servicios 
brindados a la ciudadanía, en el ámbito administrativo 
y/o jurisdiccional.

No se debe de confundir una buena práctica con:

- La descripción de un proceso o procedimiento 
tradicional sin valor agregado.

- La documentación o descripción de actividades 
cotidianas.

- Registro de prácticas tradicionales, comunes o sin 
trascendencia.

- Una propuesta de innovación sin implementación.
- Una propuesta de un proceso de desarrollo y 

experimentación.

Artículo 5°.- CRITERIOS PARA DEFINIR UNA 
BUENA PRÁCTICA

Una iniciativa puede ser califi cada como Buena 
Práctica de Gestión para el correcto desempeño de los 
órganos jurisdiccionales de la Nueva Ley Procesal del 
Trabajo si cumple con los siguientes criterios: 

a) Innovación: Inédito y creativo en el contexto en 
que se desarrolló. En caso se considere, mencionar si se 
contó con tecnología para su desarrollo.

b) Replicabilidad: La práctica es fácilmente replicable 
en otros órganos jurisdiccionales que aplican la Nueva 
Ley Procesal del Trabajo u órganos administrativos que 
apoyan a su aplicación. Cuentan con una explicación 
metodológica, clara y parámetros comunes.

c) Sostenibilidad: Tiene potencial de mantenerse en 
el tiempo en los órganos jurisdiccionales o administrativos 
que aplican o apoyan en la implementación de la Nueva 
Ley Procesal del Trabajo, respectivamente, explicando 
los motivos por los cuales se considera sostenible.

d) Impacto: Ha generado cambios evidentes en 
los litigantes. Originando mejoras en los servicios, 
enfocados a mejorar la celeridad de los procesos 
judiciales de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, 
evidenciándose con medidas adoptadas; se sustenta 
en base a los indicadores vigentes y aprobados por el 
Consejo Ejecutivo del Poder Judicial al momento de la 
convocatoria. Dichos indicadores serán precisados con 
las Bases del Concurso.

e) Efi ciencia, efi cacia y efectividad: Promueve la 
optimización de los recursos disponibles. Generó ahorro 
de tiempo. Evidenciando mejoramiento en los servicios 
que se brindan a los clientes internos (Jueces, servidores 
jurisdiccionales o administrativos) o externos (justiciables 
o abogados litigantes).

f) Participación: Contó con la participación de mayor 
cantidad de actores involucrados, el proceso que se 
realizó se hizo por medio de reuniones, charlas, focus 
groups, etc. 

g) Relevancia: Se debe dar a conocer la importancia 
de la Buena Práctica presentada y su efectividad en la 
solución de un problema plenamente identifi cado, lo que 
signifi ca describir los factores primarios y secundarios de 
la situación expuesta y cómo el uso de la práctica permitió 
solucionar el problema.

h) Integralidad: La Buena Práctica debe ser explicada 
en su particularidad y detalle, para ello es importante 
explicar el contexto en el que se desarrolla (Distrito 
Judicial, área administrativa u órgano jurisdiccional de la 
Nueva Ley Procesal del Trabajo). Todo ello con el objetivo 
de que la práctica se adscriba dentro de un contexto y no 
como un esfuerzo aislado.

Artículo 6°.- FORMATO DE PRESENTACIÓN DE LA 
BUENA PRÁCTICA

El formato de presentación de las ‘Buenas Prácticas 
sobre la Nueva Ley Procesal del Trabajo’ debe incluir 
información estadística que evidencie las situaciones 
anteriores y posteriores a la implementación de la buena 
práctica.

El informe debe presentarse en fuente Arial 11, 
interlineado simple. Se puede agregar anexos que 
profundicen y respalden las Buenas Prácticas, sin límite 
de páginas.

Las propuestas se presentarán en versión digital, 
utilizando el formato de presentación de las ‘Buenas 
Prácticas Jurisdiccionales sobre la Nueva Ley Procesal 
del Trabajo’, al correo institucional del Equipo Técnico 
Institucional de Implementación de la Nueva Ley Procesal 
del Trabajo: etiitrabajo@pj.gob.pe con el asunto: ‘Buenas 
Prácticas sobre la Nueva Ley Procesal del Trabajo’, o en 
su defecto el uso de una aplicación web de postulación 
que permita la sistematización de las postulaciones.

Además, se deberá adjuntar un video en formato 
mp4, en donde se exponga la Buena Práctica por parte 
del Magistrado o Servidor participante con una duración 
máxima de 5 minutos, el cual se enviará al correo: 
capacitacionnlpt@gmail.com o se cargará en la aplicación 
web de postulación.

Para ello se presentan las consideraciones para la 
presentación en el Anexo 01, y el formato de presentación 
de las “Buenas Prácticas de la Nueva Ley Procesal del 
Trabajo” en el Anexo 02.

Artículo 7°.- EVALUACIÓN Y CALIFICACIÓN DE LA 
PROPUESTA

La evaluación de la Propuesta constará de tres (03) 
etapas.

Primera Etapa
Verifi car si cumple con los formatos y requisitos que se 

han solicitado en las presentes bases del proceso.

Segunda Etapa
Tiene por fi nalidad recepcionar y precalifi car las 

propuestas, quienes superen el 60% pasarán a ser 
fi nalistas, para ello se utilizará la siguiente fórmula:

(Valor SI X 100) / Total = %

La califi cación se realiza conforme la siguiente tabla:
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Criterios Consideraciones
Cumplimiento

Sí No No aplica
Replicabilidad 1. La Práctica es de fácil replicación 

en otros órganos jurisdiccionales 
o administrativos que apoyan al 
funcionamiento de la NLPT.

2. Cuentan con una explicación 
metodológica, clara y parámetros 
comunes.

3. Responde a una necesidad.

4. Ayuda a solucionar problemas 
comunes.

Sostenibilidad Tiene potencial de implementarse 
en otros órganos jurisdiccionales o 
administrativos que aplican o apoyan 
en la implementación de la NLPT.

Cuenta con fi nanciamiento autónomo.

Cuenta con el sufi ciente grado de 
apoyo para su implementación.

Innovación Inédito y creativo en el contexto.

Es una nueva forma de abordar un 
problema o necesidad.

Solucionó uno o varios problemas 
aplicando estrategias innovadoras.

Se contó con tecnología para su 
desarrollo.

Impacto Los cambios generaron cambios 
evidentes en los litigantes.

Generó mejoras en el servicio.

Tiene al menos 2 indicadores 
señalados. 

Efi ciencia, efi cacia 
y efectividad

Promueve la optimización de los 
recursos disponibles (personas, dinero 
y/o materiales).

Generó ahorro de tiempo.

Evidencia mejoramiento de los 
servicios que brinda.

Participación Contó con más de 3 áreas internas 
para implementar la práctica.

Evidencia realizar acciones de 
coordinaciones entre las áreas 
internas.

Integrabilidad Se identifi có claramente el contexto 
para el desarrollo.

Se realizó como un esfuerzo producto 
de una necesidad identifi cada.

Se identifi có que es producto de un 
proceso integral y no aislado.

TOTAL

Porcentaje de cumplimiento

Aprobación siguiente etapa

Esta etapa será califi cada por un comité que estará 
compuesto por:

- Secretaria Técnica del ETII NLPT,
- Responsable Técnico del PP99,
- Gestora Administrativa del ETII NLPT,
- Abogado Metodólogo del ETII NLPT,
- Ingeniero Estadístico del ETII NLPT, 
- Ingeniero Informático del ETII NLPT, y
- Gestor del Cambio del ETIINLPT.

Tercera Etapa
Está orientada a elegir a los ganadores del concurso, 

en ella se deberá realizar una valoración que involucra 
realizar una evaluación en base a los siguientes factores, 
los cuales tienen un puntaje total de 100 puntos:

Tabla de Criterios (Tercera Etapa)

Consideraciones Puntaje 
Máximo

Defi nición del servicio, proceso o estrategia que se presenta al 
concurso 20

Análisis de la candidatura que se presenta al concurso: 20

Tabla de Criterios (Tercera Etapa)

Consideraciones Puntaje 
Máximo

 Lugar en donde se inventó o creó el servicio, proceso o estrategia 
(indicar país o departamento o si es propio). 5

 

En el caso de que la buena práctica se haya originado en otro país, 
indicar el aporte de mejora que se ha realizado (adaptación, utilización o 
su puesta en el funcionamiento, en caso sea elaboración propia, indicar 
cómo se llevó a concebir.

5

 Fecha que inició la buena práctica. 5

 
¿Es original o ha sido adaptado para la propia Corte? ¿Combina u 
organiza elementos o conceptos conocidos y los convierte en un 
servicio o proceso diferente?

2.5

 ¿Está diseñado o producido efi cientemente, minimizando el uso de 
insumos o recursos y optimizando resultados? 2.5

Análisis de los benefi cios de la candidatura (60 puntos) 60

 ¿Por qué considera que es una buena práctica? (Mostrar los 
indicadores usados para la medición) 25

 ¿Por qué y en qué medida ha benefi ciado a los clientes internos o 
externos? 25

 ¿Cómo y en qué medida ha benefi ciado a otras personas adicionales a 
los clientes internos o externos? (benefi ciarios indirectos) 10

 Total 100

La tercera etapa estará califi cada por los siguientes 
miembros:

- Presidente del ETII NLPT, 
- Magistrados del Consejo Consultivo del ETII NLPT,
- Gerente General del Poder Judicial, 
- Responsable Técnico del PP0099, 
- Coordinador de Seguimiento y Evaluación del 

PP0099, 
- Secretario Técnico del ETII NLPT, 
- Gestor Administrativo del ETII NLPT, y
- Gestor del Cambio del ETII NLPT.

Artículo 8°.- PREMIACIÓN
La Corte Superior de Justicia o el trabajador(es) 

administrativo y/o jurisdiccional que presente su informe 
de ‘Buenas Prácticas Jurisdiccionales sobre la Nueva 
Ley Procesal del Trabajo’, cumpliendo con los criterios 
y requisitos establecidos en el presente Reglamento y 
previa evaluación del Equipo Técnico Institucional de 
Implementación de la Nueva Ley Procesal del Trabajo de 
su efectivo cumplimiento, será merecedor de uno o más 
de los siguientes reconocimientos:

Para los Finalistas:

- Trofeo de Vidrio con reconocimiento.
- Programa especial con el Canal de Justicia TV en 

donde se hable de las buenas prácticas que quedaron 
fi nalistas (se presentarán los que participaron en la buena 
práctica, incluido el Presidente de la Corte).

- Capacitación a la Corte Superior de Justicia, con 
1 taller de trabajo en equipo, y 1 taller de atención a la 
ciudadanía.

Para el Ganador:

- Trofeo de Vidrio con reconocimiento.
- Resolución de Reconocimiento (felicitación), a 

los integrantes o personas que presentaron la buena 
práctica, la misma que será emitida por parte del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial, en virtud de las atribuciones 
que le han sido conferidas, a solicitud del Equipo Técnico 
Institucional de Implementación de la Nueva Ley Procesal 
del Trabajo.

- Resolución de Reconocimiento (felicitación), al 
Presidente de la Corte que se desarrolló la buena 
práctica, la misma que será emitida por parte del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial, en virtud de las atribuciones 
que le han sido conferidas, a solicitud del Equipo Técnico 
Institucional de Implementación de la Nueva Ley Procesal 
del Trabajo.
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- Programa especial con el Canal de Justicia TV 
en donde se hable de la buena práctica ganadora. (se 
presentarán los que participaron en la buena práctica, 
incluido el Presidente de la Corte)

- Publicación especial en la Página Web institucional 
y las redes sociales del Poder Judicial.

- Participación de los que presentan la Buena Práctica 
en el Programa de Televisión de la Nueva Ley Procesal 
del Trabajo en el Canal Justicia TV.

- Suplemento especial de un News Letter virtual, 
contando la historia que conllevó la implementación 
de la buena práctica (incluye entrevistas, fotografías y 
reseñas).

- Capacitación a la Corte Superior de Justicia, con 3 
talleres de trabajo en equipo, y 3 talleres de atención a 
la ciudadanía.

Artículo 9°.- ETAPAS DEL CONCURSO
Las etapas del concurso son las siguientes:

- Publicación de Bases.
- Presentación de Propuestas.
- Precalifi cación de Propuestas.
- Publicación de Finalistas.
- Elección de Propuesta Ganadora. 
- Publicación de Resultados.
- Premiación.
- Sistematización de las buenas prácticas.

- Etapa de Publicación de Bases: En esta etapa se 
van a dar a conocer las bases, los requisitos en forma 
detallada y las instrucciones del concurso, las cuales 
serán comunicadas a través de ofi cio y correo electrónico 
a los Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia y 
la Corte Suprema de Justicia de la República. 

Responsable: Componente de Capacitación y Difusión 
del Equipo Técnico Institucional de Implementación de la 
Nueva Ley Procesal del Trabajo.

- Etapa de Presentación de Propuestas: En esta 
etapa los participantes que cumplan con los requisitos 
presentarán sus propuestas a través de un Informe 
en versión digital, con un video en formato mp4 y una 
duración máxima de 5 minutos en el que se exponga la 
buena práctica propuesta.

Responsable: Participantes

- Etapa de Precalifi cación de Propuestas: Esta etapa 
tiene como fi nalidad precalifi car las propuestas, según 
corresponda, luego de lo cual se defi nirá a los fi nalistas.

Responsable: Jurado Califi cador

- Etapa de Publicación de Finalistas: En esta etapa 
se pondrá en conocimiento a través de ofi cio y correo 
electrónico los que quedaron como fi nalistas, así como 
se realizará una publicación en el portal institucional del 
Equipo Técnico Institucional de Implementación de la 
Nueva Ley Procesal del Trabajo.

Responsable: Componente de Capacitación y Difusión 
del Equipo Técnico Institucional de Implementación de la 
Nueva Ley Procesal del Trabajo.

- Etapa de Elección de Propuesta Ganadora: Esta 
etapa está orientada a elegir al ganador o ganadores del 
concurso (tres primeros lugares), que puede ser la Corte 
Superior de Justicia o el trabajador (es) administrativo 
y/o jurisdiccional que presente su informe de “Buenas 
Prácticas Jurisdiccionales sobre la Nueva Ley Procesal 
del Trabajo”, cumpliendo con los criterios y requisitos 
establecidos en el Reglamento y previa evaluación 
del Equipo Técnico Institucional de Implementación 
de la Nueva Ley Procesal del Trabajo de su efectivo 
cumplimiento.

Responsable: Jurado Califi cador

- Etapa de Publicación de Resultados: En esta etapa 
se dará a conocer los que ocuparon los tres primeros 
puestos, mediante un reconocimiento público.

Responsable: Componente de Capacitación y Difusión 
del Equipo Técnico Institucional de Implementación de la 
Nueva Ley Procesal del Trabajo.

- Etapa de Premiación: En esta etapa los ganadores 
serán acreedores de los siguientes reconocimientos: 
resolución de reconocimiento, becas de capacitación, 
entre otros. La propuesta ganadora y aquellas que 
resulten fi nalistas serán publicadas en el Portal 
Institucional del Equipo Técnico Institucional de 
Implementación de la Nueva Ley Procesal del Trabajo.

Responsable: Equipo Técnico Institucional de 
Implementación de la Nueva Ley Procesal del Trabajo.

- Etapa de Sistematización de las Buenas Prácticas: 
Tiene por objetivo identifi car los conocimientos 
generados a través de la experiencia para facilitar la 
socialización, difusión, y transferencia de conocimientos, 
permitiendo fomentar el aprendizaje colectivo a partir de 
la experiencia, de esa manera se promueve la generación 
de conocimientos entre los actores involucrados.

Responsable: Componente de Capacitación y Difusión 
del Equipo Técnico Institucional de Implementación de la 
Nueva Ley Procesal del Trabajo.

Artículo 10°.- CONDICIONES DEL CONCURSO

CONDICIONES DEL CONCURSO:

1. Los participantes pueden presentar sus propuestas 
de manera individual o, de manera colectiva, es decir, 
una buena práctica donde hayan participado dos o más 
servidores públicos de un órgano jurisdiccional o unidad 
administrativa de la misma Corte Superior o Corte 
Suprema.

2. Las prácticas postuladas que no fueran califi cadas 
como Buenas Prácticas en ediciones anteriores, pueden 
volver a postular previa actualización de la información.

3. Las prácticas postuladas al concurso deberán ser 
implementadas antes del día del cierre de postulaciones 
del concurso.

4. Las prácticas presentadas no deben tener más de 
3 años de antigüedad en su implementación.

El formato de postulación debe contener información 
objetiva, clara y verifi cable sobre la práctica.

Anexo 01

CONSIDERACIONES PARA LA PRESENTACION

- Cada sección de la Postulación cuenta con una 
serie de preguntas orientadoras sobre lo que se espera 
que contenga. Es necesario asegurar que cada sección 
cuente con la información específi ca que se pide con 
dichas preguntas, mas no es necesario responder a 
cada una como un formulario.

- La Postulación debe tener una extensión máxima 
de dieciséis (16) páginas: Los puntos del I al V máximo 
2 caras, del punto VI al IX Explicación de la Práctica 
máximo 12 caras, el punto X máximo de 2 caras.

- Se sugiere ser sintético y plasmar en el Informe 
los aspectos más importantes. No existe una extensión 
mínima en cada sección.

- La postulación deberá ser presentada usando la 
fuente “Arial” con tamaño 11 puntos e interlineado simple.

- Se puede agregar anexos adicionales a los 
establecidos (gráfi cos, infografías, tablas, etc.) que 
ayuden a profundizar y respaldar algún aspecto de la 
postulación, así como fotografías que ilustren la práctica 
(alrededor de 5 imágenes, de la mejor calidad posible). 
Se sugiere que dichos anexos se presenten en un 
documento aparte y se incluya un índice que explique 
el contenido de los anexos propias de la postulación. 
El contenido fotográfi co adicional (u otro material 
audiovisual) puede estar anexado en forma digital por 
medio de un enlace de internet para descarga y no es 
necesario que esté impreso.
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Anexo 02

FORMATO DE PRESENTACION DE LAS “BUENAS 
PRÁCTICAS DE LA NUEVA LEY PROCESAL DEL 

TRABAJO

I. IDENTIFICACION DE LA BUENA PRÁCTICA

Nombre de la Buena Práctica

Fecha de Implementación

Postuló anteriormente a otro concurso de Buenas Prácticas con esta 
propuesta

Sí / No

En caso que su respuesta es sí, indique a cuál

Ganó esta buena práctica algún otro concurso, ¿cuál?

II. DATOS DE LOS CONCURSANTES

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA

DEPENDENCIAS INVOLUCRADAS

NOMBRE DE LA(S) PERSONA(S) RESPONSABLE (S) DE LA 
IMPLEMENTACION BUENA PRÁCTICA / CARGO (S)
Correo electrónico de la persona (s) responsables de la buena 
práctica

III. RESÚMEN EJECUTIVO

Breve descripción de la buena práctica.

Indique las razones o argumentos por las que considera que su 
postulación merece ganar.
Detalle, en sus propias palabras, los
principales indicadores que sustentan el
éxito o impacto de la innovación.

IV. INDICADORES

Nombre del 
Indicador Periodo Valor Expresado en: Observaciones

V. IMPACTO ALCANZADO

Comparar indicadores específi cos en números 
demostrando claramente qué resultados y/o cambios se 
ha dado a raíz de la implementación de la práctica.

Antes Después

Ej. 2 personas capacitadas en el manejo del 
sistema de manera mensual.

Ej. 50 personas capacitadas en el manejo 
del sistema que ha mejorado la producción 
en un 20%, permitiendo la mejora de la 
percepción en un 15%.

VI. Análisis de la candidatura que se presenta al 
concurso:

a) Lugar en donde se inventó o creó el servicio, proceso 
o estrategia (indicar país o departamento o si es propio). 

b) En el caso de que la buena práctica se haya 
originado en otro país, indicar el aporte de mejora que 
se ha realizado (adaptación, utilización o su puesta en el 
funcionamiento, en caso sea elaboración propia, indicar 
cómo se llevó a concebir).

c) Fecha que inició la buena práctica
d) ¿Es original o ha sido adaptada para la propia Corte? 

¿Combina u organiza elementos o conceptos conocidos y 
los convierte en un servicio o proceso diferente?

e) ¿Está diseñado o producido efi cientemente, 
minimizando el uso de insumos o recursos y optimizando 
resultados?

VII. Análisis de los benefi cios de la candidatura

a) ¿Por qué considera que es una buena práctica? 
(Mostrar los indicadores usados para la medición)

b) ¿Por qué y en qué medida ha benefi ciado a los 
clientes internos o externos?

c) ¿Cómo y en qué medida ha benefi ciado a otras 
personas adicionales a los clientes interno o externos? 
(benefi ciarios indirectos)

VIII. Reseña de la Buena Práctica

Descripción del servicio, proceso o estrategia que 
pueda servir para presentar la buena práctica en caso de 
que resultara fi nalista o ganadora (máximo 50 palabras).

Esta descripción debe ser acompañada de materiales 
visuales relacionados con la candidatura (fotografías y/o 
videos que sirvan para una breve y adecuada presentación 
de la misma en la ceremonia de premiación, en caso de 
resultar ganadora). Con duración de 5 minutos máximo, 
estos materiales no requieren haber sido especialmente 
elaborados o preparados para el concurso, no son 
devueltos y son destruidos al fi nal del mismo.

IX. DECLARACIÓN JURADA

Los que suscriben la presente declaramos formalmente 
que:

- Estamos debidamente autorizados para presentarnos 
a este concurso.

- Conocemos y respetamos las bases del concurso 
y nos sometemos incondicionalmente a ellas, así como 
a las decisiones del jurado, que no son revisables ni 
apelables.

- Asumimos la responsabilidad de la información que 
se detalla en el presente proceso de postulación. 

- No se están involucrando detalles personales en 
base a lo dispuesto en la Ley N° 29733 - PCM, Ley de 
Protección de Datos Personales.

- Nos comprometemos a suministrar a los 
organizadores y al Jurado la información adicional que 
consideren pertinente para los fi nes del concurso, y a 
presentar la documentación sustentatoria que se estime 
conveniente en los plazos que se establezcan.

- Nos comprometemos a que el Presidente de la Corte 
y quienes suscriben la presente, brindará unas palabras 
en video sobre dicha candidatura que será difundido 
por medio de las redes sociales externas y canales de 
comunicación internos y externos, que será grabado una 
vez culminada la ceremonia de premiación.

- En caso de resultar fi nalista, brindamos la 
autorización respectiva para que la buena práctica pueda 
ser considerada dentro de una publicación que el ETII 
NLPT, puede difundirla por medio que se estime pertinente 
y en los formatos que se consideren.

- No existe vinculación con ninguno de los 
organizadores y auspiciadores del concurso.

Firma de quienes presentan la buena práctica.”

Artículo Segundo.- Disponer la publicación de la 
presente resolución en la página web institucional del 
Poder Judicial, para su debido cumplimiento.

Artículo Tercero.- Disponer que el Equipo Técnico 
Institucional de Implementación de la Nueva Ley Procesal 
del Trabajo, dentro del plazo de 5 días, emita el Nuevo 
Texto del Reglamento para Identifi cación de Buenas 
Prácticas sobre la Nueva Ley Procesal de Trabajo, que 
recoja las modifi caciones y lo publique en la página web 
institucional del Poder Judicial.

Artículo Cuarto.- Disponer que la Gerencia de 
Informática de la Gerencia General, habilite la aplicación 
web de postulación que permita la sistematización de las 
postulaciones al Concurso de Buenas Prácticas sobre la 
Nueva Ley Procesal del Trabajo.

Artículo Quinto.- Transcribir la presente resolución a 
la Presidencia del Poder Judicial, Consejero Responsable 
del Equipo Técnico Institucional de Implementación de la 
Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ofi cina de Control de 
la Magistratura del Poder Judicial, Presidencias de las 
Cortes Superiores de Justicia que aplican la Ley N° 29497, 
Gerencia de Informática; y, a la Gerencia General del 
Poder Judicial, para su conocimiento y fi nes pertinentes.

Regístrese, publíquese, comuníquese y cúmplase.

VÍCTOR ROBERTO PRADO SALDARRIAGA 
Presidente
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